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RELACIÓN DE ABREVIATURAS, SÍMBOLOS, SIGLAS Y ACRÓNIMOS 

CA/CCAA Comunidad/es Autónoma/s 
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GEACAM Gestión Ambiental de Castilla-La Mancha, S.A. 
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IGCA Intervención General de la Comunidad Autónoma 

IMUJ Instituto de la Mujer de Castilla-La Mancha 

IPEX Instituto de Promoción Exterior de Castilla-La Mancha 
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JCCM Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha 

LEA Ley 4/2007, de 8 de marzo, de Evaluación Ambiental en Castilla-La Mancha 
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determina la estructura y contenido de la Cuenta General 

PGE Presupuestos Generales del Estado 
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PMP Periodo Medio de Pago 

RCM Radio Autonómica de Castilla-La Mancha, S.A.U. 

RD Real Decreto 

RD-L Real Decreto-Ley 

RTVCLM Radio-Televisión de Castilla-La Mancha 

SESCAM Servicio de Salud de Castilla-La Mancha 
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 INTRODUCCIÓN I.

I.1. INICIATIVA DEL PROCEDIMIENTO FISCALIZADOR 

De conformidad con lo preceptuado en los artículos 136 y 153 de la Constitución Española, 
corresponde al Tribunal de Cuentas el control económico y presupuestario de las Comunidades 
Autónomas (CCAA). 

En su virtud, y en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 2 en relación con el 4, y de forma 
específica en el artículo 13.2 de la Ley Orgánica (LO) 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de 
Cuentas (LOTCu), se procede, en el ejercicio de las competencias de este Tribunal, a emitir el 
presente Informe sobre los resultados del control económico-presupuestario de la actividad 
desarrollada por la Comunidad Autónoma (CA) de Castilla-La Mancha (CLM) durante el ejercicio 
2016. 

La presente actuación se incluye en el Programa de Fiscalizaciones del Tribunal de Cuentas para 
el año 2019, aprobado por su Pleno el 20 de diciembre de 2018, dentro del apartado de las 
fiscalizaciones derivadas de un mandato legal.  

La presente fiscalización se enmarca dentro de los objetivos específicos 1.1 “Realizar actuaciones 
que sirvan a las Cortes Generales y a las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas 
para impulsar la adopción de medidas que contribuyan a conseguir un sector público más racional 
y eficiente”, 1.2 “Fomentar buenas prácticas de organización, gestión y control de las Entidades 
Públicas”, 1.3 “Identificar y fiscalizar las principales áreas de riesgo, con especial hincapié en las 
prácticas que puedan propiciar el fraude y la corrupción”, 1.4 “Incrementar las fiscalizaciones 
operativas”, 1.5 “Agilizar la tramitación de los procedimientos fiscalizadores” y 2.3 “Contribuir al 
fortalecimiento del control interno”, recogidos en el Plan Estratégico del Tribunal de Cuentas 
2018-2021, aprobado por su Pleno en sesión de 25 de abril de 2018. 

I.2. ÁMBITOS SUBJETIVO, OBJETIVO Y TEMPORAL 

El ámbito subjetivo de la fiscalización está compuesto por las entidades que forman el sector 
público autonómico, conforme al Decreto Legislativo 1/2002, de 19 de noviembre, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de CLM (TRLH), además de aquellas 
encuadradas en el sector público en que la CA, directa o indirectamente, ostentara una 
participación superior al del resto de Administraciones participantes (según se detalla en el 
apartado II.1 y con excepción de la Universidad1 y sus entidades dependientes). El ámbito objetivo 
de la fiscalización está formado por las cuentas rendidas por el conjunto de entidades anteriores, 
incluyendo, además, las operaciones, actos o hechos que conforman la actividad 
económico-presupuestaria de la CA. No obstante, cabe señalar que, en el referido Programa de 
Fiscalizaciones para 2019, se ha incluido la realización de la “fiscalización de la contratación de 
las CCAA y Ciudades Autónomas sin órgano de control externo propio, ejercicios 2016 y 20172 y 
la correspondiente al ejercicio 2018, por lo que dicha materia no es objeto de tratamiento 
específico en el presente Informe.  

El ámbito temporal se refiere al ejercicio 2017, sin perjuicio de las operaciones o hechos de 
ejercicios anteriores o posteriores que se analicen por su relación con el ejercicio fiscalizado. 

                                                
1
 En el Programa de Fiscalizaciones para 2019 se encuentra prevista la fiscalización de la Universidad de CLM, 

ejercicios 2016 y 2017. No obstante, en el presente Informe se hacen referencias puntuales a esta Entidad, en esencia, 
al analizar datos generales del sector público autonómico. 

2
 El informe relativo a los ejercicios 2016 y 2017 fue aprobado por el Pleno del Tribunal el 28 de marzo de 2019. 
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I.3. MARCO NORMATIVO 

a) Legislación autonómica 

La normativa emanada de la CA aplicable a su actividad económico-financiera durante el ejercicio 
fiscalizado está constituida, fundamentalmente, por las siguientes disposiciones: 

 Orden de 15 de diciembre de 1997, de la Consejería de Economía y Hacienda, por la que se 
aprueba el Plan de Contabilidad Pública aplicable a la Junta de Comunidades de CLM (JCCM) y 
se determina la estructura y contenido de la Cuenta General (PGCP). 

 TRLH. 

 Ley 1/2012, de 21 de febrero, de Medidas Complementarias para la Aplicación del Plan de 
Garantías de Servicios Sociales.  

 Ley 1/2016, de 22 de abril, de Presupuestos Generales de la JCCM para 2016.  

 Ley 2/2017, de 1 de septiembre, de Presupuestos Generales de la JCCM para 2017. 

 Ley 11/2012, de 21 de diciembre, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera 
de la JCCM. 

 Ley 4/2016, de 15 de diciembre, de Transparencia y Buen Gobierno de CLM (LTBG). 

b) Legislación estatal 

 LO 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las CCAA (LOFCA). 

 Ley 22/2001, de 27 de diciembre, reguladora de los Fondos de Compensación Interterritorial 
(LFCI). 

 Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas. 

 Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones (LGS). 

 Real Decreto (RD) 1514/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Plan General 
de Contabilidad (PGC). 

 Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las 
CCAA de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía (EA) y se modifican 
determinadas normas tributarias. 

 LO 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera 
(LOEPSF). 

 Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno. 

 Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP). 

 Ley 3/2017, de 27 de junio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2017. 
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I.4. OBJETIVOS Y ALCANCE  

La presente fiscalización se realiza de conformidad con las Directrices Técnicas aprobadas por el 
Pleno del Tribunal de Cuentas el 29 de noviembre de 2018 e, igualmente, de acuerdo con las 
Normas de Fiscalización del Tribunal de Cuentas, aprobadas por el Pleno el 23 de diciembre de 
2013. 

La fiscalización se ha realizado en el marco de los objetivos determinados en las Directrices 
Técnicas ya citadas, de conformidad con el artículo 9 de la LOTCu. Dichos objetivos se concretan 
en los siguientes: 

 Verificar si la Cuenta General de la CA y las demás cuentas anuales individuales de las 
entidades públicas de la CA se han rendido respetando las normas que les son de aplicación 
respecto a plazo, estructura y contenido. 

 Determinar si las cuentas anuales rendidas se presentan de acuerdo con los principios y 
normas definidos en los planes de contabilidad y en la normativa económico-financiera que rige la 
gestión de los presupuestos, poniendo de manifiesto las observaciones y salvedades que se 
estimen significativas. 

 Analizar los sistemas de control interno establecidos, en especial, en la Administración 
General. 

 Comprobar si se han seguido los procedimientos establecidos para la determinación y 
cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria, deuda pública y regla de gasto, de 
acuerdo con lo dispuesto en la normativa que regula esta materia, así como verificar la 
implantación de las medidas correctoras propuestas en los diferentes Planes 
Económico-Financieros (PEF) y Planes de Reequilibrio presentados, en su caso. 

 Evaluar la sujeción a los principios de legalidad, eficiencia y economía en la gestión de los 
recursos públicos, principalmente en la Administración General, mediante el análisis, entre otras, 
de las áreas de sanidad, medioambiente, educación, personal, morosidad de la deuda comercial, 
endeudamiento y subvenciones. 

 Analizar la aplicación de los recursos provenientes de las dotaciones de los Fondos de 
Compensación Interterritorial (FCI) [Fondo de Compensación (FC) y Fondo Complementario]. 

 Realizar el seguimiento de las recomendaciones formuladas en informes de ejercicios 
anteriores elaborados por el Tribunal, así como las señaladas en las resoluciones de la Comisión 
Mixta para las Relaciones con el Tribunal de Cuentas. 

Además, se ha verificado el cumplimiento de la normativa para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres, así como de las prescripciones de transparencia en todo aquello en que lo dispuesto en 
dicha normativa pudiera tener relación con el objeto de las actuaciones fiscalizadoras. 

De la exposición de los objetivos anteriores se deduce el carácter integral de la presente 
fiscalización (de regularidad y operativa). 

En general, no se han planteado limitaciones al alcance que impidieran la verificación de los 
objetivos planteados en la presente fiscalización. 

I.5. TRÁMITE DE ALEGACIONES 

Los resultados de las actuaciones practicadas se pusieron de manifiesto al Presidente de la CA, 
para que se formulasen las alegaciones y se presentasen cuantos documentos y justificantes se 
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estimasen pertinentes, de conformidad con lo previsto en el artículo 44 de la Ley 7/1988, de 5 de 
abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas (LFTCu).  

Solicitada prórroga, las alegaciones se recibieron dentro del plazo concedido y, en virtud de lo 
dispuesto en el mencionado artículo 44, se incorporan a este Informe.  

Se han analizado las alegaciones formuladas, habiéndose incorporado los cambios que se han 
considerado oportunos, ya sea para aceptar su contenido o para razonar el motivo por el que no 
se aceptan, pero no han sido objeto de contestación las que constituyen meras explicaciones de la 
gestión desarrollada o se refieren a hechos que no guarden estricta relación con lo indicado en el 
Informe. En cualquier caso, el resultado definitivo de la fiscalización es el expresado en el 
presente Informe. 

Se ha recibido documentación fuera del plazo habilitado para realizar alegaciones, por lo que, con 
arreglo a lo dispuesto en las Normas Internas de Fiscalización del Tribunal de Cuentas de 23 de 
diciembre de 2013, no se acompaña al Informe, aunque ha sido analizada a los efectos de darle el 
oportuno tratamiento. 

 RESULTADOS DE LA FISCALIZACIÓN DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA II.

Todos los anexos a este Informe se han elaborado con los datos tal y como vienen reflejados en la 
contabilidad o confeccionados por el Tribunal con los datos contables aportados por aquella, de 
los que son transcripción. Los estados que se incluyen en el texto del Informe son, salvo que se 
indique lo contrario, el resultado del análisis de la fiscalización, coincidente o no con aquellos 
datos contables. 

Los anexos I.1-1, I.1-2 y I.1-3 recogen las cifras agregadas correspondientes a la liquidación de 
los presupuestos de gastos e ingresos y saldos presupuestarios de las Administraciones públicas. 
Asimismo, los anexos I.1-4 y I.1-5 reflejan la situación económico-financiera y los resultados 
económico-patrimoniales de las Administraciones públicas. 

II.1. ENTIDADES INTEGRANTES DEL SECTOR PÚBLICO DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA 

El artículo 4 del TRLH determina que el sector público de la CA se compone de los órganos de la 
JCCM regulados en su EA y los vinculados o dependientes de estos, la Administración de la Junta 
de Comunidades, sus organismos autónomos (OOAA) y entidades públicas dependientes, las 
empresas y fundaciones públicas regionales y, finalmente, los consorcios participados 
mayoritariamente por la Junta.  

Según lo dispuesto en los artículos 81 y 82 de la LO 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades 
y, en especial, en la más reciente LRJSP, las universidades públicas de las CCAA forman parte 
del sector público institucional. En la modificación operada sobre el artículo 4 del TRLH por la Ley 
de CLM 7/2017, 21 diciembre, de Presupuestos Generales de la JCCM para 2018, se indica que 
el TRLH pasa a ser de aplicación a las Universidades públicas de CLM a los efectos del 
seguimiento de lo establecido en la normativa vigente en materia de estabilidad presupuestaria y 
sostenibilidad financiera, y del cumplimiento de los principios y obligaciones contables que se 
deriven de lo establecido en el título sexto, sin que se hayan incluido expresamente entre los 
entes integrantes del sector público regional. 

Además de las entidades recogidas en el artículo 4 antes mencionado, a los efectos de esta 
fiscalización se ha tenido en cuenta que la CA participa en el capital de sociedades públicas o en 
la dotación de fundaciones pertenecientes al sector público, en cuantía igual o superior a la del 
resto de Administraciones participantes. No se toman en consideración aquellas entidades que 
estuvieran incursas en el supuesto previsto en el párrafo tercero y siguientes de la Disposición 
adicional (DA) novena de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria (LGP). 
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II.2. RENDICIÓN DE CUENTAS 

II.2.1. Cuenta General 

El artículo 113.1 del TRLH establece que la Cuenta General de la JCCM se formará anualmente 
con la Cuenta de la Administración de la Junta, la Cuenta de sus OOAA y, en su caso, las cuentas 
de las entidades del artículo 4 de esta Ley incluidas en el régimen de contabilidad pública. La 
Orden de 15 de diciembre de 1997, en el ejercicio de la habilitación conferida por el artículo 113.2 
del TRLH, dispone que la Cuenta General de la JCCM está integrada por la Cuenta General de la 
Administración de la Junta así como por todas las cuentas generales de las entidades que 
integran el sector público regional y estén sometidas al régimen de contabilidad pública. 

La Cuenta General de 2017 fue remitida al Tribunal de Cuentas el 31 de octubre de 2018, dentro 
del plazo previsto en el artículo 114 del TRLH (hasta el día 31 de octubre del año siguiente al que 
se refiera). 

Desde el 1 de enero de 2014, debido a la modificación introducida por la Ley 9/2013, de 12 
diciembre, de Acompañamiento a los Presupuestos Generales de la JCCM para 2014, se ha 
retrasado el plazo de rendición desde el 30 de junio hasta el 31 de octubre, en ambos casos, del 
año siguiente al que se refiera la cuenta. Dicha modificación legislativa va en línea opuesta al 
contenido de las Resoluciones aprobadas por la Comisión Mixta para las Relaciones con el 
Tribunal de Cuentas, en relación con los diferentes informes anuales de las CCAA, en las que se 
insta, a todas las CCAA, a “efectuar las modificaciones normativas oportunas a efectos de 
adelantar el plazo de rendición de las cuentas a 30 de junio del ejercicio siguiente a que se 
refieran” 4.  

Las cuentas de los Consorcios Parque Arqueológico de Carranque y Parque Arqueológico de 
Alarcos no se incluyen en la Cuenta General, dado que se rinden indebidamente conforme al PGC 
y no conforme al PGCP, pese a lo dispuesto en los estatutos de los consorcios (si bien se trata de 
entidades en proceso de disolución, que no presentan relevancia económica). Además, fueron 
objeto de rendición independiente fuera del plazo legalmente establecido. 

Las cuentas de determinadas entidades de derecho público [Grupo Ente Público Radio-Televisión 
de CLM (RTVCLM) e Infraestructuras del Agua de CLM)], empresas públicas [(Gestión de 
Infraestructuras de CLM, S.A. (GICAMAN), Grupo Instituto de Finanzas de CLM, S.A.U., Gestión 
Ambiental de CLM, S.A. (GEACAM) y Sociedad para el Desarrollo Industrial de CLM, S.A. 
(SODICAMAN)] y fundaciones públicas (Parque Científico y Tecnológico de CLM, Impulsa CLM, 
Sociosanitaria de CLM, Jurado Arbitral Laboral de CLM, Centro Tecnológico del Metal de CLM, 
Promoción de CLM, Patronato de la Semana de Música Religiosa de Cuenca (PSMRC) y Hospital 
Nacional de Parapléjicos para la Investigación y la Integración), elaboradas bajo el régimen de 
contabilidad privada, se rinden además formando parte de la Cuenta General de 2017, aun 
cuando el artículo 113.1 del TRLH solo prevé la inclusión de las cuentas confeccionadas mediante 
contabilidad pública.  

No obstante, en relación con las cuentas anuales del ejercicio 2017 de la Fundación PSMRC, 
cabe señalar que la entidad procedió a su reformulación, siendo aprobadas por el Patronato con 
fecha 21 de mayo de 2019 y rendidas a este Tribunal el 18 de junio de 2019, fuera del plazo 
previsto en la normativa que se cita a continuación en el epígrafe II.2.2. 

                                                
4
 Para el caso concreto de CLM, las Resoluciones de 12 de junio de 2017, aprobadas por la Comisión Mixta para las 

Relaciones con el Tribunal de Cuentas, en relación con los Informes Anuales de esta CA de los ejercicios 2013 y 2014 y 
más recientemente, la Resolución de 27 de febrero de 2018, en relación con el informe de fiscalización de la CA del 
ejercicio 2015. 
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Por su parte, el artículo 106.4 del TRLH establece que las entidades públicas que forman parte del 
sector público regional deben formar y rendir sus cuentas de acuerdo con los principios y normas 
de contabilidad recogidos en el PGCP, salvo que su actividad principal consista en la producción 
de bienes y servicios destinados a la venta en el mercado y que al menos el 50 % de sus ingresos 
proceda de esta fuente, circunstancias que no concurren en el Grupo Ente Público RTVCLM, pese 
a lo cual ha presentado cuentas conforme al PGC. En las mismas circunstancias se encuentra la 
Entidad de Derecho Público Infraestructuras del Agua de CLM, pues, a la vista de la Ley 12/2002, 
de 27 de junio, Reguladora del Ciclo Integral del Agua de la CA de CLM y el artículo 3 de sus 
Estatutos, se aprecia que más de la mitad de sus ingresos son públicos. Ello supondría la 
inclusión de las cuentas de ambas entidades en la Cuenta General (como en la práctica se ha 
hecho), si bien bajo las prescripciones de la contabilidad pública. 

Así mismo, la DA quinta de la Ley de Presupuestos de la CA (LP) para 2017 establece la 
obligatoriedad para las entidades, empresas públicas y fundaciones que integran el sector público 
regional y para los consorcios participados mayoritariamente por la Administración de la JCCM, de 
someterse a la auditoría anual de las cuentas, sin que cumplieran con dicha disposición aquellas 
que se encontraban en proceso de extinción.  

La Cuenta General y las cuentas individuales en ella incluidas se presentan, con carácter general, 
de acuerdo con la estructura definida en los planes y normas contables, sin perjuicio de las 
observaciones expuestas a lo largo del presente subapartado (y, en particular, en los párrafos 
anteriores, sobre el plan contable de aplicación) y contienen todos los estados previstos en el 
artículo 113.2 del TRLH y en la Orden de 15 de diciembre de 1997, de la Consejería de Economía 
y Hacienda. 

La citada Orden indica que los entes integrantes del sector público regional llevarán su 
contabilidad conforme al Plan General de Contabilidad Pública aprobado mediante Orden del 
Ministerio de Economía y Hacienda, de 6 de mayo de 1994, estableciendo reglas particulares en 
lo referente a la elaboración de las cuentas anuales, particularidades que se concretan en la 
omisión de algunos apartados constitutivos de la memoria respecto a la prevista en la Orden 
estatal que, por tanto, no han sido confeccionados e incorporados, pese a que deberían contener 
información considerada de relevancia, como, por ejemplo:  

 En la parte relativa a la información de la ejecución del gasto público: remanentes de crédito, 
ejecución de los proyectos de inversión, transferencias y subvenciones, convenios y personal.  

 En cuanto a la información sobre la ejecución del ingreso público: proceso de gestión de los 
ingresos, transferencias y subvenciones recibidas, tasas, precios públicos y precios privados y 
derechos presupuestarios pendientes de cobro según su exigibilidad. 

 Inmovilizado inmaterial, material, o inversiones gestionadas para otros entes públicos. 

Además, no se considera apropiada la mención genérica que se realiza indicando que la no 
presentación de estados financieros en la memoria de las cuentas es debida a la inexistencia de 
datos u operaciones, sin que se haga necesario detallar cuáles son estos estados. 

Mediante la Orden HAC/553/2019, de 24 de abril, por la que se modifica la Orden HAP/1724/2015, 
de 31 de julio, por la que se regula la elaboración de la Cuenta General del Estado, se establece 
que en la memoria de la Cuenta General del Estado se ha de incluir información relativa al 
resultado obtenido en términos de contabilidad nacional. A 1 de mayo de 2019, la regulación de la 
Cuenta General de la CA no preveía tal información, que se considera relevante5. 

                                                
5
 Como señala la CA en sus alegaciones, en la memoria de la Cuenta General del ejercicio fiscalizado se incluyó un 

estado con información de déficit en términos de contabilidad nacional, aun no estando previsto en la normativa de 
referencia. 
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Como se ha puesto de manifiesto, la contabilidad de la Administración regional y organismos 
administrativos se adapta, con las particularidades señaladas, al Plan contable estatal de 1994, el 
cual fue derogado por la Orden EHA/1037/2010, de 13 de abril, que aprueba un nuevo plan 
configurado como el marco contable para todas las Administraciones públicas, y no ha sido hasta 
la aprobación de la Orden 169/2018, de 26 de noviembre, por la que se aprueba el Plan General 
de Contabilidad Pública de la JCCM, cuando se ha producido la necesaria adaptación al mismo 
(con entrada en vigor el 1 de enero de 2019). Esta norma procedió a la derogación de la Orden 
previa de 1997, la cual determinaba tanto el plan contable regional como la estructura y contenido 
de la Cuenta General, sin que, hasta el 1 de julio de 2019, se haya procedido a regular estos 
últimos.  

La normativa autonómica no contiene previsión similar a la de la Orden HAP/801/2014, de 9 de 
mayo, por la que se regula el procedimiento de rendición de cuentas anuales en los casos de 
modificaciones estructurales entre entidades del sector público que supongan la extinción de 
entidades públicas sin que exista un proceso de liquidación conforme al artículo 138.6 de la LGP, 
donde se indica que “es fundamental que los organismos o entidades que se extinguen sin que 
exista un proceso de liquidación, elaboren y rindan información correspondiente a la gestión 
realizada, al objeto de que se pueda realizar el control sobre la utilización de los recursos públicos, 
así como medir el grado de realización de las actuaciones previstas”. 

Finalmente, cabe señalar que la Intervención General de la Administración del Estado (IGAE) 
elaboró unas Normas sobre Consolidación de Cuentas en el Sector Público, que se aprobaron por 
la Orden HAP/1489/2013, de 18 de julio, con carácter marco para todas las Administraciones 
Públicas. Así, la Orden HAP/1724/2015, de 31 de julio, por la que se regula la elaboración de la 
Cuenta General del Estado, establece un nuevo estado de cuenta única consolidada, sin que la 
CA disponga de una norma de contenido similar. Respecto al ejercicio fiscalizado, dado que no 
existe previsión al respecto en la Orden de 15 de diciembre de 1997, la CA no presenta una 
cuenta consolidada semejante, sin perjuicio de los datos agregados parcialmente consolidados 
que aparecen en la memoria para los entes sujetos a contabilidad pública y, respecto a los 
ejercicios siguientes, se produce la ausencia, ya señalada, de una norma reguladora del contenido 
y estructura de la Cuenta General.  

II.2.2. Otras entidades 

Respecto a las cuentas anuales que no forman parte de la Cuenta General pero pertenecen al 
sector público regional según el TRLH, el artículo 107 de este Texto establece que los 
cuentadantes que en él se enuncian deben remitir a la Intervención General de la CA (IGCA) sus 
cuentas anuales, elaboradas de conformidad con la legislación específica, dentro de los siete 
meses siguientes a la terminación del ejercicio económico y que esta las enviará al órgano de 
control externo en el plazo de un mes desde que las recibiera. Adicionalmente, deben remitirse las 
cuentas de aquellas entidades públicas en las que, aun no concurriendo los requisitos 
establecidos en el artículo 4 del TRLH, la JCCM posee una participación superior en el capital 
social, dotación fundacional o fondo equivalente al del resto de Administraciones y que tienen la 
obligación de rendir cuentas en virtud del artículo 34 de la Ley de Funcionamiento del Tribunal de 
Cuentas.  

En 2017 no formaron parte de la Cuenta General las cuentas de las fundaciones CLM Tierra de 
Viñedos y Centro de Innovación de Infraestructuras Inteligentes, rindiéndose las de esta última 
durante el transcurso de la fiscalización, por lo tanto fuera del plazo previsto en el TRLH.  

El artículo 106 del TRLH, dedicado al régimen de contabilidad de las entidades integrantes del 
sector público regional, no contiene una referencia expresa a las fundaciones, sin que la CA 
disponga de legislación específica al respecto. El RD 1491/2011, de 24 de octubre, por el que se 
aprueban las normas de adaptación del PGC a las entidades sin fines lucrativos y el modelo de 
plan de actuación de las entidades sin fines lucrativos, establece, en su artículo 3, la aplicación 
obligatoria de las normas que en él se contienen para todas las fundaciones de competencia 
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En  otros dos expedientes (1.068 y 1.347 miles de euros respectivamente) no existía cobertura ni 
presupuestaria ni contractual para el gasto, por lo que serían nulos de pleno derecho, según 
establece el artículo 47 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas. Adicionalmente, en el expediente por el que se 
convalida un gasto por importe de 1.347 miles de euros, se habría informado y elevado al Consejo 
de Gobierno únicamente el reconocimiento de la obligación que se derivaría de una transacción 
extrajudicial entre la JCCM y una empresa, sin embargo el importe real del gasto derivado de las 
prestaciones realizadas al margen del contrato inicial fue de 2.016 miles de euros, donde 669 
miles se habrían abonado por la CA al acreedor mediante compensación de deudas, como 
consecuencia de una facturación indebida realizada por la empresa en un contrato anterior.     

B) CONTROL FINANCIERO Y AUDITORÍA PÚBLICA 

El artículo 104.3 del TRLH otorga a la IGCA la posibilidad de formular informes de actuación 
derivados de las recomendaciones y de las propuestas para los órganos gestores contenidas en 
los informes de control financiero, ante determinadas circunstancias.  

La IGCA, en su informe de control financiero de 21 de marzo de 2017 sobre la contratación de 
personal temporal e indefinido de enero a octubre de 2016 de la empresa GEACAM, incluyó una 
propuesta de actuación en relación con la realización de 97 contrataciones fijas-discontinuas y el 
Acuerdo, de fecha 17 de mayo de 2016, adoptado en el seno de la Comisión de Interpretación y 
Vigilancia del III Convenio Colectivo de aplicación a las empresas adjudicatarias de los servicios 
de prevención y extinción de incendios forestales de CLM. El posterior informe de actuación, de 27 
de abril de 2017, proponía entre sus conclusiones, la revisión del citado acuerdo, declarando la 
nulidad de aquellas partes que implicaran obligaciones económicas que supusieran, directa o 
indirectamente, un incremento del gasto público en materia de costes de personal o incrementos 
en las retribuciones por encima del límite previsto en el artículo 34.2 de la LP para 2016 y de las 
mencionadas contrataciones. Por resolución de 12 de marzo de 2018 de la IGCA se resuelve 
considerar adecuada la respuesta de la Consejería de Agricultura, Medio Ambiente y Desarrollo 
Rural, la cual se funda en la solicitud en su momento, por parte de GEACAM, de los 
correspondientes informes de la Dirección General de Presupuestos con carácter previo a la 
contratación de nuevo personal o cambio de las condiciones de trabajo, así como en el caso de 
negociación con los representantes de los trabajadores, sin que este órgano los hubiese llegado a 
emitir. Finalmente, en la Resolución de 3 de julio de 2018, de la IGCA, se concluye que “la 
Consejería de Agricultura, Medio Ambiente y Desarrollo Rural y GEACAM han llevado a cabo los 
distintos puntos recogidos en la propuesta de actuación, en relación a la realización de 97 
contratos bajo la modalidad de fijos-discontinuos y el Acuerdo de CIV de 17/05/2016”. 
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II.3.2. Sistemas y procedimientos de control interno 

A) PRESUPUESTO EN PRÓRROGA 

El artículo 21.2 de la LOFCA establece que, si los Presupuestos Generales de las CCAA no 
fueran aprobados antes del primer día del ejercicio económico correspondiente, quedará 
automáticamente prorrogada la vigencia de los anteriores. A su vez, el artículo 43.2 del TRLH 
dispone que la prórroga no afectará a los créditos para gastos correspondientes a actuaciones 
que deban terminar en el ejercicio cuyos presupuestos se prorrogan o que estén financiados con 
créditos u otros ingresos específicos. En virtud de la habilitación al Consejo de Gobierno, 
contenida en el apartado 3 de dicho artículo, se dictó el Decreto 82/2016, de 27 de diciembre, por 
el que se establecen las condiciones específicas a las que debe ajustarse la prórroga de los 
Presupuestos Generales de la JCCM para 2016.  

Así, desde el 1 de enero de 2017, y hasta la aprobación y entrada en vigor de la LP para 2017, en 
septiembre, quedaron prorrogados los Presupuestos Generales para el año 2016, por la totalidad 
de los créditos iniciales de su estado de gastos, sin que la CA aplicara lo dispuesto en el artículo 
43.2 del TRLH (y el artículo 1.2 del citado Decreto). 

B) PRESUPUESTACIÓN Y ESTABLECIMIENTO DE OBJETIVOS E INDICADORES 

Las variaciones del presupuesto de 2017 incrementaron el inicial de la Administración General de 
la Junta en un 2,6 %, frente al 2 % de 2016 y al 3 % de 2015, lo que supone un desarrollo de la 
ejecución presupuestaria ajustado a la previsión inicial.  

Por su parte, el artículo 53.1 del TRLH establece escasas restricciones a la realización de 
transferencias de crédito, pudiendo estas efectuarse entre distintas secciones del presupuesto, 
desde créditos para operaciones financieras al resto de los créditos, o desde créditos para 
operaciones de capital a créditos para operaciones corrientes, lo que debilita el valor del 
presupuesto inicialmente aprobado como instrumento de planificación de la actividad. 
Adicionalmente para el ejercicio fiscalizado, la LP deja sin efecto la práctica totalidad de las 
limitaciones contenidas en el precitado artículo del TRLH. No obstante lo anterior, en el ejercicio 
2017, las transferencias de crédito realizadas continuaron descendiendo (un 28 % respecto de las 
realizadas en 2016), pasando de 468.551 miles de euros a 336.475 miles. En el apartado II.4.2.A) 
se ponen de manifiesto las debilidades detectadas en el procedimiento de modificaciones de 
créditos.  

Finalmente, según el artículo 41 del TRLH, al anteproyecto de LP se acompañarán los objetivos, 
actividades e indicadores de cada uno de los programas de gasto. Referente a la ejecución del 
Presupuesto del ejercicio 2017, consta un informe de seguimiento de los objetivos existentes en 
relación con los programas presupuestarios previstos en la LP. Este informe muestra las 
actuaciones desarrolladas para el cumplimiento de objetivos y su grado de realización. No 
obstante, dicho informe se limita a aportar los datos cuantitativos sin acompañarlos de la 
necesaria información cualitativa que permitiría su correcta comprensión.  

C) FONDOS LÍQUIDOS 

Según el artículo 83 del TRLH, es función encomendada a la Tesorería distribuir en el tiempo y en 
el territorio las disponibilidades dinerarias para la puntual satisfacción de las obligaciones. Para 
ello, tal como recoge el artículo 62.3 del TRLH, la Consejería de Economía y Hacienda puede 
elaborar y someter a la aprobación del Consejo de Gobierno un plan de disposición de fondos, sin 
que dicho plan (o documento equivalente) se haya aprobado, de acuerdo con el procedimiento 
establecido, durante el ejercicio fiscalizado. Esta cuestión cobra especial relevancia a la vista de la 
modificación operada por la LO 4/2012, de 28 de septiembre, por la que se modifica la LOEPSF, 
por la que se añade una nueva DA a esta última, donde se establece que todas las 
Administraciones públicas deben disponer de planes de tesorería que pongan de manifiesto su 
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capacidad para atender el pago de los vencimientos de las deudas financieras. 

D) PROCEDIMIENTOS DE GESTIÓN FINANCIERA Y CONTROLES DE EFICACIA 

El artículo 59 del TRLH establece que los órganos competentes de gestión de la CA deben 
establecer los sistemas de control que estimen adecuados para la supervisión de las diferentes 
actuaciones financieras que correspondan a sus unidades. Como ya se indicó en informes de 
fiscalización anteriores, las Consejerías no contaban, con carácter general, con dichos sistemas, 
sin que se haya informado sobre la introducción de los mismos. 

A fecha 1 de abril de 2018, el control de eficacia que establece el artículo 6 de la Ley 4/2015, de 
26 de marzo, por la que se crea el Instituto Regional de Investigación y Desarrollo Agroalimentario 
y Forestal de CLM (IRIAF), no había sido implantado. No obstante, en 2018 la Consejería de 
Agricultura, Medio Ambiente y desarrollo Rural ha contratado la realización de un informe para el 
ejercicio del citado control de eficacia, relativo al periodo 2015-2017. 

E) PATRIMONIO DE LA COMUNIDAD E INVENTARIOS 

El artículo 32.1 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones 
Públicas, obliga a inventariar los bienes y derechos que integran el patrimonio, haciendo constar, 
con el suficiente detalle, las menciones necesarias para su identificación, situación jurídica y el 
destino o uso de los mismos. El valor de los activos que componen el inventario de la JCCM, a 31 
de diciembre de 2017, ascendía a 1.538.442 miles de euros. 

La Ley 6/1985, de 13 de noviembre, del Patrimonio de la CA, prevé en su artículo 9 que el 
inventario general de bienes y derechos comprende todos aquellos de dominio público y privado a 
los que se refieren los artículos 3 y 4 de esta Ley, excepto aquellos bienes muebles cuyo valor 
unitario sea inferior a 600 euros. Se encuentra, por tanto, tácitamente derogada la redacción del 
artículo 10 del Decreto 104/1986, de 23 de septiembre, de aprobación del Reglamento para la 
aplicación de la Ley anterior, donde se establece la excepción para aquellos “bienes y derechos 
cuyo valor unitario sea inferior a 25.000 pesetas”. 

Asimismo, esta Ley establece que la contabilidad patrimonial debe ser la que permita seguir, en 
todo momento, la gestión de los bienes y derechos que integran el inventario y la obligación de 
actualizarlo anualmente.  

Del análisis de los datos que recoge el citado inventario, se deduce que: 

 De la comparación de la totalidad de los saldos registrados en las correspondientes rúbricas 
de inventario y los saldos contables de las cuentas de inmovilizado se deducen diferencias. 
Además, se encuentran registrados elementos del inmovilizado sin valoración y no aparecen otros 
que sí están contabilizados, existiendo, además, una falta de coincidencia entre las altas y bajas 
contabilizadas durante el ejercicio y los expedientes de variación del inventario tramitados en el 
mismo período.  

 No existe vinculación entre la aplicación de inventario y la contabilidad en lo referente a 
bienes muebles (excepto elementos de transporte), derechos e inmuebles que no estén afectos al 
dominio público. 

F) PATRIMONIO PÚBLICO DE SUELO 

El artículo 76 del Decreto Legislativo 1/2010, de 18 de mayo, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística, prevé que la JCCM 
debe constituir su respectivo patrimonio público de suelo, debiendo consignar en los presupuestos 
anuales una cantidad equivalente, como mínimo, al cinco por cien del presupuesto de inversiones, 
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para las actuaciones relativas al mismo, sin que se haya acreditado este extremo para el ejercicio 
fiscalizado.  

Respecto a la gestión anual de su explotación, la cual debe acompañarse a la liquidación de las 
cuentas correspondientes a la ejecución de los presupuestos anuales, no se aprecia la inclusión 
de esta información en la Cuenta General.  

G) CONVENIOS 

La DA tercera del TRLH señala que el Gobierno regional, trimestralmente, debe remitir a la 
Comisión de Presupuestos de las Cortes Regionales, a través del Presidente de la misma, 
relación individualizada de los convenios que suscriba el Ejecutivo castellano-manchego con 
corporaciones, entidades, organizaciones no gubernamentales y particulares y las subvenciones y 
ayudas que conceda a las mismas, sin que se haya acreditado haber dado cumplimiento a este 
precepto. No obstante, tras la entrada en vigor en el ejercicio posterior al fiscalizado del Decreto 
49/2018, de 10 de julio, por el que se modifica el Reglamento de Desarrollo del TRLH, en materia 
de subvenciones, aprobado por Decreto 21/2008, de 5 de febrero, el “Gobierno regional, a través 
de la consejería competente para la gestión de la Base de Datos Regional de Subvenciones, 
remitirá trimestralmente a las Cortes de CLM relación individualizada de los beneficiarios de 
subvenciones concedidas por el procedimiento de concesión directa, en los supuestos previstos 
en el artículo 75, apartado 2, letras b) y c), del Decreto Legislativo 1/2002, de 19 de noviembre, 
relativos a subvenciones directas que resulten impuestas por norma con rango legal y de carácter 
excepcional, respectivamente. No obstante, se excluyen de esta obligación las subvenciones que 
sean objeto de publicidad activa de conformidad con lo dispuesto en la legislación vigente en 
materia de transparencia, acceso de los ciudadanos a la información pública y buen gobierno”. A 
partir de 2018, por tanto, queda matizada la obligación impuesta por la DA tercera del TRLH. 

H) REGISTRO DE FACTURAS Y ACREEDORES 

En la JCCM conviven el Punto General de Entrada propio de la CA, que continúa ofreciendo sus 
servicios propios y el Punto General de Entrada de Facturas de la Administración General del 
Estado (FACe) al que CLM se adhirió en septiembre de 2014. Sin embargo, a pesar de facilitarse 
al máximo el proceso de facturación, la Orden de 4 de febrero de 2015, por la que se crea el punto 
general de entrada de facturas electrónicas de la JCCM incluye en su ámbito de aplicación a la 
Administración de la JCCM, sus OOAA y entidades públicas vinculadas o dependientes con 
presupuesto limitativo, quedando un importante número de entidades que pertenecen al sector 
público regional fuera de dicho sistema. No obstante, el Ente Público Infraestructuras del Agua de 
CLM, GICAMAN y GEACAM se adhirieron voluntariamente. 
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I) SEGURIDAD DE LA INFORMACIÓN 

El artículo 156 de la LRJSP, indica que el Esquema Nacional de Seguridad tiene por objeto 
establecer la política de seguridad en la utilización de medios electrónicos en el ámbito de la 
presente Ley, y está constituido por los principios básicos y requisitos mínimos que garanticen 
adecuadamente la seguridad de la información tratada. El RD 3/2010, de 8 de enero, por el que se 
regula el Esquema Nacional de Seguridad (ENS) en el ámbito de la Administración Electrónica 
tiene por objeto determinar la política de seguridad que se ha de aplicar en la utilización de los 
medios electrónicos. 

En el Informe de fiscalización del ejercicio 2016 se realizó un análisis del estado de aplicación del  
ENS en la CA. En relación con lo dicho y por lo que se refiere al ejercicio fiscalizado, cabe señalar 
que: 

 De acuerdo con el artículo 11 del RD, todos los órganos superiores de las Administraciones 
públicas deberán disponer formalmente de su política de seguridad que articule la gestión 
continuada de la seguridad, que será aprobada por el titular del órgano superior correspondiente. 
En el caso de CLM, fue el Consejo de Gobierno, por Decreto 57/2012, de 23 de febrero, el que 
aprobó la política de seguridad de la información de la Administración de la JCCM, comprendiendo 
el ámbito del Decreto tanto a la Administración General como a los OOAA y entidades de derecho 
público vinculadas o dependientes, cuando ejerzan potestades administrativas. La aprobación de 
esta política seguía sin particularizarse para cada uno de los órganos superiores de la CA6, y ello 
pese a los riesgos específicos que los diferentes sistemas utilizados pueden plantear. 

 En base al artículo 13 del citado Decreto, la Política de Seguridad de la Información se ha de 
desarrollar por medio de las normas y los procedimientos técnicos y, según el artículo 6 del 
mismo, corresponde al Comité de Seguridad de la Información la aprobación y seguimiento de las 
normativas en materia de seguridad, sin que se hayan comunicado actuaciones en este sentido. 
Tampoco se ha informado de la aprobación, por este Comité, de planes estratégicos, planes 
directores y líneas de actuación en materia de seguridad de la información y políticas de auditoría, 
tras la propuesta del responsable de la seguridad, pese a lo señalado en el artículo 10 del mismo 
texto legal. No obstante lo anterior, durante el ejercicio 2018, las actas de las reuniones de la 
Comisión de la Administración Electrónica y Simplificación de Trámites Administrativos 
(CAESTA)7, en cuyo seno está creado y constituido el Comité anterior según la CA (aunque no ha 
aportado documentación formal de esto último) sí reflejan el tratamiento de diversos temas 
relacionados con la seguridad de la información.  

 Compete, a su vez, según el artículo 10 referido, al Responsable de Seguridad, la 
actualización de la política de seguridad de la información y el desarrollo de dicha política 
mediante planes, sin que se hayan acreditado actuaciones de este tipo.  

 De acuerdo con el artículo 13 del RD 3/2010, debe realizarse y desarrollarse un análisis y 
tratamiento de los riesgos a los que está expuesto el sistema, habiéndose aportado dos manuales 
debidamente aprobados por el Servicio de Seguridad y Protección de Datos de la Viceconsejería 
de Administración Local y Coordinación Administrativa. Además, durante 2018, la CAESTA fijó la 
necesidad de realizar análisis de riesgos por parte de los órganos gestores y se estableció una 
operativa al respecto.  

                                                
6
 Según el artículo 23 de la Ley 11/2003, de 25 de septiembre, del Gobierno y del Consejo Consultivo de CLM, cada uno 

de los Consejeros es el órgano responsable de la definición y ejecución de la acción de gobierno en un área 
determinada conforme al programa general de Gobierno y, en tal condición, órgano superior de la correspondiente 
Consejería. 

7
 Según el artículo 6 del Decreto 57/2012, la Comisión de la Administración Electrónica y Simplificación de Trámites 

Administrativos, la cual no está expresamente mencionada en la estructura organizativa de la gestión de la seguridad de 
la información en la administración de la JCCM (definida en su artículo 5), debía elegir, entre sus miembros y en el seno 
de la misma, a los componentes del referido Comité. 
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 En el ejercicio fiscalizado no se contaba con un procedimiento de gestión de incidentes de 
seguridad debidamente aprobado, habiéndose remitido el aprobado por la Dirección General de 
Telecomunicaciones y Nuevas Tecnologías en mayo de 2018. Además, en dicho ejercicio la 
CAESTA establece la forma de actuar para notificar brechas de seguridad.  

  El análisis de riesgos realizado en 2017 se ciñó al Centro de Proceso de Datos y servicios 
comunes de la Consejería de Fomento, encontrándose pendiente de extender a la totalidad de 
sistemas bajo el ámbito de aplicación de las normas citadas, entre los que se encuentran las 
aplicaciones TAREA8 y GRECO9, por lo que no se respetó lo dispuesto en el artículo 15 del 
Decreto 57/2012. Como se ha señalado, en 2018, la CAESTA indica la necesidad de realizar el 
análisis de riesgos para todos los órganos gestores, los cuales deben también demostrar la 
conformidad de los sistemas con el ENS. En este ejercicio se realizaron los análisis 
correspondientes a los dos sistemas mencionados. 

 En el ejercicio fiscalizado, sistemas tales como TAREA y GRECO no contaban con la 
declaración de aplicabilidad prevista en el artículo 27 del RD 3/2010, pues esta fue elaborada solo 
para los servicios comunes de tecnologías de la información (Consejería de Fomento) de la 
Dirección General de Telecomunicaciones y Nuevas Tecnologías. Se ha informado de que, con 
posterioridad a dicho ejercicio, se elaboran las declaraciones de aplicabilidad para todos los 
trámites o procesos electrónicos novedosos que se dan de alta en el Registro de Actividades de 
Tratamiento de la JCCM, refiriéndose algunos de ellos a TAREA y GRECO. 

 A 31 de diciembre de 2017, la auditoría de la seguridad sobre los sistemas de información a 
la que se refiere el artículo 34 del RD, donde se verifique el cumplimiento de los requerimientos 
del ENS por parte de los citados sistemas, solo se había llevado a cabo sobre los servicios 
comunes y el Centro de Proceso de Datos de la Consejería de Fomento, quedando fuera del 
alcance la verificación completa de sistemas tales como TAREA y GRECO. No obstante, en 2018, 
la CAESTA acuerda iniciar la certificación de conformidad con el ENS de estos dos sistemas y se 
establece que las auditorías de certificación se realizarán internamente por el Servicio de 
Seguridad y Protección de Datos, al menos cada dos años.  

J) INTEROPERABILIDAD DE LA INFORMACIÓN 

El RD 4/2010, de 8 de enero, regula el Esquema Nacional de Interoperabilidad (ENI) en el ámbito 
de la Administración Electrónica, cuya finalidad es la creación de las condiciones necesarias para 
garantizar el adecuado nivel de interoperabilidad técnica, semántica y organizativa de los sistemas 
y aplicaciones empleados por las Administraciones públicas, que permita el ejercicio de derechos 
y el cumplimiento de deberes a través del acceso electrónico a los servicios públicos, a la vez que 
redunda en beneficio de la eficacia y la eficiencia. 

De las comprobaciones realizadas sobre su grado de aplicación en la CA, cabe deducir las 
siguientes cuestiones: 

 El artículo 8  del RD, dedicado a los servicios de las Administraciones públicas disponibles 
por medios electrónicos, indica la necesidad de publicar las condiciones para el consumo de los 
servicios puestos a disposición del resto de entidades por medios electrónicos, sin que en el portal 
de la CA constase tal publicidad. 

 

                                                
8
 El Sistema de Información Económico-Financiero TAREA (Tratamiento Automatizado de Recursos Económicos y 

Administrativos) registra todas las operaciones de naturaleza presupuestaria, económica, financiera y patrimonial que se 
produzcan en su ámbito; refleja los resultados del ejercicio de la actividad y facilita la información tanto agregada como 
de detalle para la toma de decisiones. 

9
 Sistema informático de gestión de los tributos cedidos. 
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 La aplicación informática “Sistema de Información y Atención Ciudadana” (SIACI) se 
constituye en el inventario de procedimientos y servicios de la JCCM. En relación con su 
actualización, exigida por el RD, aunque esta se produce diariamente, su publicación se realiza 
con carácter mensual. 

 De la documentación remitida por la CA no ha quedado debidamente acreditado que se 
publiquen las definiciones y las condiciones asociadas correspondientes a modelos de datos de 
los que la entidad es titular, que corresponden a materias sujetas a intercambio de información 
con los ciudadanos y otras Administraciones Públicas, así como a las infraestructuras, servicios y 
herramientas comunes que no sean de uso exclusivamente interno, tal como prevé el artículo 10 
del RD. 

 Al cierre del ejercicio fiscalizado no se había concluido la necesaria automatización e 
interoperabilidad de las infraestructuras de la JCCM en relación con los servicios del Directorio 
Común (DIR3) y el Sistema de Información Administrativa (SIA) de la Administración General del 
Estado. La función básica de este sistema (SIA) es la de actuar como catálogo de información 
sobre tramitación administrativa y dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 21.4 la Ley 
39/2015, de 1 de octubre del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas.  

 La puesta a disposición de los ciudadanos y otras entidades de aquellas aplicaciones y 
objetos de información cuya titularidad recae en la JCCM,  con el fin de perseguir su reutilización y 
aprovechamiento, tal como prevé el RD, se realiza solo bajo demanda. 

 El código de las aplicaciones licenciadas por la CA no se había publicado, por lo que no se 
facilita su libre utilización en los términos previstos en el RD. 

 Durante el ejercicio fiscalizado, la CA no contaba con un documento expresamente 
aprobado (y publicado), tal como exige el artículo 18 del RD citado, donde figurase su política de 
firma electrónica y de certificados. Con posterioridad, la Orden 111/2018, de 20 de junio, de la 
Consejería de Hacienda y Administraciones Públicas, por la que se regula la obtención y 
utilización de la firma electrónica, basada en el certificado de empleada y empleado público, del 
personal al servicio de la Administración de la JCCM, da cumplimiento parcial al mandato de este 
artículo. 

 No ha sido hasta el 15 de diciembre de 2017 cuando se ha publicado la política de gestión 
de documentos electrónicos de la CA, mediante el Decreto 89/2017, de 12 de diciembre. 

 La CA había dado solo cumplimiento parcial a lo dispuesto en el artículo 21 del RD, pues no 
contaba con un repositorio electrónico complementario y equivalente en su función a los archivos 
convencionales que contemplase la aplicación de normas de conservación a los documentos 
depositados en él y su transferencia a otros repositorios. 

 Durante el ejercicio fiscalizado, la CA no había establecido formalmente mecanismos de 
control para verificar el cumplimiento del ENI, pese a la previsión contenida en el artículo 27 del 
RD. 

 Al cierre del ejercicio fiscalizado, la CA no había publicado, en su sede electrónica, ni la 
declaración de conformidad con el ENI ni otros distintivos de interoperabilidad. 

Por otra parte, la CA aprobó, en el ejercicio 2015, el Plan Estratégico de Administración 
Electrónica: CLM "Administración más digital, más abierta y más fácil", con un horizonte temporal 
hasta 2018. En el mismo se preveían actuaciones de simplificación y racionalización de los 
procedimientos, planes y trámites administrativos censados en el SIACI (más de 1.900). En el 
informe anual correspondiente a 2017, realizado en abril de 2018, de evaluación de las acciones 
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a corto plazo. Desde un punto de vista formal, ambos expedientes se encuentran incompletos, al 
no indicarse la incidencia en los proyectos de gasto10, incumpliéndose la regla 7 de la Orden de 29 
de enero de 2007, por la que se aprueba la instrucción de operatoria contable a seguir en la 
ejecución del presupuesto de gastos de la JCCM. 

En la regulación de los créditos ampliables que realiza el artículo 52 del TRLH no se incluye una 
disposición similar a la contenida en el artículo 54 de la LGP, donde se prevé que las ampliaciones 
de crédito que afecten a operaciones del presupuesto del Estado se financiarán con cargo al 
Fondo de Contingencia o con baja en otros créditos del presupuesto no financiero. El citado 
artículo del TRLH no prevé la necesidad de que estas modificaciones presupuestarias cuenten 
con financiación. No obstante, en 2017 todas las ampliaciones de crédito llevaban asociadas una 
fuente de financiación. 

Las transferencias de crédito (modificaciones que no afectan al importe total del presupuesto ya 
que suponen una redistribución de los créditos) realizadas ascendieron a 336.475 miles de euros 
(frente a los 468.551 miles de 2016). El total neto de modificaciones tramitadas en 2017 que 
tuvieron como destino los artículos 42 y 72 del presupuesto de gastos ascendieron a 12.177 miles 
de euros (un 69 % más que en el ejercicio anterior). El artículo 11 de la LP para 2017 y  el 4 de la 
orden 29 de abril de 2016 establecían los requisitos que debían cumplir los expedientes de 
modificaciones de crédito en las diferentes secciones de los Presupuestos Generales de la JCCM, 
que afectasen a las transferencias o aportaciones de cualquier naturaleza a favor de las 
empresas, fundaciones y demás entidades integradas en el sector público regional. De los 
expedientes analizados se deduce que: 

 El 72 % de los expedientes de transferencia de crédito no incluyen de manera completa el 
contenido mínimo de la memoria económica señalado en el artículo 4 de la Orden de 29  de abril  
de 2016, de la Consejería de Hacienda y Administraciones Públicas, sobre normas de ejecución 
de los Presupuestos Generales de la JCCM para 2016, y que se concreta en tres puntos: 
repercusiones de las modificaciones en el presupuesto de explotación o de capital de los entes 
receptores, indicación expresa del porcentaje en que se incremente o disminuya dicho 
presupuesto como consecuencia de la modificación y repercusiones en el programa de 
actuaciones, inversión y financiación.  

 El expediente MODIF/2017/1100001452 registra una transferencia de crédito desde la 
aplicación 0701/G633B/50100 (Fondo de Contingencia de ejecución presupuestaria) a la 
aplicación 1107/G126C/42310 (Transferencias Fundación Promoción CLM). Esta modificación 
supone el incumplimiento del artículo 26.1 de la LP para 2017, según el cual “todas las 
aportaciones que realicen la Administración de la JCCM y sus OOAA a entidades, empresas, 
fundaciones y consorcios del sector público regional figurarán nominativamente en los estados de 
gastos de los presupuestos generales”. El importe del crédito solicitado (143 miles de euros) tiene 
por finalidad cubrir necesidades presupuestarias sobrevenidas por diversos gastos e incluso 
deudas de ejercicios anteriores en el marco del proceso de liquidación de la Fundación para la 
Promoción de CLM. 

 En la normativa de CLM no existe una disposición equivalente a la del artículo 52.1.a) de la 
LGP, donde se establece, entre otras restricciones, para las transferencias de crédito, que no 
podrán realizarse desde créditos para operaciones financieras al resto de los créditos, ni desde 
créditos para operaciones de capital a créditos para operaciones corrientes. Así, en algunos 
expedientes se encuentran transferencias desde los capítulos VI y VII (operaciones de capital) a 
los capítulos II y IV (operaciones corrientes)11. 

                                                
10

 La CA señala en las alegaciones que esta ausencia se debe a que las partidas del presupuesto de gastos afectadas 
no figuran vinculadas a proyectos de gasto, sin que ello conste expresamente en los referidos expedientes. 

11
 Entre otros: 1800024410, 1800032004, 1900026858, 2100011032. 
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Las obligaciones reconocidas en 2017 fueron un 6 % superiores a las del ejercicio anterior. El 
aumento más significativo de las obligaciones reconocidas se produce en los capítulos 9 y 6, no 
habiéndose producido disminuciones en ningún capítulo.  

La sección que experimenta un mayor incremento de las obligaciones reconocidas respecto del 
ejercicio anterior es Empleo y Economía (22 %), mientras que el descenso más significativo se 
produce en la Presidencia de la Junta (6 %). La secciones Sanidad (2.682.890 miles de euros) y 
Deuda Pública (1.748.435 miles) son las que presentan los mayores importes de obligaciones 
reconocidas, al igual que en el ejercicio anterior, seguidas de Educación, Cultura y Deportes 
(1.599.018 miles de euros). 

El grado de ejecución del presupuesto ha sido del 92 %. La menor ejecución corresponde a la 
sección Empleo y Economía (56 %). 

El porcentaje de obligaciones reconocidas que ha dado lugar a pagos en 2017 se sitúa en el 99 %, 
siendo el capítulo 6 (inversiones reales) el que alcanza un menor grado de cumplimiento (82 %). 
La sección que presenta un menor grado de cumplimiento (81 %) es Fomento.  

Durante 2017 se reconocieron obligaciones en el presupuesto del citado ejercicio en una cuantía 
de 22.847 miles de euros por gastos derivados de adquisiciones, obras, servicios y demás 
prestaciones que se realizaron en años anteriores, incumpliéndose el principio de temporalidad 
recogido en el artículo 49 del TRLH, si bien el artículo 36 permite la imputación al ejercicio de 
compromisos de gasto debidamente adquiridos en ejercicios anteriores, supuesto bajo el cual se 
produjo la imputación de 12.806 miles de euros. También se reconocieron gastos de ejercicios 
anteriores en una cuantía de 690 miles de euros, si bien estos no contaban con crédito 
disponible  en el ejercicio de procedencia. En aplicación del artículo 8 de la Orden de 29 de abril 
de 2016, sobre normas de ejecución de los Presupuestos Generales de la JCCM para 201613, se 
solicitó autorización del Consejo de Gobierno para tal imputación, si bien este supuesto, al no 
tratarse de un compromiso debidamente adquirido, no se encuentra entre las excepciones 
habilitadas por el artículo 36. Finalmente, otros 9.351  miles de euros se habrían imputado al 
presupuesto de 2017 sin que se conozca el procedimiento utilizado para ello y su debido amparo 
en las excepciones del artículo mencionado.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                
13

 En el ejercicio 2017, con motivo de la tardía aprobación de la LP para 2017 no se dictó la correspondiente orden de 
ejecución de los mismos procediendo a aplicarse la de 2016. 
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promulgó la ley autonómica 3/2016, de 5 de mayo, de Medidas Administrativas y Tributarias de 
CLM. 

El sistema de financiación, que toma como año base el 2007, se basa fundamentalmente en los 
tributos cedidos, total o parcialmente, por el Estado (que constituyen la denominada “capacidad 
tributaria“), el Fondo de Garantía de Servicios Públicos Fundamentales y el Fondo de Suficiencia 
Global, este último mecanismo de cierre, cubriendo la diferencia entre las necesidades globales 
de financiación de cada Comunidad y la suma de su capacidad tributaria y la transferencia del 
Fondo de Garantía. 

Por otra parte, para aproximar a las CCAA en términos de financiación por habitante y de 
favorecer la igualdad y equilibrio económico territorial, la Ley 22/2009 creó los fondos de 
convergencia autonómicos, dotados con recursos adicionales del Estado (Fondo de 
Competitividad y Fondo de Cooperación). 

Para la materialización de las transferencias de estos recursos por la Administración estatal a las 
Administraciones autonómicas, el sistema se basa en la instrumentación de entregas a cuenta de 
los recursos tributarios, de acuerdo con las cuantías estimadas, según los datos disponibles en el 
momento de elaborar los Presupuestos Generales del Estado (PGE), estableciendo que, para 
cada ejercicio económico, se formalizará una liquidación anual definitiva en un solo acto por la 
totalidad de los recursos del sistema, una vez conocidos los datos anuales reales. 

En 2017 se incrementaron los recursos obtenidos por la CA en un 6 %  en relación al ejercicio 
anterior (477.061 miles de euros más que en 2016), manteniéndose como principal recurso el 
procedente del sistema de financiación de las CCAA de régimen común y Ciudades con EA que 
establece la Ley 22/2009 (62 % del total de los derechos reconocidos) a través de los diferentes 
impuestos que lo conforman.  

Las liquidaciones definitivas de los ejercicios 2008 y 2009 (efectuadas en los ejercicios 2010 y 
2011), resultaron ambas negativas para la CA, estando su cancelación prevista mediante el 
procedimiento recogido en la DA cuarta de la Ley 22/2009. Esta Disposición preveía la práctica 
por parte de las CA de las devoluciones resultantes de las liquidaciones negativas mediante 
retenciones practicadas por el Estado sobre las entregas a cuenta o liquidaciones, por un importe 
tal que permitiera cancelar la deuda en un máximo de hasta 60 mensualidades, a partir del 1 de 
enero de 2011 y de 2012, respectivamente. La DA trigésima sexta de la Ley 2/2012, de 29 de 
junio, de PGE para el año 2012, estableció un mecanismo financiero extrapresupuestario con el 
objetivo de extender los plazos de devolución fijados hasta 120 mensualidades, plazo que fue 
ampliado (nuevamente) a 204 meses, a partir del 1 de enero de 2015, en virtud de la Disposición 
final (DF) primera del Real Decreto-Ley (RD-L) 12/2014, de 12 de septiembre. A 31 de diciembre 
de 2017 el importe de la deuda acumulada por la CA como consecuencia de los anticipos del 
citado mecanismo financiero extrapresupuestario ascendía a 718.177 miles de euros.  

La liquidación definitiva de los recursos del Sistema de Financiación y Fondos de Convergencia 
Autonómica del ejercicio 2017, publicada por el MINHAFP14 en julio de 2019, ofrece un resultado 
positivo para CLM de 130.954 miles de euros. 

Finalmente, cabe señalar que la Conferencia de Presidentes Autonómicos, celebrada el 17 de 
enero de 2017, acordó la creación de una comisión de expertos con objeto de realizar los análisis 
necesarios para la formulación posterior de un nuevo modelo de financiación autonómica 
fundamentado en los principios de solidaridad, suficiencia, equidad, transparencia, 
corresponsabilidad fiscal y garantía de acceso de los ciudadanos a los servicios públicos en 

                                                
14

 Tras el RD 415/2016, de 3 de noviembre, por el que se reestructuran los departamentos ministeriales, MINHAFP. 
Posteriormente renombrado Ministerio de Hacienda por el RD 355/2018, de 6 de junio, por el que se reestructuran los 
departamentos ministeriales. 
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función del coste efectivo de los mismos. El 10 de febrero de 2017, el Consejo de Ministros adoptó 
el acuerdo de constitución de dicha comisión. Las conclusiones y propuestas de dicha comisión se 
recogieron en un informe distribuido en el Consejo de Política Fiscal y Financiera y elevado al 
Consejo de Ministros. 

E)  RESULTADO PRESUPUESTARIO DEL EJERCICIO 

El resultado presupuestario (capítulos 1 a 8) reflejó un saldo negativo de 259.736 miles de euros, 
tal como se recoge en el anexo II.1-6. Este, al igual que en el ejercicio anterior, tiene su origen en 
el resultado negativo de las operaciones no financieras (259.933 miles de euros), mientras que las 
operaciones con activos financieros arrojan un superávit de 197 miles. La variación neta de 
pasivos financieros fue de 319.599 miles de euros, de lo que resultó un saldo presupuestario 
positivo de 59.863 miles. Con los ajustes por créditos financiados con remanente de tesorería y 
las desviaciones de financiación positivas se obtuvo un superávit de financiación del ejercicio de 
23.382 miles de euros.  

El empeoramiento del resultado, frente al superávit de 62.294 miles de euros de 2016 es debido a 
una disminución de la financiación ajena, la cual ha sido un 1,63 % más baja que en el ejercicio 
anterior (30.923 miles menos), a pesar de lo cual representa un 22 % del total de los derechos 
reconocidos. 

La correcta imputación temporal de los gastos señalados en los subepígrafes II.4.2.C y II.4.3.E, 
(en este último en la parte correspondiente al gasto registrado en el ejercicio en la cuenta 409)  
hubiera afectado al resultado presupuestario.  

II.4.3. Situación patrimonial. Balance Administración General 

En el anexo II.2-0.1 se reflejan las magnitudes del balance, de acuerdo con los datos de la Cuenta 
General. 

El activo ascendía a 2.059.351 miles de euros, los fondos propios eran negativos por 13.564.352 
miles y el pasivo exigible totalizaba 15.623.703 miles, con una división de deudas a largo y a corto 
plazo de 12.845.084 miles de euros y 2.778.619 miles, respectivamente. En el pasivo del balance 
figura como apartado B) la rúbrica “Ingresos a distribuir en varios ejercicios”  no contemplada en el 
PGCP, si bien su importe era testimonial. 

A) INMOVILIZADO 

Del análisis de los registros contables correspondientes al inmovilizado se deducen las siguientes 
observaciones: 

 Como se señaló en el apartado de control interno, numerosos valores contables no son 
reflejo de los importes por los que aparecen en el inventario. Esta ausencia de relación entre los 
valores ofrecidos por los dos sistemas en cuestión se centra en todos aquellos bienes y derechos 
que no son inmuebles afectos al dominio público o elementos de transporte. En concreto, la 
diferencia entre el precio de adquisición de las instalaciones técnicas, la maquinaria, el utillaje, el 
mobiliario y los equipos para procesos de información recogido en la contabilidad y su reflejo en el 
inventario ascendía, al cierre del ejercicio fiscalizado, a 456.470 miles de euros. 

 Toda adquisición de bienes imputada en los correspondientes subconceptos del capítulo 6 
del presupuesto de gastos se registra como incremento del inmovilizado material, con 
independencia del valor unitario de los elementos, cuando, en coherencia con el procedimiento 
establecido en el inventario, las adquisiciones de aquellos cuyo valor unitario sea inferior a 600 
euros deberían registrarse como gasto.  
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 Fruto de la falta de conexión entre los sistemas, no se registran contablemente las bajas de 
bienes muebles (salvo elementos de transporte) producidas en el inventario. Tampoco se dispone 
de información sobre su posible deterioro.  

 Al no registrarse de forma individualizada el alta contable de determinados elementos, las 
amortizaciones se realizan mediante estimaciones que suponen incurrir en el riesgo de continuar 
amortizando elementos completamente amortizados o dados de baja en el inventario.  

 En cuanto a las “Inversiones gestionadas para otros entes”, no existe dentro del sistema de 
información TAREA, un subsistema de seguimiento. En su lugar, la IGCA solicita de las 
consejerías la cumplimentación de anexos informativos sobre las inversiones que estaban en 
ejecución, se han ejecutado y se han entregado. En las consejerías tampoco existen sistemas 
normalizados de seguimiento, por lo que existe el riesgo de que los anexos no contengan 
información actualizada de todas las inversiones correspondientes. 

En relación con el inmovilizado financiero, durante el ejercicio no se realizaron inversiones, siendo 
el importe de las mismas de 121.835 miles de euros a 31 de diciembre de 2017.  

En el ejercicio 2017 se mantenía contabilizada la participación en el capital de la sociedad New-
Techno por importe de 361 miles de euros, totalmente provisionada, que se encontraba sin 
actividad y con cancelación provisional en el Registro Mercantil, sin que los servicios de 
patrimonio de la CA hayan concluido sobre su posible baja. 

B) DEUDORES 

En el anexo II.2-1 se refleja la evolución de los deudores presupuestarios de 2017, tanto del 
ejercicio corriente como de ejercicios cerrados. 

A 31 de diciembre de 2017, los deudores presupuestarios totalizaban 280.319 miles de euros, de 
los que 182.651 miles correspondían a deudores procedentes de ejercicios anteriores. Los del 
ejercicio corriente (97.668 miles de euros) representaban el 1 % del total de derechos reconocidos 
en dicho año (2 % en 2016). 

Las disminuciones en el saldo inicial de 2017 de los derechos reconocidos en el ejercicio 2016 y 
anteriores, ascendieron a 48.499 miles de euros, importe que forma parte del epígrafe gastos y 
pérdidas de otros ejercicios de la cuenta del resultado económico-patrimonial. Entre ellas, 
destacan las siguientes: 

 Anulaciones de liquidaciones por 25.633 miles de euros, de los que el 86 % corresponden a 
los capítulos 1 y 2, concretándose el 23 % en anulaciones del Impuesto de Sucesiones y un 48 % 
en el de Transmisiones patrimoniales Onerosas y Actos Jurídicos Documentados. Estas 
anulaciones derivan de la elevada litigiosidad en estos impuestos, debida a la determinación del 
“valor real” de los bienes como base imponible. Esta elevada conflictividad en vía 
económico-administrativa, contencioso-administrativa o en procedimiento de tasación pericial 
contradictoria, trae consigo que gran parte de las anulaciones de derechos de presupuestos 
cerrados que se producen, vengan motivadas por la anulación o rectificación del valor de los 
bienes que ha servido de base a las liquidaciones complementarias practicadas por la 
Administración. 

 Rectificaciones por importe de 2.105 miles de euros, produciéndose el 51 % en el capítulo 1, 
principalmente en el Impuesto de Sucesiones y Donaciones.  

 Bajas por insolvencias y otras causas que suponen un importe de 20.761 miles de euros, en 
donde destacan 2.540 miles derivados de los 397 expedientes de prescripción (tramitados durante 
el ejercicio 2017) del derecho de la Administración para exigir el pago de deudas y 18.221 miles 
de euros con motivo de insolvencias declaradas en el procedimiento de recaudación en vía 
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origen en ejercicios anteriores a 2017 por importe de 2.265 miles de euros no estaban recogidos 
en la cuenta de acreedores pendientes de aplicar a presupuestos a 1 de enero de dicho año.  

Por otro lado, en el estado de deuda incluido en la Cuenta General del ejercicio 2017 no se recoge 
como endeudamiento un total de 87.291 miles de euros correspondientes a diversos préstamos 
concedidos por varios Ministerios a la JCCM, al no formar parte del concepto de endeudamiento 
elaborado según el Protocolo de Déficit Excesivo (PDE). 

II.4.4. Resultado económico-patrimonial Administración General 

La Administración General de la JCCM presenta un desahorro para 2017 de 285.050 miles de 
euros. En 2016, el desahorro ascendió hasta los 605.366 miles. Dentro de los gastos destaca el 
importe de las transferencias y subvenciones (4.477.822 miles de euros). 

II.4.5. Memoria Administración General 

A) ASPECTOS GENERALES 

De acuerdo con el PGCP la memoria debe contener un estado operativo, donde se muestre la 
comparación entre los gastos e ingresos presupuestarios, entendidos estos como obligaciones y 
derechos reconocidos durante el ejercicio, tomados ambos por sus importes netos. En este 
apartado se incluyen exclusivamente dos tablas, una en la que se reflejan las obligaciones 
reconocidas (gastos) a nivel de grupo de función, y otra en la que se muestran los derechos 
reconocidos (ingresos) a nivel de capítulo (según clasificación económica), sin realizarse ningún 
análisis comparativo adicional, pese a que lo que se pretende con la memoria es ampliar la 
información ya incluida en los otros estados financieros.  

B) ESTADO DEL REMANENTE DE TESORERÍA 

El anexo II.2-8 recoge el estado del remanente de tesorería según figura en la memoria rendida. 
El remanente, al cierre del ejercicio 2017, presentaba signo negativo, con una cuantía de 536.932 
miles de euros, frente a los 547.467 miles, también negativos, de 2016. El remanente afectado 
ascendió a 195.211 miles de euros. 

El signo negativo del remanente de tesorería no afectado (732.143 miles de euros) implica que los 
recursos líquidos y los derechos de cobro liquidables a corto plazo no son suficientes para hacer 
frente a las deudas a corto plazo.  

La incorrecta imputación temporal de las obligaciones mencionada en el subepígrafe II.4.2.C 
variaría el importe de esta magnitud, aunque ello no presenta especial relevancia dado el saldo de 
dicho remanente.  









42  Tribunal de Cuentas 

demás prestaciones o gastos en general que se realicen en el año natural del propio ejercicio 
presupuestario. El saldo de esta cuenta, a 31 de diciembre de 2017, asciende a 102.819 miles de 
euros, de los cuales 1.306 miles correspondían a gastos de ejercicios anteriores al fiscalizado, 
siendo el resto (101.513 miles de euros) relativos a gastos generados en el propio ejercicio 2017 y 
que, por tanto, no van a imputarse al presupuesto del ejercicio en que se realicen.  

En el SESCAM, durante 2017 se reconocieron obligaciones en el presupuesto del organismo del 
citado ejercicio en una cuantía de 62.538  miles de euros  por gastos derivados de adquisiciones, 
obras, servicios y demás prestaciones que se realizaron en años anteriores, incumpliéndose el 
principio de temporalidad recogido en el artículo 49 del TRLH, si bien su artículo 36 establece 
excepciones a esta regla. En este sentido, la imputación al ejercicio de 15.466 miles de euros 
deriva de compromisos de gasto debidamente adquiridos en ejercicios anteriores, supuesto 
previsto en dicho artículo. Por otro lado, 7.415 miles no contaban con crédito disponible  en el 
ejercicio de procedencia, por lo que la CA, en aplicación del artículo 8 de la Orden de 29 de abril 
de 2016, sobre normas de ejecución de los Presupuestos Generales de la JCCM para 2016, los 
imputó previa autorización del Consejo de Gobierno, si bien este supuesto no se encontraba entre 
las excepciones habilitadas por el artículo 36. Finalmente, otros 47.072   miles de euros se habrían 
imputado al presupuesto de 2017 sin que se conozca el procedimiento utilizado para ello y su 

debido amparo en las excepciones del artículo mencionado. 

Adicionalmente, en los informes de control financiero emitidos sobre las gerencias de atención 
integrada en el marco del Plan de Control Financiero del SESCAM para 2017, aprobado por la 
Resolución de 28 de febrero de 2017 de la IGCA, se ponen de manifiesto diferentes 
incumplimientos del procedimiento de imputación de gastos de ejercicios anteriores al 2017, al 
haberse cargado directamente al ejercicio corriente obligaciones que debieron de ser exigibles en 
el ejercicio 2016, sin la autorización previa, o con la autorización de la Dirección de la Gerencia del 
SESCAM cuando la preceptiva era la del Consejo de Gobierno. También se ponen de manifiesto 
incumplimientos por parte de algunos proveedores, de la Ley 25/2013 y del RD 1619/2012, de 
30 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento por el que se regulan las obligaciones de 
facturación, al no expedir las facturas cuando se realiza la operación ni cumplir con la obligación 
de presentarla en el registro administrativo en el plazo de 30 días desde la entrega efectiva de la 
mercancía o la prestación del servicio.  

De lo anterior se deduce que el resultado presupuestario del ejercicio y el remanente de tesorería, 
de haberse producido una correcta imputación temporal de las obligaciones, habrían disminuido 
en 37.668 miles de euros.  

El análisis del SESCAM se completa en el epígrafe II.7.7. 

II.4.7. Ente Público IPEX 

El IPEX forma parte del sector público administrativo de la CA. En los anexos I.1-1, I.1-2, I.1-3, 
I.1-4 y I.1-5 se incluye el resumen de su ejecución presupuestaria y del balance y cuenta del 
resultado económico-patrimonial. 

Su presupuesto asciende a 3.790 miles de euros, siendo el grado de ejecución del presupuesto de 
gastos de un 78 % y un 82 % el de ingresos. En cuanto a cobros y pagos del ejercicio, los 
derechos han alcanzado un grado de cumplimiento del 68 %, frente al 100 % de las obligaciones. 

Casi el 100 % de los derechos reconocidos por el IPEX, en 2017, corresponde a transferencias 
corrientes de la Junta, por un total de 3.121 miles de euros. 

La situación económica y financiero-patrimonial del IPEX presentaba, al cierre del ejercicio 2017, 
las magnitudes agregadas que se recogen a continuación: 
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GICAMAN 

GICAMAN contabiliza como arrendamiento operativo las operaciones de renting de dos vehículos. 
No obstante, de conformidad con la norma 8ª de registro y valoración del PGC se asimilan (y 
deben contabilizarse como tales) a las operaciones de arrendamiento financiero, salvo prueba en 
contrario, aquellos casos en los que, al comienzo del arrendamiento, el valor actual de los pagos 
mínimos acordados por el arrendamiento suponga la práctica totalidad del valor razonable del 
activo arrendado, hecho que se produce con los citados vehículos. En las cuentas anuales no se 
da información sobre la posible excepción apuntada por el PGC17. 

A 31 de diciembre de 2017, existían demandas interpuestas contra la sociedad por importe de 
3.599 miles de euros que no estaban provisionadas de acuerdo con la opinión de los asesores 
legales, los cuales consideran que el riesgo de que se deriven responsabilidades en contra de la 
sociedad no es probable, sin indicar en la memoria ni los hechos constitutivos de los litigios ni el 
nivel de riesgo de cada uno de ellos.  

En abril de 2019, la sociedad tenía 1.757 viviendas de protección oficial y protección pública bajo 
la modalidad de arrendamiento con opción de compra, junto con otras 313, en las que dicha 
opción no podía ejercerse hasta transcurridos 10 o 25 años. De conformidad con lo señalado en el 
Boletín Oficial del ICAC número 99 del año 2014, aquellos arrendamientos de inmuebles con 
opción de compra en los que no existieran dudas razonables de que se va a ejercitar dicha opción 
(lo cual cabría presumir en el supuesto de que el importe de aquella fuese equivalente al valor 
razonable del inmueble en la fecha de la firma del acuerdo de arrendamiento menos las 
mensualidades que el arrendatario abone hasta el ejercicio de la opción), deben contabilizarse 
como financieros y no como operativos. El hecho de que el contrato no obligue al inquilino a 
ejercer de forma obligatoria dicha opción, no supone motivo suficiente como para tratar este 
arrendamiento como operativo, debiéndose atender al fondo económico de la operación, tal como 
prevé el PGC.  

Se recogen en el epígrafe “deudores comerciales y otras cuentas a cobrar” del balance 6.148 
miles de euros (4.684 miles en 2016) correspondientes al importe pendiente de cobro de 
arrendamientos de viviendas, existiendo un deterioro contabilizado del saldo total a cierre del 
ejercicio. Pese a que a 31 de diciembre de 2017 se había producido el cobro de rentas atrasadas 
por importe de 243 miles de euros, no se procedió a la reversión del deterioro por el importe de 
dichas cantidades. 

GICAMAN contabiliza dentro del epígrafe “productos terminados” de las existencias comerciales, 
promociones de viviendas que, si bien estaban destinadas inicialmente a la venta, se encontraban 
explotadas realmente bajo la fórmula del alquiler, de lo que derivaría su inclusión dentro de las 
inversiones inmobiliarias.  

En el ejercicio fiscalizado, GICAMAN no disponía de un plan sistemático de conservación de las 
viviendas de su propiedad, lo que permitiría un mantenimiento programado, realizando 
únicamente este tipo de trabajos tras las inspecciones puntuales de su unidad técnica. Este tipo 
de plan, en caso de llevarse a cabo, debería ser tratado contablemente tal como indica la regla 
segunda de la Resolución de 1 de marzo de 2013 del ICAC, por la que se dictan normas de 
registro y valoración del inmovilizado material y de las inversiones inmobiliarias. 

La deuda acumulada con GICAMAN, a 31 de diciembre de 2017, por parte de las juntas 
administradoras ascendía a 239 miles de euros (176 miles en 2016). Estos importes, que figuran 
en el activo de la empresa, derivan de la falta de pago, por parte de los inquilinos de las viviendas 

                                                
17

 La norma de registro y valoración 8ª del PGC prevé supuestos en que un arrendamiento ha de considerarse 
financiero aunque no incluya la opción de compra, y ello salvo prueba en contra, la cual no aparece especificada en las 
cuentas anuales de 2017 de GICAMAN. No obstante, la sociedad indica que ha corregido esta deficiencia, incluyendo la 
debida información en sus cuentas de 2018, lo que será analizado en la fiscalización correspondiente. 
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de la empresa, de los gastos comunes asociados a las mismas y que acaba atendiendo la misma. 
Las juntas administradoras, constituidas para la gestión común de los inmuebles con viviendas en 
alquiler, han ido adquiriendo estas deudas con GICAMAN, sin que sea previsible su resarcimiento, 
pese a lo cual no han sido objeto de deterioro18.  

Como consecuencia de créditos concedidos a varios Ayuntamientos por un importe total dispuesto 
de 14.549 miles de euros, seguían pendientes de devolución 13.452 miles al cierre de 2017, pese 
a que en los convenios formalizados (entre 2008 y 2011) se fijaba un período generalmente de 18 
meses para disponer del préstamo, momento a partir del cual se iniciaría la devolución. La 
sociedad no ha procedido al deterioro de los mismos en las cuentas del ejercicio fiscalizado (y 
anteriores), basándose en que la JCCM garantizaba la recuperabilidad de los créditos concedidos, 
en documento de 22 de mayo de 2012, firmado por la Consejería de Fomento. No obstante, las 
correcciones valorativas necesarias como consecuencia del deterioro del valor de los créditos 
ocasionado por el retraso en los flujos de efectivo estimados futuros deberían haberse efectuado a 
lo largo de los años transcurridos, según establece el PGC19. Adicionalmente, a 31 de diciembre 
de 2017, la JCCM no había aportado cantidad alguna en base al citado compromiso. 

Finalmente, en el pasivo del balance se recogen deudas a corto plazo con entidades de crédito 
(28.337 miles de euros) las cuales se encuentran garantizadas con existencias comerciales, si 
bien dicha clasificación no se corresponde con los vencimientos a corto plazo de tales pasivos 
financieros, que ascenderían a 4.313 miles de euros, siendo el resto no corriente. Según la norma 
sexta de elaboración de las cuentas anuales del PGC, los pasivos se pueden clasificar como 
corrientes cuando se espere liquidarlos en el ciclo normal de la explotación de la sociedad, 
circunstancia que no concurre en este caso.  

Grupo Instituto de Finanzas de CLM 

En las inversiones financieras a largo plazo del Instituto de Finanzas se encuentra registrado un 
préstamo otorgado a GICAMAN por 22.000 miles de euros, cuyo vencimiento, previsto en 2012, 
no fue atendido y respecto al cual no se espera su recuperabilidad en el corto plazo. En las 
inversiones a corto plazo figura otro crédito por importe de 999 miles de euros otorgado a la 
extinta Empresa Regional del Suelo y Vivienda (absorbida en 2012 por GICAMAN), resultante de 
la liquidación en el ejercicio 2009 del convenio con la Consejería de Ordenación del Territorio y 
Vivienda y el Ayuntamiento de Albacete. Pese a sus fechas de vencimiento, el deterioro de estos 
créditos no ha sido recogido contablemente. 

Grupo Ente Público RTVCLM 

Las sociedades del Grupo obtuvieron pérdidas en 2017 por importe de 30.202 miles de euros 
(CMT) y 3.483 miles (RCM). Estas pérdidas contables se generan como consecuencia de la 
contabilización de las aportaciones de la Junta directamente en los fondos propios como 
aportaciones de socios, tomando como base lo dispuesto en la norma de registro y valoración 
18.2 del PGC. Con posterioridad, la Orden EHA/733/2010, de 25 de marzo, por la que se 
aprueban aspectos contables de empresas públicas que operan en determinadas circunstancias, 
vino a desarrollar el contenido de la citada norma 18 del PGC. Las sociedades se estarían 
acogiendo al tratamiento previsto para transferencias globales en el apartado 2 de la norma sexta.  

En relación con la contabilización de las transferencias recibidas como aportaciones de socios, 
debe señalarse que el apartado 1.b de la citada norma sexta exceptúa expresamente su 
aplicación en el caso de que la empresa receptora desarrolle una sola actividad específica que 
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 En documentación recibida con posterioridad al plazo para realizar alegaciones, se justifica que GICAMAN ha 
procedido a recoger este deterioro en las cuentas anuales de 2018. 

19
 En documentación recibida con posterioridad al plazo para realizar alegaciones, se justifica que GICAMAN ha 

procedido a recoger este deterioro en las cuentas anuales de 2018. 
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haya sido declarada de interés público o general mediante una norma jurídica, en cuyo caso 
recogerán estas aportaciones como subvenciones imputables al patrimonio neto. En este sentido, 
la Ley 3/2000, de 26 de mayo de Creación del Ente Público RTVCLM establece que “la prestación 
de los servicios públicos de radiodifusión y televisión será realizado por empresas públicas con 
forma de sociedades anónimas”. 

De la información que consta en la memoria de las sociedades no pueden deducirse los motivos 
que fundamentan el criterio aplicado. Tampoco existe un contrato programa con la JCCM donde 
se indicasen, en su caso, otras actividades al margen del servicio público anterior, encomendadas 
(y a financiar) a estas entidades. Además, cabe señalar que hasta el ejercicio 2015, las 
sociedades imputaban directamente a la cuenta de pérdidas y ganancias las citadas 
transferencias, por lo que se produjo un cambio de criterio. 

Al cierre del ejercicio 2017, en el activo no corriente de CMT y de RCM aparecían 16.537 miles de 
euros en la primera y 682 miles en la segunda, derivados de derechos a cobrar por devoluciones 
pendientes de IVA, de acuerdo con el criterio de las sociedades. Sin embargo, las actas fiscales 
derivadas de actuaciones de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, en relación con el 
citado impuesto en los ejercicios 2012 a 2014, denegaron el derecho a la devolución de tales 
cantidades, por lo que fueron recurridas ante el Tribunal Económico Central, el cual emitió 
resolución con fecha 22 de septiembre de 2017 de estimación parcial del recurso presentado por 
las sociedades del grupo, a la que, en marzo de 2018, sucedió una nueva impugnación, esta vez 
ante la Audiencia Nacional, que se encuentra pendiente de resolución. 

Según lo dispuesto en el Boletín Oficial del ICAC número 48 del año 2001, con carácter general, 
las contingencias fiscales, se deriven o no de un acta de inspección, deberán ocasionar en el 
ejercicio en que se prevean, la correspondiente dotación a la provisión para riesgos y gastos por el 
importe estimado de la deuda tributaria. No obstante lo anterior, las dos sociedades, a la vista de 
los estudios e informes recibidos, donde se estimaba una alta probabilidad de resolución del 
asunto a favor de sus intereses, mantienen su posición de no reconocer tal provisión. 

Los informes de auditoría de cuentas de las sociedades venían reflejando una opinión favorable 
sin salvedades, a pesar de la incertidumbre derivada de este hecho, y el efecto económico muy 
significativo que llevaría aparejada la confirmación de las actuaciones fiscales (denegación de la 
devolución) en el caso de CMT, que colocaría a esta sociedad en situación de disolución según lo 
dispuesto en el artículo 363 del TRLSC. El informe de auditoría sobre las cuentas del ejercicio 
2017 considera por primera vez esta cuestión dentro del apartado “aspectos relevantes de la 
auditoría”. 

Otras entidades 

El balance y la cuenta de pérdidas y ganancias de SODICAMAN no contenían, en las partidas en 
las que procede, la referencia cruzada al apartado de la memoria donde figuraba el detalle de la 
información.  

Al cierre del ejercicio 2017, en el activo no corriente de GEACAM aparecían créditos con las 
Administraciones públicas por importe de 1.730 miles de euros (1.873 miles en 2016). En 2014, la 
Agencia Tributaria inició actuaciones de comprobación e investigación del Impuesto de 
Sociedades y el Impuesto sobre el Valor Añadido. En relación con este último, el 20 de agosto de 
2014 GEACAM firmó un acta de disconformidad con la Agencia Estatal. El acuerdo de liquidación 
por importe de 9.425 miles de euros ha quedado suspendido lo que ha supuesto la presentación 
de un aval de la JCCM por el mencionado importe. El informe de auditoría de cuentas de la 
sociedad correspondiente al ejercicio 2017 refleja una opinión favorable sin salvedades, si bien 
menciona este hecho, a diferencia de los informes de los ejercicios anteriores, como un aspecto 
relevante de la auditoría. No obstante lo anterior, según lo dispuesto en el Boletín Oficial del ICAC 
número 48 del año 2001, con carácter general, las contingencias fiscales, se deriven o no de un 
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acta de inspección, deberán ocasionar en el ejercicio en que se prevean, la correspondiente 
dotación a la provisión para riesgos y gastos por el importe estimado de la deuda tributaria. 

F) ENDEUDAMIENTO SECTOR PÚBLICO EMPRESARIAL  

El saldo vivo del endeudamiento mantenido por GICAMAN, como única sociedad del sector 
público empresarial con deudas con entidades de crédito al cierre del ejercicio fiscalizado, 
alcanzaba los 53.941 miles de euros según sus cuentas (si bien la cifra asciende a 53.990 según 
datos de la JCCM). A nivel agregado, la reducción del endeudamiento empresarial alcanzó el 
10,1 %.  

II.5.2. Fundaciones autonómicas 

A) ANÁLISIS GENERAL 

El TRLH define, a sus efectos, a las fundaciones públicas autonómicas como aquellas en las que 
concurran algunas de las siguientes circunstancias: 

a)  Que se constituyan con una aportación mayoritaria, directa o indirecta, de la Administración 
de JCCM, sus OOAA o demás entidades integrantes del sector público regional. 

b)  Que su patrimonio fundacional, con un carácter de permanencia, esté formado en más de un 
cincuenta por ciento por bienes o derechos aportados o cedidos por la Administración de JCCM, 
sus OOAA o demás entidades integrantes del sector público regional. 

Tras la entrada en vigor, de la LRJSP, con efectos 2 octubre 2016, su artículo 128, precepto que 
no tiene carácter básico, añade, como supuesto para la consideración de una fundación como 
integrante del sector público estatal, el caso en que la mayoría de derechos de voto en su 
patronato corresponda a representantes del sector público institucional estatal. Este artículo vino a 
derogar lo dispuesto en el artículo 44 de la Ley 50/2002, de fundaciones, norma estatal pero de 
aplicación en la CA, dado que esta no cuenta con normativa propia en la materia. De todo ello se 
deduce la situación de divergencia que ha sobrevenido entre una legislación y otra. 

Además, la CA participa en fundaciones cuya dotación es mayoritariamente pública, si bien 
ninguna Administración aportó más del 50 % de la misma, siendo la participación de la CA mayor 
o igual a la del resto, o bien cuyo patronato está mayoritariamente nombrado por Administraciones 
Públicas, disponiendo la CA de un número mayor o igual al del resto de Administraciones 
individualmente consideradas.  

El Anexo I.0 recoge las entidades integrantes del sector público de CLM, encontrándose en la 
situación descrita en el párrafo anterior las fundaciones PSMRC, El Greco 2014, Centro de 
Innovación de Estructuras Inteligentes, Centro Tecnológico del Metal de CLM y Parque Científico y 
Tecnológico de CLM. 

Durante el ejercicio 2015 se inició una operación de reestructuración del sector público 
fundacional al aprobarse la fusión de la Fundación El Greco con la Real Fundación de Toledo (no 
perteneciente al sector público). El balance de fusión se presentó a 31 de octubre de 2015, 
produciéndose la consiguiente transmisión en bloque de todo el patrimonio de la primera a la 
segunda, que adquiere por sucesión universal los bienes, derechos y obligaciones de la 
absorbida. Con fecha 24 de mayo de 2016 se elevan a públicos los acuerdos de fusión. No 
obstante no es hasta el ejercicio 2017 cuando, con fecha 10 de enero, se adopta un acuerdo del 
Consejo de Gobierno de CLM autorizándose la tramitación del procedimiento para dicha fusión por 
absorción y el 13 de febrero cuando el Protectorado de Fundaciones de CLM muestra su 
conformidad con el acuerdo de fusión y establece la obligación para el patronato resultante de la 
fusión de comunicar al citado Protectorado la inscripción de aquella en el Registro Único de 
Fundaciones de competencia estatal. A 7 de enero de 2019, el procedimiento de fusión aún no se 
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de junio de 2017 escritura de acuerdos sobre cese y nombramiento de cargos y cancelación de 
los asientos registrales de la Fundación. 

La Fundación CLM Tierra de Viñedos, se encuentra incursa en una situación de persistente de 
desequilibrio financiero. En marzo de 2015 se dictó resolución de inicio de procedimiento de 
comprobación de actividad de la citada Fundación por parte del Protectorado de Fundaciones de 
CLM, al haber quedado sin efecto la función atribuida a la fundación tras la supresión del Fondo 
de Promoción Vitivinícola, mediante la Ley 6/2013, de 14 de noviembre, por la que se deroga 
parcialmente la Ley 8/2003, de 20 de marzo, de la Viña y el Vino de CLM, requiriéndose al 
patronato, que en el plazo de dos meses acordara la modificación de los estatutos establecida en 
el artículo 29 de la Ley 50/2002. Dicho requerimiento no fue atendido, así como tampoco consta 
que el Protectorado solicitara a la autoridad judicial que resolviera sobre la procedencia de la 
modificación de estatutos, existiendo únicamente un requerimiento de 27 de marzo de 2017 en el 
que se emplaza al patronato de la fundación para que en el plazo de veinte días diese cuenta 
formal de las medidas a adoptar o adoptadas para corregir la situación de desequilibrio. La 
fundación, por su parte, ha realizado el 31 de enero y el 6 de noviembre de 2017 dos consultas al 
Protectorado, en relación con su disolución y liquidación por una parte, y, por otra, con la 
posibilidad de modificar el fin fundacional. 

Según consta en el informe de gestión que acompaña a las cuentas anuales rendidas, la entidad 
habría presentado durante 2017 dos proyectos de viabilidad finalmente no adoptados por el 
Patronato. Adicionalmente, el Plan de Actuación para 2017 aprobado “no se llevó a cabo en su 
totalidad debido a circunstancias que han influido notablemente en la situación financiera de la 
Fundación” (la entidad  fue condenada por sentencia judicial de 12 de enero de 2017 al pago de 
531 miles de euros a una sociedad mercantil).  

Adicionalmente, el informe de la auditoría externa correspondiente al ejercicio 2017 presenta una 
incertidumbre sobre la capacidad de la fundación para continuar como empresa en 
funcionamiento, a la vista del importe dispuesto de la dotación y las pérdidas netas generadas de 
387 miles de euros.  

La Fundación PSMRC, cuyas cuentas han sido rendidas durante la fiscalización, tal y como se 
describe en el epígrafe II.2 de este Informe, se encuentra incursa, al igual que la anterior, en una 
situación de persistente desequilibrio financiero. La última actuación del Protectorado que consta 
es la Resolución de 20 de noviembre de 2014, por la que se acuerda la adopción de medidas de 
control de la actividad de la fundación, que en aquel momento se concretaban en la presentación 
semestral del balance de situación, la cuenta de explotación y la memoria que especificaban el 
grado de cumplimiento del Plan de Actuación del ejercicio 2015. 

Por su parte, la Fundación Centro Tecnológico del Metal de CLM, con una dotación fundacional de  
30 miles de euros, como consecuencia de los resultados negativos, tanto de 2017 como de 
ejercicios anteriores, presenta unos fondos propios prácticamente inexistentes (379 euros), no 
constando actuaciones del Protectorado en la línea de lo establecido en el artículo 22 del 
Reglamento de Fundaciones21. 

Adicionalmente, el informe de auditoría externa (que emite una opinión favorable sin salvedades), 
incluye un párrafo de énfasis en el que se pone de manifiesto una incertidumbre material sobre la 
continuidad de la Fundación (principio de empresa en funcionamiento), “si no se desarrollan y 
financian nuevos proyectos y sobre todo, respecto al Proyecto ICT-FEDER que es para el que la 
Fundación fue constituida”. Efectivamente, y a pesar de lo señalado por esta fundación en la 
memoria, durante 2017 la entidad no tuvo ni actividad ni personal, contando como único activo con 

                                                
21

 El artículo 22 del Reglamento de la Ley 50/2002, de fundaciones, señala que en los casos de reducción grave de los 
fondos propios, si ello pone en riesgo la consecución de los fines fundacionales, el protectorado puede requerir al 
patronato a fin de que adopte las medidas oportunas para corregir la situación. 





Comunidad Autónoma de Castilla La Mancha, 2017 55 

 

funcionamiento, al mantener la fundación deudas frente a la JCCM por importe de 1.471 miles de 
euros.  

La entidad, que realiza su actividad en instalaciones propiedad del Hospital Nacional de 
Parapléjicos, continúa sin registrar contablemente el valor razonable de la cesión de uso de las 
instalaciones en las que desarrolla su actividad.  

Fundación CLM Tierra de Viñedos 

Con un dotación fundacional inicial de un millón de euros, a 31 de diciembre de 2017 su 
patrimonio neto había quedado reducido a 545 miles de euros, situación financiera que se 
encuentra agravada por el hecho de no poder obtener recursos a través de subvenciones 
provenientes del Ministerio de Agricultura o de Fondos Europeos debido a su forma jurídica y 
composición actual, por los motivos que se han expuesto anteriormente, realizándose su actividad 
con tesorería acumulada en ejercicios anteriores. Ello cuestiona la aplicación del principio de 
entidad en funcionamiento. 

Fundación Centro Tecnológico del Metal 

Pese a presentar diferencias en las cifras relativas al ejercicio precedente (la variación del 
patrimonio neto de 2016 que figura en las cuentas del ejercicio 2017 difiere en 145 miles de euros 
de la de las cuentas de 2016), no consta ninguna explicación al respecto en la memoria.  

Los estados financieros rendidos no contienen, en las partidas en las que procede, la referencia al 
apartado de la memoria donde figura el detalle de la información. 

Fundación Centro de Innovación de Infraestructuras Inteligentes 

El gasto de personal incurrido en 2017 incluye, entre otros conceptos, otras cargas sociales por 
importe de 27 miles de euros, cantidad que se compone de las partidas de Mutua de Accidentes y 
ayuda de comidas para empleados (24 miles) y tickets guardería. Todas ellas forman parte del 
Plan de Retribuciones Flexible de la fundación, del que no se ha acreditado su aprobación. 

Fundación Sociosanitaria 

La fundación mantiene un crédito totalmente deteriorado por 354 miles de euros con el SESCAM, 
procedente de un convenio de colaboración formalizado en 2012, sin que haya constancia de que 
se haya iniciado ningún tipo de acción para el cobro del importe o para la cancelación o anulación 
del convenio. 

La fundación tiene cedidos en uso diferentes espacios que no se han valorado económicamente, 
por lo que el inmovilizado recogido en su balance se encuentra infravalorado. 

Fundación PSMRC 

En el informe de auditoría que acompaña a las cuentas reformuladas se deniega la opinión sobre 
las cuentas anuales abreviadas de esta fundación, debido a la cancelación de 
saldos acreedores (considerados por la entidad como no reclamados, prescritos o para los que no 
se tiene documentación soporte y de los que se espera que no supongan una salida de recursos 
de la entidad en un futuro), cuyo importe asciende a 199 miles de euros y sobre los que no se 
obtuvo documentación soporte suficiente. Se manifiesta también que las circunstancias descritas 
evidencian, “una falta de control interno sobre las cuentas de proveedores que nos impide obtener 
evidencia suficiente y adecuada sobre la razonabilidad de los saldos del epígrafe de Otros 
acreedores del balance adjunto”. 

De las comprobaciones realizadas sobre el contenido de la memoria integrante de las cuentas 
anuales se deduce que esta no contiene información suficiente sobre la corrección de errores y 



56  Tribunal de Cuentas 

cambios de criterio realizados sobre los resultados del ejercicio 2016 (y anteriores) y que afectan, 
principalmente, a aspectos tales como: 

 Regularización de saldos de acreedores (199 miles de euros). 

 Regularización de saldos deudores (88 miles de euros) 

 Cancelación de saldo deudor erróneo (13 miles de euros). 

Además, en el punto 16 de la memoria se recoge que, en la Sentencia de 12 de febrero de 2018, 
se condena a la Fundación a indemnizar a la antigua directora en 86 miles de euros (salarios, 
intereses, costas etc...) por despido improcedente, a lo que se acumulan 76 miles de euros por las 
cuotas, sanción, recargo e intereses determinados por la Inspección Provincial de Trabajo y 
Seguridad Social, por no figurar esta trabajadora de alta en el régimen correspondiente de la 
Seguridad Social.  

Finalmente, a 1 de abril de 2019, el plan de actuación correspondiente al ejercicio 2017 de 
PSMRC, no había sido presentado en el Protectorado incumpliendo lo establecido por el artículo 
26 de la Ley 50/2002. Los planes de las fundaciones Centro de Innovación de Infraestructuras 
Inteligentes y  Sociosanitaria se aprobaron y remitieron fuera de plazo. Además, no consta la 
remisión al Protectorado del plan de la Fundación Hospital Nacional de Parapléjicos para la 
Investigación y la Integración, que fue aprobado en plazo por el Patronato.  

E) ENDEUDAMIENTO SECTOR PÚBLICO FUNDACIONAL 

El saldo vivo del endeudamiento con entidades de crédito que presentaban las fundaciones 
públicas autonómicas a 31 de diciembre de 2017 ascendió a 596 miles de euros, correspondiente 
a un préstamo hipotecario de la Fundación Sociosanitaria de CLM. 

II.5.3. Consorcios públicos 

El artículo 4.1.d) del TRLH incluye expresamente a los consorcios participados mayoritariamente 
por la JCCM, a los que se refiere el artículo 6 de la misma norma, como entidades pertenecientes 
al sector público regional. Este último artículo prevé la posibilidad de participar en consorcios con 
otras Administraciones públicas y con entidades privadas para fines de interés público o utilidad 
social, debiendo regularse el régimen económico de aplicación en las bases de su constitución, en 
todo caso acordes con el citado TRLH cuando la participación de la Administración regional en su 
financiación fuese superior al 50 % o cuando, sin serlo, fuese mayoritaria. Las circunstancias 
descritas concurrían en los consorcios Parque Arqueológico de Carranque y Parque Arqueológico 
de Alarcos. 

Los Consejos de Administración de los dos consorcios aprobaron el 5 de febrero y el 9 de abril de 
2015 su disolución, con cesión global de activos y pasivos a la JCCM al asumir esta la gestión de 
los parques, en virtud de los Decretos 95/2012 y 96/2012, ambos de 12 de julio, lo que supuso de 
facto el cese de actividad de ambos. 

Las cuentas anuales de 2017 de ambos consorcios fueron rendidas fuera del plazo legalmente 
establecido, constando en ambos casos únicamente del balance (anexos I.2-1 y I.2-2), 
formulándose conforme al PGC y no conforme al PGCP, como estipulan sus estatutos.  

A 31 de diciembre de 2017, los saldos acreedores de los Consorcios del Parque Arqueológico de 
Carranque y del Parque Arqueológico de Alarcos ascendían, respectivamente, a 266 miles de 
euros y 146 miles.  

Finalmente, según consta en informe emitido por la Consejería de Cultura el 14 de enero de 2019, 
los citados procesos de disolución permanecían sin avance. Así mismo, en los informes de control 
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financiero de la IGCA, fechados en diciembre de 2018, se constataba la inactividad de ambos 
consorcios.  

II.6. ESTABILIDAD PRESUPUESTARIA Y SOSTENIBILIDAD FINANCIERA 

II.6.1. Marco normativo 

En el ejercicio fiscalizado, el marco normativo aplicable a la estabilidad presupuestaria y 
sostenibilidad financiera estaba configurado por la LOEPSF. Esta LO fue modificada en 2013, 
ampliando la definición del principio de sostenibilidad financiera al extenderlo al control de la 
deuda comercial. Se establece así la obligación de hacer público el periodo medio de pago a 
proveedores, para lo cual, en 2014, se aprobó el RD 635/201422, de 25 de julio, por el que se 
desarrolla la metodología de cálculo del periodo medio de pago a proveedores de las 
Administraciones Públicas y las condiciones y el procedimiento de retención de recursos de los 
regímenes de financiación, previstos en la LOEPSF. 

Posteriormente, la LO 6/2015, de 12 de junio, modificó la DA primera de la LOEPSF para 
adaptarla a la nueva configuración de los mecanismos adicionales de financiación de las CCAA, 
establecida por el RD-L 17/2014, de 26 de diciembre, de medidas de sostenibilidad financiera de 
las CCAA y entidades locales. 

Por su parte, la Ley 11/2012, de 21 de diciembre, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad 
Financiera de la JCCM, entró en vigor el 1 de enero de 2013. 

II.6.2. Cumplimiento de los objetivos 

A) ÁMBITO SUBJETIVO 

El Acuerdo del Consejo de Política Fiscal y Financiera de 10 de abril de 2003, en relación con el 
suministro de información de las CCAA al Ministerio de Hacienda y al propio Consejo, exige la 
debida información a efectos de clasificar las entidades autonómicas de acuerdo con las normas 
del Sistema Europeo de Cuentas y la existencia de un inventario de entidades integrantes de cada 
una de las CCAA. 

La Ley de CLM 11/2012 establece en su artículo 2 el ámbito de aplicación de la misma, 
enumeración que supuso, entre otras, la modificación del artículo 4 del TRLH que determina qué 
órganos y entidades componen el sector público de la CA. 

B) OBJETIVOS PARA EL EJERCICIO FISCALIZADO 

Por Acuerdo de Consejo de Ministros de 2 de diciembre de 2016 se fijaron los objetivos de 
estabilidad presupuestaria, de deuda pública para el conjunto de administraciones públicas y de 
cada uno de sus subsectores para el período 2017-2019 y el techo de gasto del Estado para 2017, 
aprobándose el 23 de diciembre del mismo año los citados objetivos individualizados para cada 
una de las CCAA. Los objetivos para CLM fueron un déficit del 0,6 % del Producto Interior Bruto 
(PIB), y un endeudamiento del 36,1 %, una vez incorporada la deuda no computable por tratarse 
de excepciones permitidas por los Acuerdos de Ministros. 

En lo referente a la variación del gasto computable, el artículo 12 de la LOEPSF (regla de gasto) 
determina que la primera no podrá superar la tasa de referencia de crecimiento del PIB de medio 

                                                
22

 El RD 1040/2017, de 22 de diciembre, modifica el artículo 5 del RD 635/2014, referido al cálculo del periodo medio de 
pago, con efectos de 1 de abril de 2018. 
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fiscalizado se realizaron siete operaciones, constatándose un error inmaterial en la Cuenta 
General en la póliza de crédito suscrita con una entidad de crédito, al ser el importe formalizado 
de 50.000 miles de euros, y no 65.000 miles. 

Así mismo se han detectado errores en los importes que constan en la Cuenta General en el 
desglose de los intereses vencidos en el ejercicio de dos préstamos suscritos por GEACAM. El 
total de intereses de deuda en moneda nacional devengados en el ejercicio ascendió a 123.031 
miles de euros, en lugar de los 123.002 miles reflejados en la citada cuenta. 

El porcentaje que el importe total de las anualidades de amortización (por capital e intereses) 
representa sobre los ingresos corrientes del ejercicio en 2017, ascendía al 11 %, por lo tanto 
inferior al límite del 25 % establecido en los artículos 14.2.b) de la LOFCA y 87.1.b) del TRLH.  

B) ENDEUDAMIENTO SECTOR PÚBLICO EMPRESARIAL Y FUNDACIONAL 

El artículo 64 de la LP establece para las operaciones de endeudamiento de las entidades que, 
conforme a la normativa aplicable en materia de estabilidad presupuestaria, tengan la 
consideración de sector público y su endeudamiento consolide con el de la CA, la autorización 
previa de la Consejería de Hacienda. 

No se detectó ninguna fundación ni empresa que realizara operaciones necesitadas de 
autorización. 

C) AVALES 

La introducción del principio de prudencia financiera afecta también al otorgamiento de garantías 
públicas, pasivos contingentes y otras medidas de apoyo extrapresupuestario a operaciones de 
crédito otorgadas por las CCAA, en cuanto pueden comprometer la sostenibilidad financiera de 
estas. Así, el apartado 6 del artículo 14 de la LOFCA establece la necesidad de que las CCAA 
reduzcan el riesgo y coste derivado de la concesión de avales u otro tipo de garantías que 
afiancen las operaciones de crédito. 

La prestación de avales por parte de la CA se regula, con carácter general, en el artículo 90 del 
TRLH donde se establece la posibilidad de inspección por parte de la Consejería de Hacienda de 
las operaciones financiadas con créditos avalados por la JCCM para comprobar su aplicación y 
rentabilidad, con el posterior traslado de los resultados a las Cortes Regionales, sin que se hayan 
realizado actuaciones de este tipo. 

Por su parte, el artículo 66 de la LP para 2017 estableció que el Consejo de Gobierno podría 
autorizar la concesión de avales a las entidades y empresas que forman parte del sector público 
regional hasta un importe máximo de 100.000 miles de euros, extendiéndose las garantías del 
mismo a sus correspondientes cargas financieras. 

Partiendo de la información recogida en la Cuenta General, se elabora el anexo I.4, que recoge la 
evolución en el ejercicio 2017 de los avales y otras garantías otorgadas por la Administración 
General de la Junta. 

El saldo de avales y otras garantías a 1 de enero de 2017 que figura en la Cuenta General 
asciende a 52.161 miles de euros y al cierre de dicho año a 36.000 miles. 

Durante el ejercicio 2017 no se concedió ningún aval a entidades del sector público regional y se 
registraron cancelaciones por 16.161 miles de euros (aval concedido por la JCCM en 2014, por 
importe de 64.974 miles, para garantizar deudas frente a la Administración Tributaria).  

Pese a lo dispuesto en el PGCP, en la citada cuenta no se indica cuáles de los avales cancelados 
derivaron en responsabilidad. Adicionalmente, la JCCM no utiliza la cuenta prevista por el PGCP 
para registrar en el balance las provisiones para riesgos y gastos, por lo que no se estarían 
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Además, por Resolución de 28 de marzo de 2017 de la IGCA, se aprobó la realización del control 
financiero de gastos de personal para el ejercicio 2017, comprendiendo el alcance del control la 
verificación de la tramitación de la nómina que gestiona la Dirección General de Función Pública 
de la Consejería de Hacienda y Administraciones Públicas y, en segundo lugar, la gestionada por 
la Consejería de Educación, Cultura y Deportes, la cual incluía personal docente y profesores de 
religión, sin que, a 1 de junio de 2019, se hubieran terminado los informes relativos a tales 
controles. 

B) RECUPERACIÓN DE LA PAGA EXTRA Y DE OTROS COMPLEMENTOS SUPRIMIDOS 
POR LA  LEY 1/2012, DE 21 DE FEBRERO, DE MEDIDAS COMPLEMENTARIAS PARA LA 
APLICACIÓN DEL PLAN DE GARANTÍAS DE SERVICIOS SOCIALES. 

CLM señala, como causa del incumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria, diversas 
operaciones entre las que se encontraban la recuperación del complemento específico eliminado 
en el 2012 por la Ley 1/2012, de 21 de febrero, de Medidas Complementarias para la Aplicación 
del Plan de Garantías de Servicios Sociales y la recuperación parcial de la paga extra (y otros 
conceptos) suprimida por la Ley de presupuestos del Estado de 2012, que supusieron 75,5 
millones de euros en el 2017. 

El incremento de las retribuciones se funda, por un lado, en el artículo 35 de la LP para 2017 y, 
por otro, en las Disposiciones adicionales (DDAA) decimonovena y vigésima de la mencionada 
Ley.  

El artículo 35 de la LP para 2017 dispone, en consonancia con lo establecido en la legislación 
básica del Estado, un incremento de las retribuciones íntegras de los empleados públicos del 1 %, 
mientras en las citadas DDAA se viene a recoger el Acuerdo de la Mesa General de Negociación 
de los empleados públicos de la Administración de CLM, de 1 de febrero de 2016, por el que se 
establece (entre otros aspectos) “un incremento del 1,5 % de las retribuciones vigentes a 31 de 
diciembre de 2016, que se hará efectivo a partir del 1 de enero de 2017”, instrumentándose ello 
mediante la eliminación en un 50 % de la reducción del complemento específico llevada a cabo 
por la Ley autonómica 1/2012. De todo ello se deduce un aumento autorizado por la LP para el 
ejercicio de un 2,5 %.  

Sin embargo, según el artículo 18.Dos de la Ley 3/2017, de 27 de junio, de PGE para el año 2017 
(precepto declarado básico), “las retribuciones del personal al servicio del sector público (en dicho 
ejercicio), no podrán experimentar un incremento global superior al 1 por ciento respecto a las 
vigentes a 31 de diciembre de 2016, en términos de homogeneidad para los dos períodos de la 
comparación, tanto por lo que respecta a efectivos de personal como a la antigüedad del mismo”. 

El incremento retributivo de la norma estatal resulta de la comparación de la norma presupuestaria 
con la situación en un determinado momento, esto es, a 31 de diciembre de 2016, y ello en 
términos de homogeneidad  de efectivos y antigüedad, por lo que la variación prevista en la norma 
estatal solo puede tener deslizamientos derivados del incremento de plantillas o por la antigüedad.  

No obstante, la DA 29ª de la norma estatal preveía la posibilidad de restablecer las retribuciones 
que hubieran sido objeto de minoración, en las cuantías no exigidas por las normas básicas del 
Estado, quedando esta aprobación sujeta a que las Administraciones cumpliesen los objetivos de 
déficit y deuda, así como la regla de gasto, en los términos del artículo 17, apartados 3 y 4, de la 
LOEPSF, sin que esta situación (cumplimiento tanto del apartado 3 como del 4 del artículo 17) se 
produjera en CLM, como se puede ver en el epígrafe II.6.2 del presente Informe y se expone a 
continuación.  

Así, en alegaciones se indica que “dadas las fechas de la elaboración de la ley de presupuestos 
autonómica para dicho ejercicio -que no fueron las propias del calendarlo habitual de elaboración 
de los Presupuestos Generales- se partió de lo dispuesto en el informe sobre el grado de 
cumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaría, y de deuda pública y de la regla de gasto 
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del ejercicio 2016, de fecha 15 de abril de 2017, al que se refiere el artículo 17.3”. Sin embargo, 
nada se dice respecto al cumplimiento, igualmente exigido en la DA 29ª, de lo establecido en el 
artículo 17.4. En este sentido, en relación con los informes del artículo 17.4 de la LOEPSF, sobre 
el grado de cumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria, de deuda pública y de la regla 
de gasto, emitidos por el Ministerio de Hacienda, cabe señalar que el relativo al ejercicio 2015, 
fechado el 14 de octubre de 2016, último existente en el momento de la aprobación de los 
presupuestos, mostraba un déficit para CLM del 1,59 % del PIB frente al objetivo del 0,7 %. 
Posteriormente, en el mes de octubre de 2017, el informe del artículo 17.4 mostraba un déficit en 
2016 del 0,82 % frente al objetivo del 0,7 % (situación también de incumplimiento). Como se ha 
indicado en el subapartado II.6, el objetivo de déficit para 2017 fue del 0,6 %, habiendo sido 
también incumplido al ascender a un 0,71 % el déficit reflejado en el informe previsto en el artículo 
17.4 de la LOEPSF. 

En segundo lugar, la DA décima octava de la Ley de PGE para 2017 indica que “las 
Administraciones y el resto de entidades que integran el sector público que no hubieran abonado 
la totalidad de las cantidades efectivamente dejadas de percibir como consecuencia de la 
supresión de la paga extraordinaria, así como de la paga adicional de complemento específico o 
pagas adicionales equivalentes, correspondientes al mes de diciembre de 2012, por aplicación del 
RD-L 20/2012, de 13 de julio, de medidas para garantizar la estabilidad presupuestaria y de 
fomento de la competitividad, podrán aprobar dicha devolución, teniendo en cuenta su situación 
económico-financiera”. 

Los requisitos previstos en las leyes de presupuestos estatales de los ejercicios previos al 
fiscalizado para que fuera procedente la devolución de los diferentes tramos de la paga 
extraordinaria suprimida en 2012, se mantuvieron en 2017. Así, la Ley de PGE para 2017 señala 
que esta devolución se realizaría en los mismos términos y con el cumplimiento de los requisitos 
señalados en la DA décima segunda de la Ley 36/2014, de 26 de diciembre, de PGE para el año 
2015, en el artículo 1 del RD-L 10/2015, de 11 de septiembre, por el que se conceden créditos 
extraordinarios y suplementos de crédito en el presupuesto del Estado y se adoptan otras medidas 
en materia de empleo público y de estímulo a la economía, y en la DA duodécima de la Ley 
48/2015, de 29 de octubre, de PGE para el año 2016. 

En este sentido, la Ley de PGE para 2015 recoge que la aprobación por cada Administración 
Pública de las medidas previstas en este artículo estaría condicionada al cumplimiento de los 
criterios y procedimientos establecidos en la LOEPSF. 

A pesar de lo dispuesto en las normas anteriores, no se ha acreditado la realización, en el 
momento de proceder a la efectiva devolución parcial de la paga extraordinaria (y otras 
adicionales) en el ejercicio fiscalizado, de los cálculos necesarios en orden a verificar la situación 
económico-financiera de la CA23. 

                                                
23

 La CA señala en sus alegaciones que “en lo que se refiere a la falta de acreditación de los cálculos necesarios que 
demostraran, en el momento de proceder a la efectiva devolución, el cumplimiento de los requisitos de estabilidad 
presupuestaria y sostenibilidad financiera (…) se partió de lo dispuesto en el informe sobre el grado de cumplimiento del 
objetivo de estabilidad presupuestaría, y de deuda pública y de la regla de gasto del ejercicio 2016, de fecha 15 de abril de 
2017, al que se refiere el artículo 17.3 de la LOEPSF”, no obstante dicho informe es de fecha posterior al abono de la 
devolución parcial de la paga extraordinaria, el cual se produjo en el mes de enero de 2017.  
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Grupo Ente Público RTVCLM 

El gasto de personal en el ejercicio 2017 del Ente y de sus sociedades (CMT) ha sido nuevamente 
superior al presupuesto aprobado para esta partida, con un incremento del 8,7 % en el primero y 
de un 4,2 % y un 6,9 % en CMT y RCM respectivamente.  

El artículo 6.f) de la Ley 3/2000, de 26 de mayo de creación del Ente Público RTVCLM, atribuye al 
Consejo de Administración la aprobación, con carácter definitivo, de las plantillas del EP y sus 
sociedades y el régimen retributivo de su personal. Las plantillas aprobadas, en julio de 2010, 
recogen un total de 359 efectivos, pero la plantilla real viene superando a la aprobada (493 
trabajadores en 2017). En el caso de CMT, a lo largo de 2017 tuvieron lugar un total de 161 
contrataciones25, 16 de las cuales recibieron la autorización de provisión del puesto de trabajo en 
enero de 2018, por lo tanto con posterioridad a las contrataciones. 

Así mismo, de las seis altas con carácter indefinido26, cinco incumplen la prohibición establecida 
por la DA novena de la LP de CLM para 2017, al no suponer la consolidación de contratos 
temporales suscritos hasta el momento. Una de las contrataciones se dirige a cubrir un puesto de 
nueva creación, no constando la autorización previa de retribuciones, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 37 de la LPCLM para 2017. 

Por otro lado, el régimen retributivo del Grupo no ha llegado a aprobarse en los términos previstos 
en la Ley 3/2000.  

El Tercer Convenio Colectivo de RTVCM regula las relaciones laborales entre el Grupo y su 
personal, salvo las exclusiones que en él se enumeran y que tienen en común el carácter temporal 
de la prestación laboral o de servicios.  

En relación con el personal excluido del convenio, en diciembre de 2015 se modificaron los 
contratos de cuatro trabajadores con contrato de alta dirección dividiendo sus retribuciones en una 
cantidad fija más un complemento vinculado al cumplimiento de los objetivos fijados en el 
contrato, sin que se hubiera establecido previamente la política de retribución variable, con un 
sistema de medición de los mismos. Adicionalmente, en las resoluciones emitidas por la Directora 
General del Ente por las que se resuelve el abono de cada uno de los complementos se observa, 
un elevado grado de inconcreción a la hora de determinar que efectivamente se cumplieron los 
objetivos suscritos. Además, en dichos contratos consta que “en todo caso, se entenderá cumplido 
el objetivo si existe autorización expresa y previa por parte de la Dirección General que dé 
cobertura a un eventual incumplimiento del mismo”, lo que permite una concesión discrecional al 
margen de los hechos definidos para su valoración, lo que anula la efectividad del sistema de 
retribuciones variable. 

El Grupo suscribió 152 contratos con carácter temporal, sin que quede especialmente justificada la 
urgencia de las mismas, de las cuales un total de 79 (interinos y personal en prácticas) se 
incorporó a través de las bolsas de trabajo. Para el resto, no existían tales bolsas, acudiéndose a 
la base de datos de currículos existente en CMT, lo que supone una rebaja en las garantías de 
aplicación de los principios de mérito y capacidad, en especial en sus vertientes de publicidad y 
transparencia.  

                                                
25

 Tres de ellos en el régimen especial de artistas. 

26
 Aunque la sociedad ha indicado en alegaciones que “En ningún supuesto se puede establecer que las altas lo son 

con carácter indefinido, pues están ligadas, entre otras cuestiones, a la vigencia del nombramiento de la Directora 
General”, tanto en el listado de altas de 2017 aportado por la entidad en el transcurso de la fiscalización como en los 
contratos analizados se califican las relaciones de indefinidas. 
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En relación con la regulación que establece el III Convenio Colectivo de CLM Media, vigente en el 
ejercicio fiscalizado, debe destacarse lo siguiente: 

 El artículo 39 regula la movilidad funcional cuando se trata de realizar funciones no 
correspondientes a la categoría profesional. En 2016 se creó un registro de solicitudes de cambio 
temporal de puesto de trabajo, con el fin de que los trabajadores solicitaran voluntariamente un 
cambio en las funciones a desarrollar, siendo el criterio de selección de los candidatos el de la 
fecha de inscripción en el registro, lo que no garantizaba el cumplimiento de los principios de 
igualdad, mérito y capacidad, no habiéndose modificado dicho criterio en 2017. 

 El artículo 45.3 regula el incremento del salario base mediante la aplicación de la desviación 
del IPC real producido en el año anterior. Durante el ejercicio 2016, según consta en el informe de 
control financiero, no se incrementaron las retribuciones de los trabajadores, encontrándose 
supeditado el incremento del 1 % autorizado por la Dirección General de Presupuestos con fecha 
20 de noviembre de 2017 a la firma del IV Convenio Colectivo. A finales de marzo de 2018, se 
abonaron  atrasos por este concepto por 287 miles de euros (141 miles correspondiente a 2016 y 
146 miles de 2017)27.  

 En materia de gastos de locomoción, el artículo 53 establece las cantidades a abonar por 
kilometraje en función de la casuística establecida, siendo la retribución, en todos los casos, 
superior al importe considerado exento en la normativa reguladora del IRPF. Sin embargo, el 
abono se hace considerando las cantidades exentas de gravamen en su totalidad, pese a que, en 
2017, el Grupo debería haber practicado retenciones sobre una base aproximada de 7 miles de 
euros. Por otro lado, el Convenio prevé que si el desplazamiento (de los trabajadores) se realiza 
en vehículo de RTVCM se abonará, con carácter general 0,10 €/km. en cualquiera de los casos, 
siempre que los  trayectos realizados a lo largo de un día supere, sumando los de ida y vuelta, la 
distancia de 200 kilómetros. Sobre estos abonos no se practica retención fiscal, pese a que no 
pueden considerarse exentos en virtud de lo dispuesto en el artículo 9 del RD 439/2007, de 30 de 
marzo, por el que se aprueba el Reglamento del IRPF y se modifica el Reglamento de Planes y 
Fondos de Pensiones, donde se prevé la exención dirigida a compensar los gastos de locomoción 
del empleado o trabajador que se desplace fuera de la fábrica, taller, oficina, o centro de trabajo, 
dado que, en el caso señalado, el trabajador no incurre en gasto de locomoción alguno. La base 
de retención ascendería a unos 11 miles de euros28. 

Finalmente, el Ente Público RTVCLM inició la tramitación para el incremento de su presupuesto  
en 1.500 miles de euros adicionales, con la finalidad de financiar los costes derivados de la puesta 
en marcha de la plataforma digital de CLM Media, obteniéndose el informe favorable para la 
modificación de los presupuestos de explotación y de capital del Ente Público, de CMT y del 
Grupo Ente Público RTVCLM el 26 de diciembre de 2017, aunque 690 miles de euros de este 
importe acaban utilizándose para atender gastos de personal. Además, la Resolución del 
Vicepresidente primero de la JCCM, de 5 de febrero de 2018, por la que se aprueba la 
modificación de la finalidad de las dotaciones consignadas en el presupuesto de explotación y 
capital del Ente Público, conforme a lo establecido en el artículo 21.3 de la LP, se produjo con 
posterioridad al cierre del ejercicio fiscalizado. 

                                                
27

 Ver nota 25. 

28
 La sociedad ha indicado que desde el 1 de enero de 2018 se retiene la parte no exenta de los gastos de locomoción 

en caso de vehículo propiedad del trabajador y desde el 1 de enero de 2019, se aplica retención de IRPF para el 
kilometraje en vehículos propiedad de RTVCM. 
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Instituto de Finanzas de CLM 

El Instituto ha aumentado sus gastos de personal en un 13,8 % (63 miles de euros) con respecto a 
2016 y en uno el número de efectivos medios. Respecto al presupuesto aprobado, el gasto real ha 
sido superior en 6 miles de euros (1,2 % de lo previsto)29. 

El puesto de dirección cubierto en 2017 es de nueva creación y a pesar de contar con las 
autorizaciones pertinentes, se habría contravenido lo establecido en la DA novena de la LP de 
CLM para 201730. 

ISFOC 

El incremento de los gastos de personal con respecto a 2016 ha sido de un 2,9 % (18 miles de 
euros), no habiendo variado el número de efectivos medios. Respecto al presupuesto aprobado, el 
gasto real ha sido superior en 8 miles de euros (1,3 %). 

La plantilla aprobada no ha sido acreditada, señalándose que asciende a 16 empleados, sin 
experimentar variación de personal desde el 25 de abril de 2013, así como que “las cuentas 
anuales han sido siempre elaboradas y formuladas en fecha y forma por los miembros del 
Consejo de Administración, lo que pone de manifiesto la aprobación y puesta en conocimiento al 
órgano de gobierno de la compañía del número y gastos devengados referentes a dicha partida 
(gastos de personal)”. Sin embargo, las cuentas anuales no son la vía para la aprobación de los 
puestos de plantilla y sus modificaciones, en el caso de que estas se hubieran producido.  

GEACAM 

GEACAM experimenta un incremento tanto de sus gastos de personal (16,7 %) como de sus 
efectivos (4,7 %) durante el ejercicio 2017. Con carácter general, las causas que han contribuido 
al aumento de tales gastos han sido el cumplimiento del acuerdo del Consejo de Gobierno de 16 
de febrero de 2016, por el que se ratifica el acuerdo de la mesa general de 
negociación de los empleados públicos de la administración de la JCCM, de 1 de febrero de 2016, 
de sentencias judiciales y de los encargos  o emergencias surgidas en 2017, al ser medio propio 
de la JCCM.  

Por otro lado, según consta en la memoria de las cuentas rendidas por la entidad, el personal 
medio encuadrado en el Convenio de Ingeniería y Oficinas de Estudios Técnicos se habría 
incrementado en 19 personas (hasta alcanzar las 320 en 2017), mientras que el encuadrado en el 
Convenio Dispositivo de Incendios Forestales de CLM en 93 efectivos. 

Respecto al primero de ellos (19 técnicos), la mayoría son contrataciones temporales con motivo 
de nuevas encomiendas con la JCCM, excepto en dos casos en los que se habría producido la 
transformación de un contrato temporal en fijo, por entender la empresa que se estaría 
cometiendo un fraude de ley como consecuencia de la concatenación de varios contratos 
temporales. En estos dos últimos supuestos, uno de los informes de autorización de provisión de 
puesto de trabajo emitido por la Dirección General de Presupuestos era desfavorable, sin que, en 
ninguno de los casos, se justifiquen las contrataciones en los procesos de consolidación del 
empleo temporal a los que alude la DA novena de la LP de CLM para 2017.  

                                                
29

 Junto con las alegaciones no se ha remitido la autorización de modificación de presupuesto a la que se hace alusión 
en las mismas y que ampararía el incremento del presupuesto inicialmente aprobado. 

30
 Pese a lo señalado en las alegaciones, la DA novena de la LP para 2017, dedicada a la contratación de personal en 

las empresas públicas pertenecientes al sector público regional, indica en su apartado primero que, durante dicho 
ejercicio, las empresas públicas pertenecientes al sector público regional no podrían proceder a la contratación de 
nuevo personal, sin establecer excepciones para el personal de alta dirección. 
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Fundación Impulsa 

El gasto de personal ha aumentado respecto al ejercicio anterior un 27,8 %, suscribiéndose ocho 
contratos en 2017, siete temporales y uno indefinido de alta dirección. Respecto a este último, el 
informe sobre la necesidad de la contratación carece de fecha, la autorización de la Dirección 
General de Presupuestos no es previa al contrato y las retribuciones no han sido autorizadas, en 
contra de lo que establecen los artículos 37 de la LP de CLM para 2017 y 8.j) del TRLH.  

Fundación Jurado Arbitral Laboral de CLM 

Si bien el gasto ejecutado se ha incrementado tan solo un 0,3 % con respecto al del ejercicio 
anterior, sin embargo la desviación del gasto presupuestado para el capítulo de personal ha sido 
de un 2,8 % en contra de lo que establece el artículo 21 de la LP para 2017 que expresamente 
prohíbe la adquisición de compromisos que superen los importes globales previstos en los 
presupuestos de explotación o de capital aprobados por aquella. 

II.7.3. Transparencia 

La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno supuso un importante avance en materia de publicidad activa (difusión de información sin 
necesidad de una solicitud concreta de los administrados) y pasiva (derecho de acceso a la 
información pública), reforzando las obligaciones que ya existían para determinados sujetos en el 
ordenamiento jurídico.  

Si bien las disposiciones en materia de buen gobierno son de aplicación con carácter general 
desde el momento de la entrada en vigor de la Ley, las CCAA disponían de un plazo máximo de 
dos años para adaptarse al resto de obligaciones que contiene la norma. CLM ha llevado a cabo 
durante este período diversas actuaciones al respecto, culminando con la aprobación de la LTBG, 
en vigor desde el 31 de enero de 2017. 

Así mismo, con fecha 30 de diciembre de 2015, se formalizó un convenio con el Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno por el que, conforme a la DA cuarta de la Ley 19/2013, se atribuía 
a este el ejercicio de la competencia para la resolución de las reclamaciones previstas en el 
artículo 24 de la citada Ley, respecto de las resoluciones dictadas por la Administración de la CA y 
su sector público. Con fecha 21 de junio de 2016 se constituyó la comisión de seguimiento 
prevista en la cláusula séptima del citado convenio, el cual se mantiene en vigor, mediante las 
correspondientes prórrogas, hasta que entre en funcionamiento el Consejo Regional de 
Transparencia y Buen Gobierno de CLM, previsto en la LTBG, hecho que se ha producido con la 
publicación del Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Regional de 
Transparencia y Buen Gobierno de 29 de junio de 201831. 

En el ejercicio fiscalizado se presentaron 166 solicitudes de información pública, mientras que 
ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno se interpusieron 13 reclamaciones por parte 
de ciudadanos a los que no se les estimó previamente su solicitud de información. 

                                                
31

 La CA señala en sus alegaciones que, a la fecha de realizar estas, este organismo seguía pendiente de efectiva 
constitución y puesta en funcionamiento, sin haberse nombrado a los miembros de su Comisión Ejecutiva. 
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 En el apartado Transparencia institucional, organizativa y de planificación del Portal, la 
relación de entes que forman parte del sector público de la CA no incluye al ISFOC y a las 
fundaciones CLM Tierra de Viñedos y Centro de Innovación de Infraestructuras Inteligentes32.  

 En el apartado Información económica, presupuestaria y financiera, la información 
disponible sobre las cuentas bancarias se limita a las de titularidad de la Administración de la 
JCCM, de sus OOAA e IPEX, no constando ninguna perteneciente al resto de entidades que 
conforman el Sector Público regional. 

 Respecto a los OOAA, el SESCAM y el IRIAF no ofrecen, en materia de publicidad activa, 
información económico-presupuestaria.  

El Portal incorpora un espacio de datos abiertos, en base al Acuerdo adoptado el 30 de mayo de 
2017 por el Consejo de Gobierno, observándose que: 

 Cerca de un 50 % de los datos se encuentran en formato que no reúne los requisitos para 
considerarse abiertos, en contra de lo que establece el artículo 27 de la LTBG. 

 No se encuentran evaluados los indicadores de uso y servicio de datos abiertos que prevé el 
artículo 28.4.de la citada Ley.  

 No consta un catálogo de aplicaciones informáticas de propiedad de la administración de la 
JCCM y de sus entidades, empresas u organismos que bajo la consideración de software libre, se 
encuentren a disposición de las personas usuarias para su utilización, pese a lo que prevé el 
mencionado artículo 28.4. 

El artículo 61 de la LTBG contempla al Consejo Regional de Transparencia y Buen Gobierno 
como órgano adscrito a las Cortes de CLM, con plena capacidad, autonomía e independencia, 
cuyo objeto es garantizar los derechos de acceso a la información pública, velar por el 
cumplimiento de las obligaciones de publicidad activa y garantizar y promover la observancia de 
las disposiciones de buen gobierno en el ámbito de aplicación de la ley, siendo el órgano 
encargado de la resolución de las reclamaciones que se presenten. A pesar de que la DA sexta 
establecía un plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la Ley para adoptar las medidas 
precisas para la puesta en funcionamiento de aquel, ello no se ha producido hasta la publicación 
en julio de 2018 del Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Regional de 
Transparencia y Buen Gobierno33, por lo que la CA ha carecido de dichos controles, salvo en lo 
referente a la resolución de las reclamaciones contra las resoluciones en materia de acceso a la 
información pública, tarea encargada al Consejo de Transparencia y Buen Gobierno estatal. 

Finalmente, aunque la LTBG daba un plazo de seis meses para la aprobación del código ético 
para los altos cargos o asimilados, no ha sido hasta el 20 de febrero de 2018 cuando se ha 
llevado a cabo dicha actuación, mediante el Decreto 7/2018, por el que se aprueba el “Código 
Ético para los Altos Cargos o Asimilados de la Administración de la JCCLM”. 

                                                
32

 La CA señala en sus alegaciones que el Portal de Transparencia de la Administración Regional recoge la relación de 
entes del sector público de la CA que anualmente se incluyen en las respectivas Leyes de Presupuestos Generales de 
la JCCM. No obstante, dado que se trata de un apartado de dicho Portal dedicado a la transparencia institucional, 
organizativa y de planificación, parece oportuno ofrecer un contenido más extenso que el que pueda derivarse 
estrictamente de la ley anual de presupuestos, si con ello se permite al ciudadano obtener un mayor conocimiento de la 
forma en que el Sector público regional organiza y planifica la prestación de servicios. Por otro lado, el ISFOC, como 
sociedad dependiente del Instituto de Finanzas de CLM, forma parte del ámbito de los Presupuestos Generales de la 
JCCM, tal como recoge el artículo 1 de la LP para 2017. 

33
 Como ya se ha señalado, la CA ha manifestado en sus alegaciones que, a la fecha de realizar estas, este organismo 

seguía pendiente de efectiva constitución y puesta en funcionamiento, sin haberse nombrado a los miembros de su 
Comisión Ejecutiva. 
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II.7.4. Medidas contra la morosidad en el sector público 

La reducción de la morosidad constituye un elemento fundamental a efectos del cumplimento de 
los objetivos de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera de las Administraciones 
públicas. De acuerdo con el artículo 4 de la LOEPSF, se entiende por sostenibilidad financiera la 
capacidad para financiar compromisos de gasto presentes y futuros dentro de los límites de déficit, 
deuda pública y morosidad de deuda comercial. 

Se entiende que existe sostenibilidad de la deuda comercial, cuando el periodo medio de pago a 
los proveedores no supere el plazo máximo previsto en la normativa sobre morosidad. 

A) OBLIGACIONES RECOGIDAS EN LA LOEPSF 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 13.6 de la LOEPSF, todos los entes integrados a 
efectos de contabilidad nacional en el sector Administraciones públicas deben publicar su periodo 
medio de pago a proveedores y disponer de un plan de tesorería que incluya, al menos, 
información relativa a la previsión de pago a proveedores de forma que se garantice el 
cumplimiento del plazo máximo que fija la normativa sobre morosidad. Cuando el período medio 
de pago, de acuerdo con los datos publicados, supere el plazo máximo previsto en la normativa 
sobre morosidad, la Administración ha de incluir, en la actualización de su plan de tesorería 
inmediatamente posterior a la mencionada publicación, como parte de dicho plan, medidas 
relacionadas con: 

 El importe de los recursos que va a dedicar mensualmente al pago a proveedores para 
poder reducir su periodo medio de pago hasta el plazo máximo que fija la normativa sobre 
morosidad. 

 El compromiso de adoptar medidas cuantificadas de reducción de gastos, incremento de 
ingresos u otras medidas de gestión de cobros y pagos, que le permita generar la tesorería 
necesaria para la reducción de su periodo medio de pago a proveedores hasta el plazo máximo 
que fija la normativa sobre morosidad. 

El RD 635/2014, de 25 de julio, desarrolla la metodología de cálculo del periodo medio de pago a 
proveedores de las Administraciones Públicas34 y las condiciones y el procedimiento de retención 
de recursos de los regímenes de financiación, previstos en la LOEPSF.  

El período medio de pago definido en esta norma mide el retraso en el pago de la deuda comercial 
en términos económicos, como indicador distinto respecto del periodo legal de pago establecido 
en la legislación de contratos y en la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen 
medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales.  

                                                
34

 De acuerdo con la nueva metodología de cálculo establecida en este RD, el período medio de pago mide el retraso en 
el pago de la deuda comercial en términos económicos, computado a partir de los 30 días posteriores a la fecha de 
entrada de la factura en el registro administrativo, según consta en el registro contable de facturas o sistema 
equivalente, o desde la fecha de aprobación de la certificación mensual de obra, según corresponda, como indicador 
distinto respecto del periodo legal de pago establecido en la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen 
medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales y en el texto refundido de la Ley de Contratos del 
Sector Público, aprobado por RD Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, según el cual la Administración tiene la 
obligación de abonar el precio dentro de los treinta días siguientes a la fecha de aprobación de las certificaciones de 
obra o de los documentos que acrediten la conformidad con lo dispuesto en el contrato de los bienes entregados o 
servicios prestados. Por tanto, esta medición con criterios estrictamente económicos establecida en el citado RD puede 
tomar valor negativo si la Administración paga antes de que hayan transcurrido treinta días naturales desde la 
presentación de las facturas o certificaciones de obra, según corresponda. 







80  Tribunal de Cuentas 

No obstante las carencias anteriores, la CA ha informado de que cumplió con la mayoría de las 
condiciones establecidas, si bien se ha observado lo siguiente:  

 Respecto a la condición 13 (e-factura), la CA seguía ultimando, en octubre de 2018, “los 
desarrollos técnicos necesarios tanto en el sistema de gestión de la información económico 
financiera (TAREA), como en el Punto General de Entrada de Facturas Electrónicas de la CA 
(PeCAM), para la implementación de un registro de cesiones de créditos documentados en 
facturas, que permita el seguimiento de la tramitación de los procedimientos de toma de razón de 
las cesiones y, al mismo tiempo, que los cesionarios puedan acceder, a través de PeCAM, a 
información sobre el estado de tramitación de las facturas en las que tenga dicha condición”. 

 Las condiciones 26 y 30 (en materia de personal) se cumplieron parcialmente fuera de 
plazo. 

 La condición 27 (en materia de sanidad) de rubricar la adhesión de la CA al convenio de 
colaboración suscrito por la Administración General del Estado con Farmaindustria el 29 de 
diciembre de 2016, no se ha llevado a cabo. 

 Respecto a las condiciones en materia de sistemas de información/simplificación 
administrativa se ha constatado que: 

 La condición 8 se cumplió con retraso mediante el Decreto 89/2017, de 12 de diciembre, por 
el que se aprueba la política de gestión de documentos de las entidades que integran el sector 
público de la Administración de la JCCM.  

 La condición 14 se cumplió con retraso, ya que según ha informado la CA no fue hasta el 
mes de diciembre de 2017 cuando “los ciudadanos pueden registrarse en el sistema Cl@ve en 
todas las Oficinas de asistencia en materia de registro de la JCCM”. 

 Las condiciones 15, 18, 19, y 20 se han demorado por causas ajenas a la CA. 

 La condición 23, relativa a la interconexión completa y efectiva entre la Plataforma de 
Contratación de la CA y la Plataforma de Contratación del Sector Público, se cumplió también con 
retraso. 

La deuda total viva a 31 de diciembre de 2017 con motivo de la adhesión a los mecanismos 
extraordinarios de liquidez ascendía a 10.742.080 miles de euros según los datos del Banco de 
España. Sin embargo, la contabilidad de la JCCM, utilizando adecuadamente el criterio de 
devengo en lugar del de caja, registra 10.742.319 miles de euros, debiéndose la diferencia al FLA 
2017 que se cobró en 2018 (239 miles). 

FLA 

La adhesión de CLM al compartimento FLA 2017 (y el compromiso de cumplir lo dispuesto en la 
normativa de aplicación) se produjo por acuerdo de Consejo de Gobierno de 21 de marzo de 
2017. 

De los fondos recibidos en 2017, 257.198 miles de euros se destinaron a la cancelación de 
deudas con proveedores, 1.511.321 miles a amortizaciones de deuda, 35.581 miles a intereses 
asociados a los vencimientos de deuda y 42.749 miles de euros para la financiación de la 
devolución de las liquidaciones negativas 2008-2009. El total recibido por la CA ascendió a 
1.846.849 miles de euros. 
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financiera, supusieron para CLM un total de 469 millones de euros en 2012. En el ejercicio 2017 
se abonaron 36.364 miles de euros en concepto de amortización de préstamos ICO. 

 En relación con el mecanismo financiero extrapresupuestario previsto en la 
DA trigésimo sexta de la Ley 2/2012, de 29 de junio, de PGE para el año 2012, las ampliaciones 
sucesivas del aplazamiento del saldo pendiente de reintegro de las liquidaciones del sistema de 
financiación de 2008 y 2009, así como de los anticipos concedidos en virtud de dicho mecanismo, 
habrían generado para CLM, en el período 2012-2017, una deuda acumulada que ascendía a 
769.475 miles de euros. En 2017, la CA ha comenzado a reintegrar los anticipos 
extrapresupuestarios, lo que ha supuesto un importe en el ejercicio de 51.298 miles de euros.   

 Los aplazamientos de las cuotas de amortización del principal de los préstamos con cargo a 
mecanismos adicionales de financiación regulados en 2013 (aplazamiento al 2014 de los 
vencimientos de una de las líneas ICO) y 2014 (ampliación en un año del período de carencia de 
la amortización del principal de los préstamos formalizados por las CCAA con cargo al FLA del 
año 2012, cuyo período de amortización se iniciaba en 2015 y el retraso en un año con el dictado 
de la DA séptima del RD-L 17/2014 del abono de los vencimientos de principal de operaciones 
formalizadas en ejercicios anteriores con cargo al extinto Fondo de Financiación de Proveedores), 
han permitido a CLM en el período 2013-2015, posponer el pago de 652,11 millones de euros.  

Planes de ajuste (PA) 

El RD-L 17/2014 mantiene la obligación de la aprobación de un PA para las CCAA acogidas al 
compartimiento FLA. 

Del análisis del PA 2017 vigente en el ejercicio fiscalizado, donde la CA se compromete a adoptar 
medidas suficientes para garantizar el cumplimiento de los objetivos derivados de la LOEPSF para 
2017, se deduce que: 

 En relación con las medidas que permitiesen garantizar el cumplimiento del objetivo de 
estabilidad presupuestaria, cabe remitirse a lo señalado en el epígrafe II.6.3 de este Informe.  

 Respecto a la necesidad de acuerdos de no disponibilidad, estos no se adoptan según figura 
en el PA presentado para garantizar el cumplimiento de los objetivos de 2017 y 2018. Sin 
embargo, atendiendo a las medidas que establece el artículo 25 de las LOEPSF, ante la ausencia 
del PEF correspondiente, la CA debería haber aprobado, en el plazo de 15 días desde que se 
produjo el incumplimiento, la no disponibilidad de créditos y efectuar la correspondiente retención 
de créditos, que garantizara el cumplimiento del objetivo establecido. 

 De la parte dedicada a las reformas estructurales relativas al crecimiento económico y 
creación de empleo, se incluyen medidas desglosadas por consejerías pero no un calendario de 
implantación debidamente detallado. Así mismo, el plan tampoco informa de los indicadores que 
permitirían medir su grado de realización. Por otro lado y dentro de este mismo aparatado del 
plan, se incluyen otros compromisos que, o bien son declaraciones de intenciones que no cuentan 
con mecanismos o procedimientos para su monitorización o, como se ha expuesto en esta mismo 
epígrafe, se limitan a trasladar la asunción del compromiso de implementación de las condiciones 
que se establecieron para acceder a los fondos del FLA 2016. Es necesario recordar que según la 
DA primera de la LOEPSF el cumplimiento de las medidas incluidas en el PA determinará el 
desembolso por tramos de la ayuda financiera establecida, por lo que es necesario que en este 
caso los compromisos se materialicen en acciones cuya medición y seguimiento permita el 
cumplimiento de la normativa establecida. 

En relación con los procesos de reestructuración a llevar a cabo, cabe señalar que el 20 de 
diciembre de 2018 el Pleno del Tribunal de Cuentas aprobó el Informe de fiscalización sobre los 
procesos de extinción de entidades dependientes de las CCAA sin Órgano de Control Externo 
propio como consecuencia de la reestructuración de su sector público. 
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II.7.6. Transferencias y subvenciones 

A) ASPECTOS GENERALES 

La normativa básica por la que se rigen las transferencias y subvenciones públicas concedidas por 
CLM es la siguiente: 

 LGS, cuyo ámbito de aplicación subjetivo incluye a todas las Administraciones públicas, 
constituyendo legislación básica los preceptos señalados en su DF primera. 

 TRLH. 

 RD 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003 de 
Subvenciones. 

 Decreto 21/2008, de 5 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo del 
TRLH en materia de subvenciones. 

 Decreto 89/2003, de 27 de mayo, sobre presentación de solicitudes de subvenciones, 
ayudas públicas o prestaciones de servicios sujetos a convocatorias públicas (derogado 
parcialmente por el Decreto 21/2008). 

Como ya se indicó en el apartado II.2.1, el contenido de la Cuenta General presenta omisiones de 
algunos apartados de la memoria, que deberían contener información considerada de relevancia, 
como es el caso de la referente a la ejecución de transferencias y subvenciones. En particular, de 
la información de la citada Cuenta no resulta posible clasificar las subvenciones según los 
diferentes procedimientos de concesión establecidos en el artículo 75 del TRLH y desarrollados en 
los artículos 34 y siguientes del Decreto 21/2008.  

El título tercero del TRLH, dedicado a las subvenciones, no contiene ningún precepto similar al 
previsto para la Administración estatal por la DA primera de la LGS (y en normas similares de 
otras CCAA), en la cual se establece que la IGAE remitirá al Tribunal de Cuentas, de forma anual, 
un informe sobre el seguimiento de los expedientes de reintegro y sancionadores derivados del 
ejercicio del control financiero. 

La Administración General de la Junta ha reconocido obligaciones en 2017 por transferencias y 
subvenciones concedidas, tanto corrientes como de capital, por importe de 4.486.852 miles de 
euros, un 4 % más que en el ejercicio anterior, lo que supone un 53 % del total de obligaciones 
reconocidas con cargo al presupuesto de 2017. De dicho importe, 3.083.200 miles corresponden a 
transferencias y 1.403.652 miles a subvenciones. 
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En relación con el análisis de los planes estratégicos de subvenciones y la información recogida 
en la Base de Datos Regional de Subvenciones, se han detectado las siguientes debilidades: 

 La Orden de 4 de agosto de 2014, de la Consejería de Hacienda, dicta las normas sobre la 
estructura y contenido de los planes estratégicos de subvenciones 2015 a 2017 así como el 
procedimiento para su elaboración, aprobación, modificación, seguimiento y actualización, si bien, 
con carácter general, las memorias de seguimiento de objetivos aportadas, y elaboradas conforme 
a dicha norma, son heterogéneas, ya que la información que contienen varía de una consejería a 
otra. Por otro lado, el artículo 4 de la citada Orden establece, de conformidad con lo previsto en el 
Decreto 21/2008 respecto a los resultados de la evaluación de planes estratégicos anteriores y 
estudio comparativo con el propuesto, que con el informe de seguimiento de la anualidad 2017 de 
cada plan estratégico de subvenciones, se evaluarán los resultados del plan estratégico de 
subvenciones 2015-2017 en su conjunto, aspecto este que no ha sido recogido en ninguna 
memoria. Finalmente, el artículo 18 de la LTBG, establece la obligación de publicar y mantener 
actualizada la información relativa a los planes estratégicos de ayudas y subvenciones aprobados, 
siendo la Consejería de Fomento la única que a 1 de julio de 2019 cumplía con dicha previsión. 

 Según información de la JCCM, la Fundación Sociosanitaria de CLM otorgó entregas 
dinerarias en forma de subvenciones a lo largo de 2017 por importe de 6.891 miles de euros, 
mientras que  en la memoria de sus cuentas anuales estas ayudas alcanzaban los 7.329 miles. 
Además, figuraban ayudas concedidas por la Fundación Cultura y Deporte (Fundación Impulsa 
CLM desde 2016) por importe de 175 miles de euros, mientras que según la memoria de sus 
cuentas anuales habría concedido ayudas monetarias por importe de 276 miles. No se ha 
acreditado, en ningún caso, contar con la autorización de la consejería de adscripción a la que se 
refiere la DA decimosexta de la LGS36. 
 

 La información que consta en la Base de Datos Regional de Subvenciones en materia de 
prohibiciones para tener la condición de beneficiario o entidad colaboradora, es muy limitada (solo 
cuatro registros) e, igualmente limitada (quince registros) es en el caso de reintegros, donde las 
diferentes consejerías son las gestoras de la información, sin que existiera una regulación y un 
control para el trasvase de aquella a la citada base de datos. 

A partir del 1 de enero de 2016 se pone en funcionamiento el Sistema Nacional de Publicidad de 
Subvenciones con el objeto de dar publicidad a la información contenida en la Base de Datos 
Nacional de Subvenciones, de acuerdo con los artículos 18 y 20 de la LGS. Los nuevos 
requerimientos de información motivaron importantes cambios en la referida base, tanto en su 
estructura como en el modo de suministro de la información que contiene, los cuales fueron 
regulados a través de cuatro instrucciones dictadas por la IGAE en diciembre de 2015. El 
desarrollo de estas previsiones en el ámbito de la CA supuso la publicación mediante Resolución 
de 9 de marzo de 2016, de la Secretaría General de Hacienda y Administraciones Públicas, de 
dos instrucciones conjuntas, de 24 de febrero de 2016, de la Viceconsejería de Administración 
Local y Coordinación Administrativa y de la IGCA, relativas a la aplicación de lo dispuesto en la 
LGS, en materia de publicidad de convocatorias de subvenciones. Al inicio de 2019, en la BDNS 
estaban registradas en el caso de la CA, 267 concesiones de las 327 convocatorias realizadas en 
2017, por lo que el grado de cumplimiento respecto a la publicidad de convocatorias de 

                                                
36

 Pese a lo señalado por la CA en las alegaciones en relación con el régimen vigente durante el ejercicio 2017 para las 
entregas dinerarias sin contraprestación efectuadas por las fundaciones del sector público regional, tras la redacción 
otorgada al apartado primero de la DA decimosexta de la LGS por parte de la DF final séptima de la Ley 40/2015, de 1 
de octubre, queda derogado el régimen sobre las citadas entregas dinerarias sin contraprestación previsto hasta ese 
momento, pasando a contemplarse la posibilidad de que estas entidades otorguen ayudas dinerarias en forma de 
subvenciones, si bien con la correspondiente autorización y sujetas al régimen jurídico introducido por la nueva 
redacción. Cabe recordar, por un lado, que la DA decimosexta de la LGS tiene el carácter de precepto básico y, por 
otro, que el artículo 3.2 de la LGS, al que se refiere la CA en sus alegaciones, no resulta aplicable a las fundaciones al 
no ser estas “organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de las Administraciones 
públicas”. 
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subvenciones era de un 82 %, teniendo en cuenta que en el año 2018 la carga de datos aún no 
había concluido. 

Sin embargo, la falta de remisión anteriormente expuesta de la información correspondiente a 
reintegros, sanciones e inhabilitaciones por parte de los gestores al servicio responsable de la 
gestión de la Base de Datos Regional de Subvenciones, supone un sesgo importante en la 
información que debe proporcionar la CA, impidiendo alcanzar lo establecido en el artículo 20 de 
la LGS. 

C) AYUDAS PÚBLICAS RECIBIDAS CON CARGO A LOS PRESUPUESTOS DE LA JCCM 
POR LA FUNDACIÓN PSMRC 

La Fundación PSMRC viene percibiendo recurrentemente de la JCCM una transferencia para 
sufragar los gastos de la edición anual de la Semana de la Música Religiosa de Cuenca.  

En relación con la transferencia nominativa por importe de 90 miles de euros concedida por la 
JCCM para la 55 edición (realizada en 2016), el informe de control financiero de 14 de noviembre 
de 2018 realizado por la IGCA señala que el 20 de junio de 2017, el órgano gestor (Viceconsejería 
de Cultura) procedió a requerir la subsanación de los defectos encontrados en la documentación 
justificativa presentada el 10 de mayo de 2017. Ante el silencio de la Fundación, se reiteró el 
requerimiento en dos ocasiones más, el 8 de septiembre de 2017 y el 22 de junio de 2018, sin 
que, a la fecha de emisión del informe de control citado, se hubiera atendido el requerimiento por 
la beneficiaria ni se hubiese iniciado el procedimiento de reintegro, a pesar de haber transcurrido 
más de un año entre la presentación de la cuenta justificativa y el último requerimiento de 
subsanación. También es destacable la falta de actuaciones del órgano gestor entre el 
requerimiento del 8 de septiembre de 2017 y el siguiente de 22 de junio de 2018 (superior a nueve 
meses). 

En el caso de la subvención nominativa concedida en el ejercicio fiscalizado, por Resolución del 
Consejero de Educación, Cultura y Deportes de 8 de marzo de 2017, por importe de 90 miles de 
euros para financiar la programación, organización, gestión y realización de la 56 edición de la 
Semana de la Música Religiosa de Cuenca, una vez presentada la cuenta justificativa por la 
Fundación el 26 de marzo de 2018 (dentro del plazo establecido), el órgano gestor detectó 
nuevamente defectos, los cuales fueron comunicados a la beneficiaria mediante requerimiento de 
subsanación de 8 de mayo de 2018, sin que a 1 de mayo de 2019 se haya acreditado su atención. 
En dicho requerimiento se ponía de manifiesto: 

 La ausencia, en la documentación que se acompaña a la memoria de actuación justificativa, 
de los medios de difusión, catálogo, programa general y programas de mano de cada uno de los 
conciertos. 

 La falta de concordancia de los gastos incluidos en la justificación con los reflejados en el 
presupuesto del proyecto presentado.  

 Fallos en la cumplimentación de los datos de los gastos justificados.  

 La falta de un documento acreditativo que permita admitir el IVA soportado como gasto 
subvencionable. 

 La existencia de gastos pagados en efectivo sin explicación. 

El órgano gestor también requirió la aportación de ciertos documentos justificativos de los gastos y 
de sus pagos, con el fin de obtener evidencia razonable sobre la adecuada aplicación de los 
fondos recibidos.  
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Entre la documentación aportada por la beneficiaria no se incluye una carta de reintegro por el 
sobrante de 2 miles de euros, pues, según la documentación analizada, los gastos afectados a la 
ayuda de la JCCM habrían ascendido a 88 miles (IVA incluido). 

Finalmente, la Fundación no presentó certificados acreditativos de estar al corriente en el 
cumplimiento de sus obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social, con anterioridad a 
dictarse la propuesta de resolución de concesión de la ayuda, aportando, en su lugar, una 
declaración responsable fechada a 31 de enero de 2017 (especialmente cuestionable por lo dicho 
a continuación). 

Por Resolución del Consejero de Educación, Cultura y Deportes de 22 de diciembre de 2017, se 
concede un incremento de la anterior subvención nominativa, de 50 miles de euros. La resolución 
propone el incremento de la subvención nominativa anteriormente analizada, “con el fin de reducir 
la deuda que arrastra la Fundación por las pérdidas acumuladas de años anteriores, cuantificadas 
en 321.703,7 euros”. La nueva ayuda quedaba destinada al pago de los procedimientos en vía 
ejecutiva iniciados por la Tesorería General de la Seguridad Social y la Agencia Estatal de la 
Administración Tributaria, en el año 2017. 

Esta última ayuda no puede considerarse un aumento de la anterior, al presentar un objeto 
diferente al de la primera librada, pues los fondos no se habían de destinar a la financiación de la 
actividad que viene desarrollando la beneficiaria en el marco de las funciones que tiene atribuidas, 
por lo que, al no figurar nominativamente en los estados de gastos de los presupuestos generales 
de la JCCM incumple el artículo 26 de la LP de CLM para 2017.  

Así mismo, respecto a su justificación, la resolución de concesión establece que debía realizarse 
mediante la presentación, antes del 31 de marzo de 2018, de “la documentación justificativa de la 
cancelación de los procedimientos en vía de apremio iniciados por la Tesorería General de la 
Seguridad Social y la Agencia Estatal de la Administración Tributaria”. La documentación aportada 
no responde a los términos de la citada norma, sin que el órgano gestor haya acreditado 
actuaciones al respecto. 

D) AYUDAS PÚBLICAS CONCEDIDAS POR EL IMUJ 

El IMUJ viene concediendo anualmente ayudas en régimen de concurrencia competitiva tanto a 
entidades locales como a otras sin ánimo de lucro, para la gestión del funcionamiento de su red de 
recursos en CLM, integrada por los centros de la mujer y recursos de acogida.  

El pago de las citadas subvenciones se instrumenta en dos plazos: el primero, de manera 
anticipada, por el 50 % del importe total en el momento de notificarse la resolución de concesión; 
el segundo, por el resto, una vez los servicios periféricos del Instituto revisan la documentación de 
justificación del primer pago y emiten el informe técnico sobre el grado de cumplimiento de 
condiciones. 

De las comprobaciones realizadas durante la fiscalización se deducen importes sin justificar, en el 
periodo 2013-2017, de 29 miles de euros en el Centro de la Mujer de La Roda y de 99 miles de 
euros en la Casa de Acogida de Villarrobledo para los que el IMUJ siguió la práctica de dictar 
resoluciones de compensación de los citados importes con el primer pago (anticipado) de la 
siguiente ayuda concedida, lo que pone de manifiesto la concesión de nuevas ayudas a entidades 
que no se hallaban al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones por reintegro de 
subvenciones, en contra de lo establecido en las bases reguladoras de las mismas (en particular, 
en los requisitos para el otorgamiento de la subvención) y el artículo 74 del TRLH. 

La práctica de la compensación de deudas se habría producido aisladamente en otros centros de 
la mujer en los ejercicios 2013, 2014 y 2016, por importe global de 101 miles de euros. 
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Respecto a las ayudas para la disminución de las desigualdades convocadas por Resolución de 
22 de junio de 2017 del IMUJ, el artículo 29 de la Orden 59/2017, de 29 de marzo, de la 
Vicepresidencia de la JCCM, por la que se establecen las bases reguladoras, dispone que el plazo 
de justificación de la subvención concedida concluía el 31 de enero de 2018, pese a lo cual habría 
cantidades sin justificar por importe de 19 miles de euros para las que, a 1 de junio de 2019, no se 
había solicitado el reintegro a los beneficiarios. 

E) SUBVENCIONES EXCEPCIONALES DE LA PRESIDENCIA DE LA JCCM 

La JCCM ha concedido en 2017 subvenciones directas por importe de 62.004 miles de euros, de 
las que 59.845 miles de euros tenían carácter excepcional. En relación con estas últimas, se ha 
procedido al análisis de una muestra por importe de 111 miles de euros dentro del programa 112A 
(Dirección y servicios generales de Presidencia), de los que 46 miles de euros tuvieron como 
beneficiarias a instituciones sin ánimo de lucro y 65 a corporaciones locales, observándose las 
siguientes deficiencias: 

1.  Subvención directa concedida a la Fundación +34 para la atención de ciudadanos de CLM 
que se encuentran en situación de especial necesidad fuera del territorio nacional. 

Se concede por Resolución de 26 de julio de 2017, de la Vicepresidencia, por 6 miles de euros. 
Dado que, de los documentos que obran en el expediente, no se constata suficientemente la 
inexistencia de otras entidades con fines similares, no queda especialmente acreditada la 
necesidad de tramitar una ayuda directa y extraordinaria en este caso.  

En la cuenta justificativa simplificada presentada por la beneficiaria consta un listado de gastos en 
el que falta la identificación del acreedor, incluyéndose además los fechados desde enero de 2017 
hasta el 16 de noviembre de 2017, cuando estos debían circunscribirse a los efectuados entre el 
25 de mayo y el 20 de noviembre de dicho año. Además, no se aprecia relación directa con los 
gastos subvencionables previstos por el Decreto 39/2017, de 27 de junio, por el que se regula la 
concesión directa de subvención a la Fundación +34 para la atención de ciudadanos de CLM que 
se encuentran en situación de especial necesidad fuera del territorio nacional, de facturas tales 
como las de combustible en estaciones de servicio españolas, peajes en autopistas nacionales, un 
hotel en Toledo o alquileres (de autorenting y vivienda en Valladolid), todo ello por importe de 872 
euros37. 

Finalmente, en el expediente no consta que el beneficiario haya informado en las actividades 
subvencionadas de la financiación de la JCCM, incluyendo, en las posibles actuaciones de 
publicidad o difusión que se realizaran, la imagen corporativa de la Junta. 

2.  Subvenciones concedidas por el Decreto 7/2016, de 15 de marzo de 2016, por el que se 
regula la concesión directa de subvenciones de carácter excepcional de la Presidencia de la 
JCCM. 

Se han revisado 24 expedientes, los cuales incluyen las ayudas concedidas, en base a lo previsto 
en el citado Decreto, para las anualidades 2016 y 2017.  

 

                                                
37

 En relación con las alegaciones de la CA relativas a otros gastos sobre los que se afirma su directa relación con el 
gasto corriente de la Fundación, como se indica en el Informe, aunque sean de esa naturaleza, se realizaron fuera del 
plazo previsto en la norma aplicable, que es lo que se viene a señalar en el Informe. Finalmente, en relación con los 
gastos para los que no se aprecia relación directa con los gastos subvencionados por el Decreto 39/2017, aunque la CA 
indica que determinado gasto se debe a la asistencia de representantes de la Fundación a las Cortes regionales, 
teniendo ello “relación directa con la actividad objeto de subvención”, durante la fiscalización se ha apreciado que este 
gasto puede tener relación directa con la actividad general de la beneficiaria, pero no tiene cabida (al igual que el resto 
de los señalados en el Informe) en el ámbito de los gastos subvencionados en particular con la ayuda analizada. 
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En el ejercicio fiscalizado los gastos ascendieron a 105 miles de euros (65 miles otorgados a 
corporaciones locales y 40 miles a entidades sin ánimo de lucro). Del análisis realizado se observa 
que: 

 En relación con la acreditación del cumplimiento de los requisitos para ser beneficiario, el 
Anexo I del Decreto 7/2016 recoge la fórmula de la declaración responsable, sin que el órgano 
gestor realizara actuaciones posteriores para la comprobación de su veracidad.  

 El artículo 37 del Decreto 21/2008 establece que “el expediente, incluirá (…) una memoria 
del órgano gestor de las subvenciones, competente por razón de la materia, justificativa del 
carácter singular de las subvenciones, de las razones que acreditan el interés público, social o 
humanitario, u otras que justifican la dificultad de su convocatoria pública”, sin que ello figure en 
ningún caso, limitándose la resolución de concesión de cada una de las ayudas a trasladar el 
contenido del artículo 1 del Decreto 7/201638. 

 El procedimiento para la determinación de la cuantía individual de cada ayuda no se 
contiene en las bases reguladoras, procediendo, en la mayoría de los casos, a estimar 
parcialmente la solicitud presentada, por lo que el importe finalmente concedido (limitado a lo 

establecido en el artículo 10 de las bases reguladoras39) no ha sido determinado en base a 

criterios objetivos. 

 Se concede una subvención al Banco de Alimentos de Toledo por 15.000 euros a distribuir 
entre los ejercicios 2016 y 2017, resaltándose en la memoria de solicitud de ayuda la adquisición 
de productos "de difícil donación" es decir, que no es fácil conseguir en colectas, grandes 
recogidas u otros medios. A pesar de ello, en la cuenta justificativa presentada, aparecen compras 
de alimentos (5.921 euros) tales como leche, galletas, azúcar y legumbres, los cuales no pueden 
calificarse de esa forma, mientras que el resto de gastos incluidos, hasta los 15,5 miles de euros 
totales, son gastos de personal y de gestión. 

II.7.7. Gasto sanitario 

A) EL SISTEMA SANITARIO PÚBLICO EN CLM 

El Sistema Nacional de Salud está integrado por el conjunto de los Servicios de Salud de la 
Administración del Estado y de las CCAA. En CLM, en desarrollo de lo establecido por su EA en 
materia de sanidad e higiene, la Ley 8/2000, de 30 de noviembre, de Ordenación Sanitaria de 
CLM creó el SESCAM, como organismo autónomo (OA) adscrito a la Consejería de Sanidad, 
siendo desde enero de 2002 la entidad encargada del sistema de prestaciones sanitarias públicas 
en la CA. 

Entre las funciones de este OA se encuentran la ejecución y gestión de las prestaciones sanitarias 
que le sean asignadas; la gestión, conservación y mantenimiento de los centros, servicios y 
establecimientos sanitarios; la óptima distribución de los medios económicos afectos a la 
financiación de los servicios y prestaciones sanitarias asistenciales; la mejora continua de la 
calidad y modernización de los servicios; el estímulo a la formación continuada, la docencia y la 
investigación científica; la gestión de las prestaciones farmacéuticas y complementarias que le 

                                                
38

 La CA alega que la memoria justificativa es la incluida en el expediente de tramitación del propio Decreto 7/2016, 
norma que tiene carácter indefinido. No obstante lo anterior, se entiende que cada subvención que pretenda tramitarse 
con base en el mismo, debe llevar una memoria justificativa particularizada de los hechos y circunstancias que hacen 
acreedora de la ayuda a la correspondiente actividad, sin que sean admisibles remisiones genéricas a lo dispuesto en 
dicho Decreto u otra norma. 

39
 “La cuantía máxima por cada subvención y para un mismo beneficiario no podrá exceder de 50.000 eros en el mismo 

ejercicio presupuestario”. 
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correspondan; y la gestión de los recursos humanos, materiales y financieros que le sean 
asignados para el desarrollo de sus funciones.  

Por lo que respecta a su organización, el Decreto 166/2015, de 14 de julio, regula la estructura 
orgánica y funciones del SESCAM, adaptándose a la estructura de la Administración regional que 
establece el Decreto 46/2015, de 5 de julio. El SESCAM se estructura en los órganos centrales 
(Consejo de Administración, Presidencia del Consejo, Dirección-Gerencia y órganos directivos 
dependientes de esta) y periféricos (Gerencias de Atención Integrada, de Atención Primaria, de 
Atención Especializada, de Ámbito Regional). La estructura periférica a 31 de diciembre de 2017 
constaba de 14 hospitales y 204 centros de salud. El número total de tarjetas individuales 
sanitarias expedidas era de 1.937.550 (cifra similar a la del cierre de 2016, con una ligera 
disminución), estando prevista, además, la posibilidad de conciertos para la prestación de 
servicios sanitarios con medios ajenos. 

La ratio número de tarjetas sanitarias expedidas por centro de salud, en cada una de las 14 
Gerencias de Atención Integrada, parte de las 4.424 en la de Cuenca hasta alcanzar las más de 
14.000 en Manzanares y Toledo, siendo la cifra media de tarjetas asignadas por centro de salud 
de 9.497. 

Según prevé el artículo 83 de la Ley 8/2000, el SESCAM está sujeto a la función interventora de 
acuerdo con lo dispuesto en el TRLH. No obstante, el Consejo de Gobierno, con fecha 28 de 
octubre de 2008, y en función de la habilitación conferida por ese mismo artículo, acordó someter 
a control financiero permanente, como único sistema de control, a determinados órganos 
periféricos del SESCAM. 

B) PLANIFICACIÓN DE LAS ACTUACIONES EN EL ÁREA DE SALUD  

El artículo 15 de la Ley 8/2000, de 30 de noviembre de Ordenación sanitaria de CLM establece 
que el Plan de Salud es el instrumento de planificación estratégica, dirección y ordenación del 
Sistema Sanitario de CLM, sin que se haya acreditado la aprobación del que abarcase el ejercicio 
fiscalizado. Dicha ausencia supone, además, que tampoco se está dando cumplimiento al artículo 
82.2 de la Ley 8/2000, donde se indica que el proyecto del presupuesto del SESCAM se basará 
en las previsiones del plan de salud anterior y en la provisión de servicios sanitarios que se le 
haya encomendado. 

Por otra parte, el SESCAM aprobó el Plan de renovación del equipamiento tecnológico 
(2016-2021), con una dotación de 26 millones de euros y con objeto de la renovación o, en su 
caso, sustitución del material de alta tecnología para ofrecer una mayor vida útil, añadiendo 
nuevas funcionalidades a los equipos instalados. El plan abarca tanto equipos de media, como 
alta tecnología. Dicho plan no parece haber tenido un especial efecto en el ejercicio fiscalizado, 
pues, de la evolución con respecto al 2016 del número de pruebas con equipamiento que facilite el 
diagnóstico incruento o poco agresivo, se observa un descenso del número, en lugar del aumento 
esperable de una mayor inversión y mejores equipos nuevos y menos obsoletos. 

Durante el ejercicio fiscalizado concluyó la aplicación del Plan Director de atención a la cronicidad 
2014-2017, mediante el cual se implantó un protocolo de actuación al paciente crónico en todo el 
ámbito socio-sanitario. Sin embargo, no se ha acreditado la evaluación ni parcial ni final de dicho 
plan, cuyos resultados debían haberse tomado en cuenta para la elaboración de los nuevos 
instrumentos de planificación, dada la importancia sostenida (y coste) que suponen estas 
patologías crónicas. 
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categorías que prestaron servicios al SESCAM durante el ejercicio fiscalizado se situaría en torno 
a los 10.000. 

En 2016, al menos 39 trabajadores eventuales podrían encontrarse en la situación descrita en el 
artículo 9.3 de la Ley 55/2003 (más de dos nombramientos para la prestación de los mismos 
servicios por un período acumulado de doce o más meses en un período de dos años) y que hace 
necesario el estudio de la creación de una plaza estructural en la plantilla. Adicionalmente, la 
Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea en el asunto C-16/15, de 14 de septiembre 
de 2016, resuelve que la utilización de nombramientos de duración determinada sucesivos para 
atender necesidades permanentes en el sector de los servicios de salud es contraria al derecho 
de la Unión, lo que obliga a arbitrar soluciones para estas situaciones de temporalidad, no solo en 
el ámbito del SESCAM, sino para el resto de la Administración Autonómica. Con los datos 
facilitados para el ejercicio 2017 por la CA no se puede realizar el cálculo correspondiente. 

El artículo 48 de la LP para 2017 establecía que la contratación de nuevo personal temporal 
(estatutario o laboral) se encontraba restringida exclusivamente a casos excepcionales en los que 
se pretendieran cubrir necesidades urgentes e inaplazables, no habiéndose desarrollado el 
procedimiento mediante Orden específica de ejecución presupuestaria, toda vez que los mismos 
fueron aprobados en el mes de septiembre de dicho año. No obstante, el artículo 22.4 de la Ley 
1/2012 de 21 de febrero, de Medidas Complementarias para la Aplicación del Plan de Garantías 
de Servicios Sociales, excepciona de autorización previa a aquellas contrataciones para suplir 
períodos vacacionales y aquellas de carácter urgente. 

La recurrencia de contrataciones de personal laboral o estatutario temporal, este último con 
carácter de eventual, para atender necesidades coyunturales, si bien no supone un 
incumplimiento normativo, sí es un indicador que aconsejaría revisar el adecuado tamaño y 
configuración de las plantillas.  

Por otra parte, a 31 de diciembre de 2017 un total de 726 efectivos (732 en 2016) se encontraba 
ocupando plaza en virtud de nombramiento bajo la modalidad de “promoción interna temporal”. El 
52 % del personal realizando estas funciones era no sanitario (personal de administración y 
servicios).  

Durante el tiempo en que se realicen las funciones en promoción interna temporal, el personal 
percibe las retribuciones correspondientes a las funciones efectivamente desempeñadas, 
manteniéndose en servicio activo en su categoría de origen, de acuerdo con el pacto firmado entre 
el SESCAM y las organizaciones sindicales, con entrada en vigor en 2009. Se aprecia el riesgo de 
que los nombramientos amparados en dicha figura supongan una consolidación de hecho de 
situaciones previstas por la norma con carácter temporal. Así, en particular, 366 personas 
acumulaban periodos superiores a tres años en dicha situación y 25 de ellas, más de 20 años. 

En relación con las cuantías a percibir por el personal al servicio de las instituciones sanitarias en 
concepto de productividad variable destinada a retribuir la consecución de los objetivos 
presupuestarios y asistenciales programados, el SESCAM ha informado que no se abonó ninguna 
cuantía en concepto de productividad variable del personal directivo en el ejercicio fiscalizado.  

Por otro lado, durante el ejercicio solo consta un nombramiento en ejecución de sentencia judicial. 

Finalmente, cabe señalar que, por Resolución de 28 de febrero de 2017, la IGCA aprobó el Plan 
de Control Financiero del SESCAM, sobre la gestión realizada tanto por los servicios centrales, 
incluyendo las gerencias de ámbito territorial (de Coordinación e Inspección y de Urgencias, 
Emergencias Y transporte Sanitario), como por las gerencias de atención especializada, primaria y 
de atención integrada, encontrándose entre los objetivos el análisis del régimen de jornada del 
personal no sanitario, los encargos complementarios de funciones y el personal contratado para 
guardias en especializada. En los informes de cuatro de las gerencias de atención integrada se 
pone de manifiesto que permanecen sin subsanar deficiencias de 2016, entre las que destaca la 
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Según indican los artículos 66 y 67 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, los 
hospitales generales del sector privado que lo soliciten se vincularán al Sistema Nacional de Salud 
cuando las necesidades asistenciales lo justifiquen. Esta vinculación a la red pública se realizará 
mediante convenios singulares. 

En fiscalizaciones de ejercicios anteriores se señaló el empleo de esta figura para la concertación 
de prestaciones particulares, por tanto con una finalidad similar a la de los conciertos de asistencia 
sanitaria, pero sin garantizarse por esta vía los principios básicos de promoción de la 
concurrencia, de publicidad y de libertad de acceso a las licitaciones, exigidos por la normativa 
reguladora de la contratación pública, así como la existencia de convenios singulares suscritos 
con centros sanitarios privados ubicados en el territorio de otras CCAA limítrofes a CLM, a pesar 
de la excepcionalidad de esta posibilidad, sin que el SESCAM haya acreditado medidas dirigidas a 
corregir estas deficiencias. De los siete nuevos convenios suscritos en 2017, dos lo fueron en 
territorio de otra CA. 

Durante 2017, el SESCAM llevó a cabo diversas actuaciones de control de la facturación de los 
centros conveniados con las Gerencias de Atención Integrada de Guadalajara, Albacete, Talavera 
de la Reina, Cuenca y Toledo. En las actuaciones se pusieron de manifiesto determinadas 
deficiencias en la facturación realizada al SESCAM por los centros privados. 

En relación con la facturación a la Gerencia de Ciudad Real por un centro privado bajo convenio, 
resultó que se había facturado un marcapasos no implantado, procediéndose al abono del mismo 
(2,8 miles de euros). Este hecho fue comunicado en septiembre de 2017 al citado centro, el cual 
confirma que no se implantó tal producto, pero no procede a la devolución o compensación del 
importe. No es hasta el 3 de junio de 2019, tras las actuaciones realizadas en la fiscalización, 
cuando el centro emite una factura negativa donde se indica “abono de factura 16/6/17 de fecha 
17/11/2016 facturado un marcapasos no puesto al paciente”. 

En relación con la Gerencia de Cuenca, el SESCAM no ha acreditado la toma de medidas para 
solventar las deficiencias procedimentales asociadas a la facturación, puestas de manifiesto en el 
control, donde se indicaba que “77 consultas externas incluidas en el convenio singular de 
vinculación, se facturaron a pacientes que tenían orden de asistencia para tratamiento de 
radioterapia, por lo que debería aclararse si estas consultas, cuando son previas al inicio del 
tratamiento están o no incluidas dentro de la tarifa del procedimiento de radioterapia completo tal 
como está definido en el convenio”. Así, no se han realizado las oportunas adendas al convenio o 
dictado las notas interpretativas necesarias para tal aclaración. 

En las auditorías de seguimiento de la facturación de la actividad concertada relativa a la Gerencia 
del Complejo Hospitalario de Toledo y de Talavera de la Reina se deja patente la necesidad de 
revisar el procedimiento de validación y abono de las facturas derivadas de la prestación de 
servicios de asistencia sanitaria a través de medios ajenos de manera que, de forma previa a la 
tramitación a realizar por el órgano administrativo, las facturas dispongan del visto bueno desde el 
punto de vista asistencial, comprobándose no solo que el paciente facturado fue previamente 
remitido por el SESCAM, sino que la prestación facturada corresponde con la realizada. Dicha 
comprobación solo se puede efectuar mediante la revisión de los informes médicos remitidos por 
los centros concertados, actuación que, en general, no se viene realizando. Una vez que la factura 
dispone de la conformidad asistencial, la documentación médica ha de incorporarse en la historia 
clínica correspondiente, lo que tampoco se realizaba de forma adecuada. 

La necesidad de contar con los informes médicos derivados de la asistencia facturada, 
considerados en el control como imprescindibles para validar las facturas, no se ha acreditado por 
parte de ninguna de las gerencias anteriores. 

Adicionalmente, cabe señalar que el control detectó que los documentos de derivación de los 
pacientes de larga estancia ingresados, en particular, en los Centros Casta Guadarrama y Arévalo 
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El incremento anterior en los costes viene estrechamente relacionado con la progresiva 
introducción en el mercado de nuevos medicamentos antidiabéticos no insulínicos de elevado 
precio, lo que supone un impacto presupuestario cercano a los cinco millones de euros en el 
ejercicio. Por su parte, el efecto de dos nuevos anticoagulantes orales (antitrombóticos) supera los 
tres millones de euros. Otros notables incrementos están relacionados con el mayor uso de 
fármacos en patología de alta prevalencia, como dolor crónico, enfermedad mental y enfermedad 
prostática. 

En 2017, el SESCAM reconoció obligaciones por importe de 519.835 miles de euros derivadas del 
gasto de facturas de recetas médicas, presentadas mensualmente por los respectivos Colegios 
Provinciales Farmacéuticos (correspondientes al periodo diciembre de 2016 a noviembre de 
2017), habiendo sido abonadas en el ejercicio. 

La revisión de la facturación de las recetas presentadas por los mencionados colegios oficiales dio 
lugar a la devolución de 13.609 recetas, por un importe de 278 miles de euros. 

2. Sostenibilidad del gasto farmacéutico 

El título VII de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad regula la transparencia y 
sostenibilidad del gasto sanitario, estableciendo para las CCAA la obligación de remisión periódica 
al MINHAFP de la información correspondiente al gasto farmacéutico hospitalario, gasto en 
productos farmacéuticos y sanitarios (con y sin recetas médicas u orden de dispensación) y el 
gasto en inversiones reales en el ámbito sanitario, así como las medidas (y grado de avance) para 
mejorar la eficiencia y sostenibilidad del sistema sanitario. 

Además, el artículo 113 de la citada Ley crea un Instrumento de Apoyo a la Sostenibilidad del 
Gasto Farmacéutico y Sanitario de las CCAA, de adhesión voluntaria. Una vez producida la 
adhesión, la variación interanual a ejercicio cerrado del gasto farmacéutico, tanto hospitalario 
como en productos farmacéuticos y sanitarios por recetas médicas u orden de dispensación, y el 
gasto farmacéutico, tanto hospitalario como en productos farmacéuticos y sanitarios sin recetas 
médicas u orden de dispensación no puede ser superior a la tasa de referencia de crecimiento del 
PIB de medio plazo de la economía española previsto en el artículo 12.3 de la LOEPSF. 

Posteriormente, por Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos de 
31 de marzo de 2016, sobre condiciones adicionales a cumplir por las CCAA adheridas al Fondo 
de Financiación a CCAA, compartimento FLA 2016, se indica que aquellas que incumplieran el 
objetivo de déficit de 2015, situación en que se encontraba CLM, debían adherirse al citado 
instrumento de apoyo para poder disponer de los fondos asignados para el segundo trimestre del 
citado 2016. 

CLM se adhirió en 2016 al Instrumento de Apoyo a la Sostenibilidad del Gasto Farmacéutico y 
Sanitario por Acuerdo del Consejo de Gobierno de 17 de mayo de 2016, y mediante Adenda de 18 
de mayo de 2016 al protocolo de colaboración entre la Administración General del Estado y 
Farmaindustria.  

En relación con el FLA 2017, por Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos de 2 de marzo de 2017, sobre condiciones adicionales a cumplir por las CCAA 
adheridas al Fondo de Financiación a CCAA, compartimento FLA 2017, se establece que aquellas 
debían de cumplir, para poder disponer de los nuevos fondos, además de con el resto de 
condiciones establecidas hasta el momento, también con las nuevas incluidas en el citado 
acuerdo. Entre las nuevas condiciones, la número 27, consistente en la adhesión al convenio de 
colaboración suscrito por la Administración General del Estado con Farmaindustria el 29 de 
diciembre de 2016, no ha sido llevada a cabo por CLM, tal como se indica en el epígrafe II.7.4. 
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A 31 de diciembre de 2017, el número total de pacientes en espera estructural quirúrgica en CLM 
ascendía a 36.180, destacando tanto el mayor tiempo medio de espera como el mayor porcentaje 
de pacientes con más de seis meses de espera, en ambos casos, sobre la media de los servicios 
de salud de todas las CCAA. Además, el tiempo medio de espera quirúrgica se ha incrementado 
ligeramente sobre 2016 (162 días). 

En la fecha señalada, el número total de pacientes pendientes de una primera consulta era de 
49.889 y el tiempo medio de espera para acceder a ella era de 46 días, inferior al de la media 
nacional. Por su parte, el porcentaje de pacientes que esperaba más de sesenta días para la 
consulta fue del 26 %, frente al 38 % de media nacional. Este tiempo medio de espera sufre, 
igualmente, un empeoramiento respecto a 2016 (42 días). 

El incremento de actividad en el área de consultas, en el que se ha fundamentado la importante 
disminución de la lista de espera relativa, ha influido no obstante en un aumento de demanda de 
las otras dos áreas, tanto quirúrgica como de realización de técnicas diagnósticas y terapéuticas. 
El aumento de demanda en esas dos áreas se ha paliado con la derivación de 4.449 
procedimientos quirúrgicos y un total de 55.923 técnicas (fundamentalmente del ámbito de la 
radiología, también por la carencia de suficientes especialistas en esta materia). No obstante, el 
tiempo medio de espera en técnicas ha aumentado en siete días. 

Además de lo anteriormente manifestado por la CA, se observa cómo por ejemplo para el 
Complejo Hospitalario de Toledo el incremento de las listas quirúrgicas es destacable en algunas 
especialidades como traumatología, en la que el tiempo medio de espera se situaba en 2017 en 
346,13 días. 

Por otro lado, los datos mostrados en el Portal de Transparencia sobre listas de espera para ese 
mismo centro hospitalario no eran homogéneos en los años 2015-2017. Así en relación con las 
especialidades que componen la lista de espera de consultas externas, en 2015 se consideraron 
22, mientras que en 2016 fueron 20 y en 2017, 21. Entre las técnicas que componen la lista de 
espera de técnicas diagnósticas, en 2015 y 2017 constaban 10 especialidades técnicas, mientras 
que en 2016 solo había siete. 

El citado aumento de las listas de espera quirúrgica, unido a la estabilidad del número de 
intervenciones quirúrgicas programadas en el período 2015-2017 (en torno a las 106 mil), apuntan 
a que, con el presupuesto asignado (el cual ha experimentado un incremento del 8 % entre 2014 y 
2018), salvo que se promuevan medidas para una más eficiente utilización de los recursos 
disponibles, no es posible agilizar la actividad quirúrgica y, por ende, disminuir las listas de espera.  

Por otra parte, la Ley 3/2014 de 21 de julio de garantía de la atención sanitaria y del ejercicio de la 
libre elección en las prestaciones del SESCAM establece: 

 En su artículo 3, en relación con los tiempos máximos de respuesta, la regulación 
reglamentaria de los niveles de priorización y tiempos mínimos, lo cual no se ha producido hasta 
la fecha.  

 En el artículo 9 la obligación de elaboración por parte de la Consejería responsable de la 
gestión sanitaria de un informe anual de listas de espera para su remisión a la Comisión 
competente de las Cortes de CLM en el primer semestre del año natural, sin que se hayan 
remitido los relativos a los ejercicios 2016 y 2017. 

Como medida tendente a la racionalización de los recursos, a lo largo del período 2016-2017 se 
han desarrollado e implantado las denominadas vías clínicas, las cuales han ido cubriendo las 
principales patologías, y tienen como objetivo estandarizar los procesos asistenciales, facilitando 
al profesional sanitario la toma de decisiones y así disminuir la variabilidad existente cuando ello 
sea posible, además de mejorar la coordinación entre la atención primaria y la hospitalaria. No 
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obstante, no se ha remitido documentación acreditativa ni de la aprobación de dichos protocolos ni 
de los efectos derivados de su implantación. 

Por su parte, la media de pacientes por día a atender por los médicos de familia de la atención 
primaria fue de 35,5 y de 25,5 por los pediatras. En general, los servicios de salud públicos vienen 
trabajando con planes de gestión de la demanda y creación de agendas con diez minutos por 
paciente (si bien no se ha acreditado la aprobación formal de planes o protocolos de gestión de la 
demanda), de lo que se deduce que las cifras medias anteriores superarían para médico de 
familia de atención primaria el estándar de los diez minutos. 

Finalmente, cabe señalar la creación42 de las Unidades de Continuidad Asistencial de 
Atención Primaria, cuyo objetivo es ofrecer una atención integral a los pacientes crónicos y 
pluripatológicos de las áreas de salud, integrando la atención primaria con la atención hospitalaria, 
evitando así los ingresos hospitalarios y visitas a los servicios de urgencias, así como la atención 
a pacientes en fase diagnóstica no demorable. Se pretende integrar en un solo acto las múltiples 
consultas con los especialistas a las que se somete este tipo de pacientes que necesitan 
frecuentemente asistencia hospitalaria, evitando duplicidades y racionalizando los recursos. No 
consta la realización de informes formales de valoración de la eficacia en la consecución de los 
objetivos asignados a estas unidades43. 

3. Aplicaciones dirigidas a la gestión de los datos clínicos de los pacientes 

Durante el ejercicio fiscalizado se llevaron a cabo actuaciones para coordinar y potenciar la 
utilización de los sistemas de información clínico asistencial tanto de atención especializada como 
de atención primaria. La integración de sistemas de atención especializada en hospitales se 
encontró con la dificultad de no contarse con una versión centralizada, al disponer cada centro de 
la suya propia, lo que ha dificultado las actualizaciones y la integración en sí de todos las 
hospitales, además de con el sistema existente en atención primaria. Una de las deficiencias que 
no fue solucionada durante el ejercicio fiscalizado es la relativa a la heterogeneidad en la 
identificación de pacientes en los hospitales, al no existir aún un número de historia clínica 
homogeneizado.   

4. Libre elección de los servicios sanitarios 

El artículo 4 de la Ley 3/2014, de 21 de julio de garantía de la atención sanitaria y del ejercicio de 
la libre elección en las prestaciones del SESCAM, establece en el ámbito de la atención primaria 
la libre elección de médico de familia, pediatra y enfermero dentro de la misma zona básica de 
salud y, en el ámbito de la atención hospitalaria, la libre elección de centro. Dado que la CA no 
realiza encuestas de calidad en relación con la atención recibida, no se estaría contemplando la 
valoración de los centros por parte de los usuarios, por lo que al no disponer la Administración de 
la información sobre las preferencias de los usuarios, la eficiente planificación de la asignación de 
recursos podría verse afectada, al existir centros susceptibles de ser más demandados por los 
usuarios, necesitando más recursos para una adecuada respuesta. 

En este sentido, el artículo 69 de la citada ley establece, entre las funciones del SESCAM, la de 
realizar “la óptima distribución de los medios económicos afectos a la financiación de los servicios 
y prestaciones sanitarias asistenciales que le asigne el Sistema Sanitario de CLM”.   

 

                                                
42

 Estas unidades se han implantado en las áreas sanitarias de Guadalajara, Albacete, Hellín, Cuenca y Toledo. 

43
 La CA ha remitido, con posterioridad a la finalización del plazo para realizar alegaciones, dos informes que denomina 

de “valoración de la eficacia en la consecución de los objetivos asignados”, relativos a dos de estas unidades, cada uno 
respondiendo a un modelo diferente, sin fechar ni firmar. 
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A) EVALUACIÓN AMBIENTAL 

Corresponde al Estado la legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de 
las facultades de las CCAA de establecer normas adicionales de protección, de acuerdo con el 
artículo 149.1.23 de la Constitución. Conforme al artículo 32.7 del EA de CLM, la Comunidad 
asume competencias para el desarrollo legislativo y ejecución de la protección del medio ambiente 
y de los ecosistemas, en el marco de la legislación básica del Estado. 

Mediante la Ley 4/2007, de 8 de marzo, de Evaluación Ambiental en CLM (LEA), según su 
exposición de motivos, se pretendía integrar los aspectos ambientales desde una fase temprana 
en la elaboración y aprobación de planes y programas, que deban aprobar las administraciones 
públicas, así como, evaluar el impacto ambiental de determinados proyectos públicos y privados, 
para alcanzar un elevado nivel de protección del medio ambiente y promover el desarrollo 
sostenible. Por su parte, mediante el Decreto 178/2002, de 17 de diciembre, se aprobó el 
Reglamento General de desarrollo de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Evaluación de Impacto 
Ambiental de CLM. 

En relación con las evaluaciones ambientales, la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación 
Ambiental, señala en su DF undécima, a los efectos de su aplicación como legislación básica, que 
las CCAA que dispusieran de legislación propia en materia de evaluación ambiental deberían 
adaptarla a lo dispuesto en esta Ley en el plazo de un año desde su entrada en vigor, adaptación 
que no se ha llevado a cabo en el caso de CLM. El dictado de la norma estatal ha llevado a una 
aplicación limitada de lo dispuesto en la LEA y el Decreto 178/2002 que, aunque permanecen 
vigentes, solo son aplicables en aquello en lo que no se opongan a la anterior. Así, con fecha 3 de 
octubre de 2017, la CA sustanció una consulta pública sobre el anteproyecto de una nueva ley de 
evaluación ambiental, tras la cual, el 5 de febrero de 2019 se ha aprobado el correspondiente 
proyecto de ley. 

La Viceconsejería de Medio Ambiente tiene atribuida, entre otras funciones, la planificación y 
programación de la política medioambiental en materia de evaluación, impacto y control ambiental; 
la evaluación del impacto ambiental de proyectos, planes y programas, así como la autorización 
ambiental integrada.  

Del análisis de la estructura de esta Viceconsejería se aprecia que, en los casos en los que el 
papel de órgano sustantivo o promotor de programas o proyectos sujetos a evaluación ambiental 
también le corresponde, las unidades administrativas competentes para ejercitar tales funciones 
se ubican dentro de dicha Viceconsejería, al igual que el órgano medioambiental, por lo que no se 
da una adecuada separación de funciones. 

Al igual que se advirtió en el ejercicio precedente, la CA no tenía constituido el registro público de 
infractores dependiente del órgano ambiental, previsto en el artículo 52 de la LEA, en el que han 
de reflejarse los datos identificativos del infractor cuya sanción sea firme, la tipificación de la 
infracción, así como cuantas medidas, sanciones, multas, indemnizaciones e inhabilitaciones 
hubieran procedido. 

Persiste también la situación de los ingresos derivados de la imposición de sanciones establecidas 
en la LEA, los cuales no quedan afectados a la protección del medio ambiente, en contra de lo 
que prescribe el artículo 43 del citado texto legal. Del mismo modo, no existían procedimientos 
para la debida afectación de los ingresos obtenidos por la recaudación del Impuesto sobre 
determinadas actividades que inciden en el medio ambiente, ni de los recursos procedentes de la 
recaudación del canon eólico, en los términos que establece el artículo 67 de la Ley. 
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B) MONTES Y GESTIÓN FORESTAL SOSTENIBLE 

La Ley 3/2008, de 12 de junio, regula los montes y la gestión forestal sostenible de CLM (LM). 

Si bien la CA no contaba con un registro de montes de titularidad privada en sentido estricto, tal 
como prevé el artículo 17 de la LM, sí disponía de una base de datos con información sobre los 
mismos.  

Por Orden de 28 de marzo de 2011, de la Consejería de Agricultura y Medio Ambiente, se 
establece el Registro de los Montes Protectores y Montes Singulares de CLM, en cumplimiento de 
lo dispuesto por el artículo 20 de la LM. A 1 de abril de 2018, la CA contaba con 29 montes 
inscritos, con una superficie de 22.511 hectáreas. Aunque se indica que los citados registros 
administrativos son públicos, no existe un acceso a ellos a través de la página web de la JCCM. 

La CA dictó en 2017 dos órdenes de ayudas destinadas a favorecer y revitalizar el asociacionismo 
forestal, en el marco del fomento de la agrupación de montes, públicos o privados previsto en el 
artículo 25 de la LM, donde se establece el objetivo de facilitar una ordenación y gestión integrada 
mediante instrumentos de gestión forestal que asocien a propietarios de pequeños predios 
forestales. En relación con la primera ayuda, se presentaron solo tres solicitudes, sin que se 
admitiera ninguna de ellas y, por lo que se refiere a la segunda, solo nueve solicitantes adquirieron 
la condición de beneficiarios de las mismas. 

En relación con el inventario forestal, el mapa forestal y el inventario de erosión de suelos con que 
cuente la Comunidad, previstos todos ellos en el artículo 27 de la LM, la CA ha desarrollado el 
proyecto GINFOR, de puesta a disposición de los usuarios de la información generada sobre 
modelos de combustible y existencias forestales obtenidas a partir del inventario forestal regional 
de CLM. No obstante, dado que el acceso a la aplicación requiere la identificación completa del 
usuario (nombre, apellidos, DNI), no se considera que cumpla los principios generales de la 
política de datos abiertos.  

Por su parte, el artículo 28 de la LM prevé que el Plan de Conservación del Medio Natural de la 
región es el documento base para la planificación forestal, aprobado por las Cortes Regionales en 
diciembre de 1994. Pese a que dicho artículo señala la necesidad de su revisión al menos cada 
cinco años, la última actuación en este sentido data de 2003. 

La Consejería competente no había elaborado las instrucciones, a las que se refiere el artículo 31 
de la citada Ley, para la ordenación y aprovechamiento de los montes de la región, cuya 
aprobación corresponde al Consejo de Gobierno mediante Decreto. 

Solo los montes en régimen especial de propiedad de la CA en la provincia de Cuenca contaban 
con los instrumentos de gestión forestal indicados en el artículo 32 de la LM, quedando aún 
pendientes las actuaciones sobre el resto de montes de la CA, montes en régimen especial de 
propiedad municipal (de utilidad pública) y montes particulares declarados protectores y 
singulares. 

Según el artículo 38 de la LM, en los aprovechamientos forestales derivados de la ejecución de 
actuaciones financiadas con cargo a los presupuestos de la JCCM, la Consejería dispone de la 
biomasa forestal residual, que ha de destinarse, preferentemente, a su transformación en 
productos energéticos y cuyo importe derivado de la enajenación ha de aplicarse a la 
conservación y mejora de los montes que lo generan. La CA ha indicado no tener constancia de la 
realización de aprovechamientos residuales de manera específica. 

La CA sigue sin contar con un registro público regional de infractores de la LM, pese a lo 
dispuesto por el artículo 96 de esta Ley. 

No se ha aportado información sobre la administración y aplicación del fondo de mejoras al que se 
refiere el artículo 42 de la Ley y que, conforme a la misma, tiene carácter finalista, debiendo 
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destinarse a la conservación y mejora de los montes o grupos de montes catalogados de las 
entidades locales donde se genera, conforme a un plan aprobado por la Consejería. 

C) DECLARACIÓN EMAS 

La Viceconsejería de Medio Ambiente es el organismo competente en la gestión de inscripciones 
en el Registro EMAS de CLM. El sistema comunitario de gestión y auditorias medioambientales o 
Eco-Management and Audit Scheme (EMAS), junto con la Norma ISO 14001, son los dos 
principales referentes para la implantación de sistemas de gestión medioambiental. En concreto, 
el primero es un mecanismo voluntario que está abierto a cualquier organización pública o 
privada, así como a pequeñas y medianas empresas que deseen mejorar su comportamiento en 
materia de medio ambiente. 

Las organizaciones que desean adherirse voluntariamente al Registro EMAS deben previamente 
llevar a cabo un análisis medioambiental inicial, establecer un sistema de gestión medioambiental, 
efectuar una auditoría medioambiental, preparar una declaración medioambiental (de carácter 
público) y, finalmente, obtener una verificación independiente, de su sistema de gestión ambiental, 
de la auditoría interna y de la declaración medioambiental, por parte de un verificador 
medioambiental acreditado. 

Cualquier organización pública o privada que cumpla los requisitos citados en el punto anterior y 
que realice su actividad total o parcialmente en el ámbito territorial de CLM, puede solicitar su 
inscripción en el citado registro. A 1 de julio de 2019 este Registro contaba con ocho inscripciones, 
ninguna de ellas correspondiente a entidades del sector público regional. 

D) CÁNONES DE ADUCCIÓN Y DEPURACIÓN 

La Ley 12/2002, de 27 de junio, Reguladora del Ciclo Integral del Agua establece en su artículo 
8.2, que al Ente Público Infraestructuras del Agua de CLM, le corresponde, entre otras, la gestión 
y recaudación de los cánones de aducción y depuración previstos en la citada ley. 

Ambos cánones se configuran como ingresos de derecho público, con naturaleza de tasa, 
aplicables en el ámbito territorial de la CA y se destinan a la financiación de los gastos de gestión 
y de inversión de las infraestructuras previstas en los respectivos Planes Directores de 
Abastecimiento de Aguas y de Depuración de Aguas Residuales Urbanas, los cuales son 
instrumentos de planificación territorial sujetos a revisión periódica. Entre el contenido mínimo de 
estos planes debe figurar un programa-económico financiero y, en el caso del Plan Director de 
Depuración de Aguas Residuales Urbanas, aspectos con repercusión medioambiental tales como 
la declaración de especial protección de zonas sensibles (zonificación de los recursos hidráulicos), 
así como posibles actuaciones en materia de reutilización  de lodos y aguas residuales depuradas.  

El II Plan de Depuración de Aguas Residuales Urbanas, aprobado en 2010, no concretaba las 
actuaciones a realizar dentro de su ámbito, a pesar de las anteriores previsiones legales. Con 
posterioridad al mismo, no se ha realizado la aprobación de ningún otro plan director, sin que 
tampoco aparezca su estado actual (borrador, proyecto, etc…) en la información que sobre planes 
y programas se muestra en la página institucional de la CA. Por lo tanto, la CLM no dispone de los 
elementos de planificación necesarios para establecer las bases de la gestión del agua en materia 
de abastecimiento y depuración. 

Como consecuencia de lo anterior, no se da adecuado cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 
17 de la Ley 12/2002, el cual prevé que los Presupuestos Generales de la JCCM recojan las 
partidas oportunas para llevar a cabo la ejecución de las infraestructuras previstas en los planes 
directores. 

Además, la ausencia de esta información supone una deficiencia importante en la delimitación de 
los cánones, al no contarse con la información plurianual sobre las inversiones a acometer, 
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importe que también debería ser cubierto por dichas tasas. El único coste que se viene incluyendo 
en su configuración es el de la amortización de las inversiones en uso, que generará un fondo 
aproximado para la renovación de las ya existentes.  

Igualmente, los sucesivos Programas de Inversiones, Objetivos y Actuaciones (PAIF) del Ente 
Público Infraestructuras del Agua de CLM (en el año 2017, el programa de inversiones para la 
ejecución de obras relacionadas con la depuración y el abastecimiento ascendía a 16.771 miles 
de euros) no estarían soportados por el correspondiente plan director.  

En 2017 los ingresos por depuración y abastecimiento ascendieron a 13.856 miles de euros y 
11.084 miles respectivamente, siendo la inversión total en abastecimiento de 168.611 miles de 
euros, 68.223 miles en cesiones de uso (incluyen abastecimiento y depuración) y en depuración 
398.413 miles. 

Respecto a la metodología de cálculo de los cánones, hasta 2014 se utilizaban criterios 
incrementalistas en la actualización de determinados conceptos que conforman el resultado de 
aquellos, lo que no era acorde con lo dispuesto en el artículo 19 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, 
de Tasas y Precios Públicos. 

Por otro lado, la Directiva 91/271/CEE, del Consejo, de 21 de mayo, sobre el tratamiento de las 
aguas residuales urbanas, establece que los Estados miembros deben adoptar las medidas 
necesarias para garantizar que dichas aguas son tratadas correctamente antes de su vertido y 
para ello, la norma comunitaria impone la obligación de someter dichas aguas residuales a 
tratamientos, siendo los criterios que utiliza para su fijación el número de 
«habitantes-equivalentes», y las «aglomeraciones urbanas», así como la mayor o menor 
sensibilidad de la zona en la que van a realizarse los vertidos. 

En el ámbito de la CA, en 2017,  en las aglomeraciones urbanas de más de 2.000 
habitantes-equivalentes constaban un total de 223 estaciones depuradores de aguas residuales 
(EDARES), de las cuales Infraestructuras del Agua de CLM gestionaba 125, encontrándose en 
situación de no conformidad con la normativa comunitaria un total de 39 (30 de ellas incursas en 
un procedimiento sancionador comunitario). Además, 27 municipios de más de 2.000 habitantes 
no contaban con EDAR, pese a ser ello obligatorio por imposición de la citada Directiva en el 
ejercicio fiscalizado.  

Finalmente, por Resolución de 19/10/2016, de la Consejería de Fomento, se aprueba la Carta de 
Servicios de la Agencia del Agua, con la que se pretende informar al ciudadano y a los municipios 
sobre los servicios que se prestan desde el OA, los compromisos que se asumen en su 
prestación, así como las garantías en caso de incumplimiento de los mismos, procediéndose a la 
medición del grado de ejecución de aquellos mediante el estudio de los indicadores que en dicha 
carta se definen. A 31 de diciembre de 2018 no se cumplían, al menos, los compromisos que 
exigían publicidad e información pública y tampoco se procedía, con carácter general, a la 
evaluación de ninguno de ellos.  

E) CONTROL DE RESIDUOS Y SUELOS CONTAMINADOS 

Dado que el artículo 12 de la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados, 
atribuía a las CCAA la elaboración los planes autonómicos de gestión de residuos, por Decreto 
78/2016, de 20 de diciembre de 2016, se aprobó el Plan Integrado de Gestión de Residuos de 
CLM. 

De conformidad con lo establecido en el artículo 30 de la Directiva Marco de Residuos y en el 
artículo 14.5 de la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados, el Plan 
Integrado de Gestión de Residuos de CLM ha de evaluarse y revisarse como máximo a los seis 
años de su entrada en vigor, sin que, a 1 de abril de 2019, se hubiese llevado a cabo aún una 
evaluación intermedia del mismo para obtener conclusiones parciales derivadas de su ejecución. 
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En el marco del Procedimiento de Infracción CE nº2015/2192 se ha identificado un total de 68 
depósitos ilegales de residuos de construcción y demolición en CLM, tanto de titularidad pública 
como privada. A la vista de ello, desde el ejercicio 2016 se iniciaron actuaciones sobre 23 
emplazamientos de titularidad pública, con un coste total, al cierre de 2018, de 1.617 miles de 
euros. 

Respecto a los emplazamientos de titularidad privada, se han emprendido actuaciones contra los 
responsables del vertido o bien los titulares de los terrenos, lo que ha llevado a que a 1 de marzo 
de 2019 se hubieran restaurado doce emplazamientos. 

Asimismo, la Comisión Europea, en el transcurso del procedimiento antes señalado, aceptó la 
exclusión del mismo de otros tres emplazamientos. 

En relación con los 30 restantes, se ha estimado un coste de restauración por parte de la 
Administración, en caso de realizarse por vía de ejecución subsidiaria, de dos millones de euros. 

Respecto a los depósitos ilegales de neumáticos, la CA ha manifestado a las autoridades 
competentes su interés para la cofinanciación de las medidas adoptadas para la gestión de 
neumáticos al final de su vida útil en el marco del Programa Operativo FEDER CLM 2014-2020. 
Las operaciones previstas al respecto alcanzaban siete emplazamientos, con un presupuesto 
inicial de 6.353 miles de euros. 

A 1 de marzo de 2019, se habían concluido las actuaciones relativas a cinco emplazamientos, con 
un coste de 5.258 miles de euros. Para los otros dos emplazamientos restantes se habían iniciado 
los procedimientos de ejecución subsidiaria por la Administración. 

Finalmente, cabe señalar que, por Sentencia del Tribunal de Justicia la UE de 15 de marzo de 
2017 se declara al Reino de España incumplidor de las obligaciones que le incumben en virtud del 
artículo 13 y del artículo 15, apartado 1, de la Directiva 2008/98/CE, de 19 de noviembre de 2008, 
sobre residuos, al no haber adoptado, respecto de diversos vertederos, cinco de ellos en CLM, las 
medidas necesarias para asegurar que la gestión de los residuos se realizara sin poner en peligro 
la salud humana y sin dañar al medio ambiente y, en particular, sin crear riesgos para el agua, el 
aire o el suelo, ni para la fauna y la flora, y que los residuos vertidos en ellos fueran tratados con 
arreglo a los artículos 4 y 13 de la citada Directiva.  

En el momento del dictado de la sentencia ya habían concluido los trabajos de sellado y 
restauración ambiental de los vertederos en suelo de CLM. 

II.7.9. El sistema educativo en la CA 

El artículo 37 del EA para CLM, atribuye a la CA la competencia de desarrollo legislativo y 
ejecución de la enseñanza en toda su extensión, niveles, grados, modalidades y especialidades, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 27 de la Constitución, sin perjuicio de las facultades que 
se atribuyen al Estado y a la Alta Inspección para su cumplimiento y garantía. Asimismo, en virtud 
de la asunción de competencias educativas transferidas mediante el RD 1844/1999, de 3 de 
diciembre, el Consejo de Gobierno de la JCCM atribuye las competencias, funciones y servicios 
asumidos por la CA en materia de enseñanza no universitaria a la Consejería de Educación. 

Tras el dictado de la LO 2/2006, de 3 de mayo, de Educación (LOE), la CA procedió a aprobar la 
Ley 7/2010, de 20 de julio, de Educación de CLM. No obstante, la ley autonómica no ha sido 
actualizada tras las importantes modificaciones operadas en la LOE por la LO 8/2013, de 9 de 
diciembre, para la Mejora de la Calidad Educativa (LOMCE). 

Según el artículo 3 de la LO 2/2006, el sistema educativo se organiza en etapas, ciclos, grados, 
cursos y niveles de enseñanza. La educación primaria y la educación secundaria obligatoria 
constituyen la educación básica, obligatoria y gratuita para todas las personas. Así, el número de 
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seguimiento y evaluación del funcionamiento de los centros educativos, tiene encomendada la 
supervisión de los documentos de organización y gestión de los centros educativos.  

El artículo 5 del Decreto 77/2002 señala la necesidad de que los centros docentes cuenten con un 
presupuesto. En 2017, 25 centros aprobaron sus presupuestos fuera del plazo establecido en la 
DA segunda del Decreto 82/2016, de 27 de diciembre de 2016, por el que se establecen las 
condiciones específicas a las que debe ajustarse la prórroga de los Presupuestos Generales de la 
JCCM para 2016, y otros ocho no llegaron a aprobarlos.  

Aunque la Orden conjunta de las Consejerías de Economía y Hacienda y de Educación y Cultura 
de 9 de enero de 2003, dispone que la Cuenta de Gestión de cada centro, con diligencia de 
aprobación por el Consejo Escolar, debe remitirse, en la primera quincena del mes de febrero del 
ejercicio siguiente, a la Delegación Provincial respectiva de la Consejería, 26 centros aprobaron la 
relativa al año 2017 fuera de plazo.  

En relación con lo anterior y tras la redacción otorgada a la LOE por la LO 8/2013, de 9 de 
diciembre, el director del centro pasa a ser competente para la aprobación, recogida en su artículo 
122, de la ordenación y utilización de sus recursos, tanto materiales como humanos, a través de la 
elaboración de su proyecto de gestión, lo que ha sido entendido por las Administraciones 
educativas como equivalente a la aprobación del presupuesto y de la cuenta de gestión, debiendo 
solo el Consejo Escolar realizar una “evaluación” (no aprobación), en términos del artículo 127, 
sobre dichos documentos. Ello, en relación con la cuenta sobre la gestión, conlleva una rebaja 
sustancial de las funciones encomendadas a dicho órgano por el vigente artículo 119 de la citada 
LO, donde se indica que “las Administraciones educativas garantizarán la intervención de la 
comunidad educativa en el control y gestión de los centros sostenidos con fondos públicos a 
través del Consejo Escolar”. Además, se genera una diferencia con los centros concertados, 
donde se mantiene la necesidad de aprobación de la cuenta por parte de dicho Consejo.  

La CA ha indicado que su normativa reguladora de la gestión económica (Decreto y Orden), de 
redacción anterior a la LO 8/2013, mantiene las competencias atribuidas inicialmente al Consejo 
Escolar, dado que las atribuciones realizadas a los directores de los centros por el artículo 132.j 
de la LO 2/2006 no se han visto alteradas, señalándose que “la aprobación del presupuesto y de 
la cuenta de gestión de los centros docentes por parte de un órgano colegiado, añade un mayor 
rigor y transparencia a la gestión económica de los centros docentes, y potencia la efectiva 
participación de todos los sectores de la comunidad educativa en la gestión de los mismos”, 
argumento en el cual se coincide. No obstante ello pone de manifiesto, por un lado, la posible 
ilegalidad de las normas reglamentarias autonómicas, al no respetar lo dispuesto en una norma de 
rango superior, y, por otro, la diferente interpretación (y aplicación) que están haciendo las CCAA 
de estos preceptos. 

Según la Orden conjunta antes citada, la cuenta consolidada del ejercicio económico de todos los 
centros debe ser remitida a la Dirección General de Centros Educativos y Formación Profesional, 
antes del 30 de abril, quien formará la cuenta consolidada de todas las Delegaciones Provinciales 
y la remitirá a la Consejería de Economía y Hacienda antes del 30 de junio, a efectos de su 
posterior control por los órganos competentes. La cuenta correspondiente a 2017 fue elaborada el 
22 de enero de 2019, por lo tanto fuera del plazo previsto, sin que se haya acreditado su posterior 
remisión a la Consejería de Economía y Hacienda. 

Se mantiene la situación en el ejercicio fiscalizado de ausencia de verificaciones tendentes a 
comprobar que los centros mantienen un inventario de bienes y derechos completos, valorado y 
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actualizado, ni se lleva a cabo una integración anual de estos en el Inventario General de Bienes y 
Derechos de la CA44.  

Por otro lado, las cuentas anuales del ejercicio fiscalizado no informan, ni recogen provisiones 
contables en relación con el riesgo económico para la CA derivado de la resolución del litigio 
planteado sobre el asunto que se expone a continuación.  

Al amparo de la previsión contenida en la LP de CLM para 2012, quedaba suspendida la 
aplicación del Acuerdo publicado mediante Resolución de 15 de marzo de 1994, de la Dirección 
General de Personal y Servicios, en lo concerniente al abono en concepto de vacaciones de julio y 
agosto para las sustituciones de más de 5 meses y medio, así como para las vacantes, por lo que, 
al personal docente no universitario interino, se le pasaban a abonar las vacaciones 
correspondientes a 22 días hábiles si el nombramiento como interino fue por curso completo, o, de 
los días que proporcionalmente correspondan si el tiempo de servicio durante el año fue menor. 

El cese del personal interino docente coincidiendo con la finalización del curso escolar fue 
cuestionado, por suponer un trato desigual no justificado respecto a los funcionarios docentes fijos 
o de carrera, lo que ha dado lugar a distintas acciones litigiosas. Así, a 1 de julio de 2018, estaban 
pendientes de resolución tanto el recurso de casación ante el Tribunal Supremo n° 1930/17, 
planteado contra la Sentencia n° 5/2017, de 16 de enero del Tribunal Superior de Justicia de CLM, 
como la cuestión prejudicial planteada el 19 de abril de 2017 por dicho Tribunal ante el Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea. En este último caso, se plantea si es compatible con el principio de 
no discriminación una “norma abstracta como la contenida en la LP para 2012”, antes transcrita. 
 
C) LA GESTIÓN DE LOS CONCIERTOS EDUCATIVOS 

1. Los módulos económicos 

De acuerdo con el artículo 117 de la LOE, la cuantía global de los fondos públicos destinados al 
sostenimiento de los centros privados concertados, para hacer efectiva la gratuidad de las 
enseñanzas objeto de concierto, ha de establecerse en los presupuestos de las Administraciones 
correspondientes. A efectos de distribución de la cuantía global, el importe del módulo económico 
por unidad escolar ha de fijarse anualmente en los PGE y, en su caso, en los de las CCAA, no 
pudiendo en estos ser inferior al que se establezca en los primeros. En este sentido, el artículo 53 
de la LP para 2016 establece el módulo económico de distribución de fondos públicos para el 
sostenimiento de centros concertados. 

Pese a que el artículo 117 de la LOE señala que la cuantía global de los fondos públicos 
destinados al sostenimiento de los centros privados concertados, se basa en hacer efectiva la 
gratuidad de las enseñanzas objeto de concierto, la CA, al igual que se observó en el ejercicio 
precedente, no contaba con un estudio específico para la fijación de los módulos 
económicos. En la práctica, su configuración deriva del convenio colectivo del personal docente 
de la educación concertada (módulo salarial) y de la aplicación de los términos establecidos en la 
Ley de PGE para los correspondientes a los módulos de gastos variables y otros gastos. 

En relación con las cantidades correspondientes a los salarios del personal docente, el artículo 
117 de la LOE indica que deben posibilitar la equiparación gradual de su remuneración con la del 
profesorado público de las respectivas etapas. En el acuerdo marco de 2012 entre la Consejería 
de Educación, Cultura y Deportes, los sindicatos y las organizaciones patronales de la enseñanza 
privada concertada, el diferencial máximo de retribuciones entre el profesorado de la enseñanza 
privada concertada con respecto al profesorado de la enseñanza pública se estableció en el 2 %, 

                                                
44

 En las alegaciones, la CA ha informado de un informe de control financiero realizado por la IGCA a un Centro Rural 
Agrupado, integrante de la red de centros de educación básica, en el que se constata que el libro de inventario no se 
cumplimenta, no habiéndose requerido en ningún momento por la Dirección Provincial de Educación. 
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si bien, en acuerdos posteriores, se elevó al 3 %. En diciembre de 2014 se preveía recuperar el 
diferencial del 2 % en el ejercicio fiscalizado, lo que no llegó a hacerse efectivo. En el ejercicio 
fiscalizado, mediante acuerdo de 7 de agosto de 2017, se alude de nuevo al 3 %. 

2. Control interno de la gestión de los centros docentes concertados 

La CA no realizaba actuaciones de oficio dirigidas a comprobar, directamente, si la enseñanza en 
estos centros se estaba realizando en condiciones de gratuidad para los estudiantes, teniendo 
encomendada la Inspección Educativa la actuación en los casos en que se recibiesen denuncias 
sobre el pago obligatorio por servicios prestados por los centros. 

Por otro lado, la nómina del personal docente de los centros concertados se elabora y gestiona 
directamente por la Consejería, en los términos que prevé el artículo 117 de la LOE (los salarios 
del personal docente deben ser abonados por la Administración al profesorado como pago 
delegado y en nombre de la entidad titular del centro). 

En relación con los procesos selectivos de contratación del personal de los centros concertados, 
el artículo 60 de la LO 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación, indica que las 
vacantes del personal docente que se produzcan en los centros concertados han de anunciarse 
públicamente y que el Consejo Escolar del centro establecerá los criterios de selección, que 
deben atender básicamente a los principios de mérito y capacidad.  

En las instrucciones anuales dictadas para regular los distintos procedimientos que afectan a la 
gestión de la nómina de los centros concertados, se viene estableciendo la documentación a 
presentar por los centros cuando se produce el alta de un nuevo profesor (entre ella el certificado 
del Consejo Escolar antes aludido). No obstante, la CA no ha acreditado las comprobaciones 
efectivamente realizadas sobre la documentación que se debe remitir y las medidas dispuestas 
para detectar una potencial falta de remisión de la misma.  

Con fecha 7 de agosto de 2017, se rubricó acuerdo entre la Consejería de Educación, 
Cultura y Deportes, los sindicatos, las organizaciones patronales y de titulares, sobre las medidas 
a tener en cuenta para la reordenación y el mantenimiento del empleo en el sector de la 
enseñanza privada concertada, en virtud del cual se crea la bolsa de recolocación del profesorado 
afectado por la reducción de unidades concertadas, teniendo los centros concertados la obligación 
de utilizar esta bolsa de recolocación cuando necesiten contratar nuevo personal.  

El régimen de justificación de las cantidades abonadas para gastos variables y otros se basa en el 
RD 2377/1985, de 18 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de Normas Básicas 
sobre conciertos educativos. El procedimiento está desarrollado por la Instrucción de la Secretaría 
General de la Consejería de Educación, Cultura y Deportes, sobre la justificación de las 
cantidades percibidas por el concepto "otros gastos" en los centros privados concertados, 
incumpliéndose el plazo de aprobación de las cuentas justificativas de los importes recibidos en 
2017 por parte de seis centros. Además, siete centros enviaron la cuenta justificativa a la 
Consejería con posterioridad a la fecha límite para su remisión.  

Tal como señala el artículo 41 del RD anterior, los centros concertados están sujetos al control de 
carácter financiero de la IGAC. En este sentido, durante el ejercicio fiscalizado, no se ha 
comunicado la realización de controles. 

D)  LA EVALUACIÓN EDUCATIVA Y LOS RESULTADOS DE RENDIMIENTO 

Los artículos 140 y siguientes de la LOE regulan la evaluación del sistema educativo, 
encomendando la misma al Instituto Nacional de Evaluación Educativa y a los organismos 
correspondientes de las Administraciones educativas que estas determinen en el ámbito de sus 
competencias, que en el caso de la CA corresponde a la Consejería de Educación, Cultura y 
Deporte. 
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El citado Instituto, en colaboración con las Administraciones educativas, elabora el Sistema Estatal 
de Indicadores de la Educación con los datos facilitados por las CCAA y coordina la participación 
del Estado español en las evaluaciones internacionales.  

La evaluación del sistema educativo se desarrolla en tres ámbitos: evaluaciones nacionales, 
evaluaciones internacionales e indicadores educativos, analizándose a continuación la nacional. 

Una de las principales modificaciones introducidas por la LOMCE fue las evaluaciones externas 
de fin de etapa. Una primera, al finalizar el tercer curso de Educación Primaria a partir del curso 
2014/15, para comprobar el grado de dominio de las destrezas, capacidades y habilidades en 
expresión y comprensión oral y escrita, cálculo y resolución de problemas; otra evaluación, al 
finalizar sexto curso de Educación Primaria a partir del curso 2015/16, respecto al grado de 
adquisición de la competencia en comunicación lingüística, de la competencia matemática y de las 
competencias básicas en ciencia y tecnología; y finalmente, otra evaluación con efectos 
académicos al finalizar cuarto curso de Educación Secundaria Obligatoria (ESO) y segundo curso 
de Bachillerato, siendo necesaria su superación para obtener los correspondientes títulos a partir 
del curso 2016/1745. 

El Decreto 54/2014, de 10 de julio, por el que se establece el currículo de la Educación Primaria 
en CLM, determina en su artículo 10 que los centros docentes realizarán una evaluación 
individualizada a todos los alumnos y alumnas al final del tercer curso de Educación Primaria, 
según disponga la Consejería competente en materia de educación. En ella se comprobará el 
grado de dominio de las capacidades, destrezas y habilidades en expresión y comprensión oral y 
escrita, en cálculo y resolución de problemas, para valorar el grado de adquisición de la 
competencia en comunicación lingüística y de la competencia matemática. Igualmente, al finalizar 
el sexto curso de Educación Primaria, se realizará una evaluación final individualizada en la que 
se comprobará el grado de adquisición de la competencia en comunicación lingüística, de la 
competencia matemática y competencias básicas en ciencia y tecnología, así como el logro de los 
objetivos de la etapa. El resultado de la evaluación final de etapa se expresará en cinco niveles. 
 
A la vista de los resultados obtenidos en ambas evaluaciones (tercer y sexto curso) no se ha 
acreditado la puesta en marcha de programa o actuación específico. Tampoco se ha acreditado la 
elaboración de planes de acción (por ejemplo para los centros con peores resultados), que hayan 
sido aprobados formalmente, aunque se ha informado de la previsión de realizarlos durante el 
curso 2018/19.  

E)  LA INSPECCIÓN EDUCATIVA 

Por Resolución de 5 de septiembre de 2017, de la Viceconsejería de Educación, Universidades e 
Investigación, se aprueba el Plan General de Actuación y Formación de la Inspección de 
Educación de CLM para el curso 2017/18. 

Según indican las resoluciones, el objetivo principal de estos planes generales es fijar las 
prioridades de actuación de la Inspección en el ámbito de la CA y servir de marco para que los 
distintos Servicios de Inspección propongan su propio Plan Provincial de Actuación, cuya 
elaboración formal no ha sido acreditada por la CA. 

La propuesta de memoria donde se recogieran las actuaciones llevadas a cabo había de 
presentarse para su análisis al Consejo Provincial de Inspección y, una vez informada por este, 

                                                
45

 No obstante, a través del RDL 5/2016, de 9 de diciembre, fue modificado el calendario de implantación previsto en la 
LOMCE para estas evaluaciones, de forma que, hasta la entrada en vigor de la normativa resultante del Pacto de 
Estado social y político por la educación, la evaluación de sexto curso de Educación Primaria y la de final de la ESO 
serán consideradas muestrales y tendrán finalidad diagnóstica. Asimismo, se estableció que la evaluación de 
bachillerato no fuera necesaria para la obtención del título de bachiller, realizándose exclusivamente para el alumnado 
que quiera acceder a estudios universitarios. 
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remitirse a la Inspección General de Educación antes del día 31 de julio de 2018, sin que la 
memoria remitida indique la fecha de informe ni de remisión. 

Entre las propuestas para el diseño del plan general de actuación del curso siguiente que se 
recogen en las memorias de los ejercicios 2015 y 2016, se encontraban la realización de un plan 
general de actuación breve, sencillo y realista, así como la evaluación de los servicios provinciales 
de inspección para conocer las fortalezas y debilidades en procedimientos, tiempos, criterios, 
instrumentos, estrategias de actuación y formas de comunicación, sin que en la relativa a 2017 
vuelvan a aparecer ni se indique si se llegaron a poner en marcha. 

De las 70 plazas incluidas en la RPT de la Inspección, 20 estaban vacantes y ocho cubiertas 
mediante sustituciones. 

F)  DESARROLLO DE LA LEY 7/2010 

A 1 de junio de 2019, los siguientes preceptos de la Ley 7/2010, de 20 de julio, continuaban 
pendientes de desarrollo reglamentario: 

 El Registro de entidades colaboradoras en la enseñanza previsto en el artículo 135 y cuya 
inscripción se disponía en la Ley como requisito indispensable para acceder a las subvenciones o 
ayudas públicas que convocase, a tales efectos, la Consejería competente en materia de 
educación. A su vez, el artículo 13 preveía que las asociaciones del alumnado se inscribieran en 
dicho Registro. 

 La Oficina de evaluación prevista en el artículo 167. 

G) INFRAESTRUCTURAS EDUCATIVAS  

No se ha acreditado que la CA contara con un plan general de infraestructuras de la región que 
comprendiera el ejercicio fiscalizado. Aun no estando obligada a su elaboración en virtud de la 
normativa vigente, un plan de estas características serviría como documento programático y 
orientador para un determinado periodo y base para el desarrollo de los planes sectoriales (entre 
ellos, el de infraestructuras educativas).  

A diferencia de un plan general, durante el ejercicio fiscalizado la CA sí contaba con el Plan de 
Inversiones Educativas 2016-2019. Este plan, del que no consta su aprobación o visto bueno por 
el órgano competente, no contiene documentación explicativa de los objetivos en él recogidos. 
Con posterioridad, el 20 de febrero de 2019, se presenta el II Plan de Inversiones Educativas 
2019-2023, el cual adolece de las mismas carencias que el precedente. 

Los objetivos del Plan 2016-2019, con un presupuesto de 105.040 miles de euros, fueron: 

 Mejorar las condiciones de prestación del servicio educativo, eliminando las aulas 
prefabricadas preexistentes al inicio de esta legislatura. 

 Atender las nuevas necesidades de espacios derivadas de las medidas de bajadas de ratios 
profesor/alumno. 

 Reformar los edificios con problemas de funcionalidad derivada de su obsolescencia o 
deficiencias constructivas. 

 Dinamizar la economía regional y generar empleo (las obras incluidas en el plan generarán 
más de  630 empleos directos e indirectos). 
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II.8.2. Recursos de los Fondos de Compensación Interterritorial 

Los derechos reconocidos en el ámbito de los FCI ascendieron a 34.069 miles de euros en 2017. 
De ellos, 25.552 miles correspondieron al FC y 8.517 miles al Fondo Complementario. Quedaron 
pendientes de recaudación hasta el ejercicio 2018 un total de 8.517 miles de euros. 

Los proyectos en los que se concretan las líneas de actuación son financiados por FCI en 
exclusividad o bien por dichos fondos junto con otros propios. Anualmente las obligaciones 
reconocidas vienen siendo iguales o superiores a los ingresos recibidos. 

II.8.3. Proyectos de inversión 

A) PROYECTOS FINANCIADOS 

Las dotaciones aprobadas en la Ley de PGE se distribuyeron en tres grandes actuaciones: 
infraestructuras en carreteras, infraestructuras y equipamiento en centros educativos e 
infraestructuras y equipamiento sanitario. Cada una de estas líneas de actuación es gestionada 
por una Consejería u Organismo (Consejería de Fomento, Consejería de Educación, Cultura y 
Deporte y SESCAM, respectivamente). 

La Consejería de Fomento gestionó el 58,3 % de los fondos (19.867 miles de euros), mientras la 
de Educación el 14,3 % de los fondos (4.862 miles). Por su parte, el SESCAM tuvo encomendada 
la gestión de proyectos por 9.340 miles de euros (27,4 % de los fondos). 

En el ejercicio 2017 no se produjeron alteraciones cuantitativas ni cualitativas en la asignación 
inicial de los fondos. 

B) GRADO DE EJECUCIÓN Y AVANCE DE LOS PROYECTOS 

Cada uno de los proyectos aprobados cuenta con la consideración de líneas de actuación, pero no 
con una definición detallada de las actuaciones que los componen. A su vez, a cada proyecto se 
le asignan las aplicaciones presupuestarias correspondientes a cada uno de los fondos para la 
imputación de gastos. Por lo tanto el grado, de ejecución de los proyectos considerado por la CA 
no es el avance real de los mismos que, dada su falta de concreción, no es posible determinar, 
sino el que se ha obtenido por la relación entre obligaciones reconocidas en las aplicaciones 
presupuestarias que recogen los gastos imputados a los citados proyectos y las dotaciones 
asignadas a los mismos, las cuales, según la información facilitada, ascienden al 100 %. 
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Por otra parte, mediante la Orden 169/2018, de 26 de noviembre, se aprueba el Plan General de 
Contabilidad Pública de la JCCM, adaptado al Plan estatal de 2010, norma que deroga la Orden 
de diciembre de 1997, donde también se regulaba la estructura y contenido de la Cuenta General 
de la CA, sin que, a 1 de julio de 2019, se hayan regulado estos extremos. 

3. Conforme al marco contenido en los artículos 62.3 y 83 del Texto Refundido de la Ley de 
Hacienda, sería recomendable elaborar un plan de disposición de fondos, como instrumento de 
planificación y gestión de las disponibilidades líquidas tendente a promover la sostenibilidad 
financiera. La CA no ha elaborado un plan de disposición de fondos. 

4. Debería potenciarse la conexión automática entre el inventario y el sistema de información 
contable. Si bien durante el ejercicio fiscalizado no se han apreciado mejoras, la CA ha indicado 
que, con ocasión de la entrada en vigor el 1 de enero de 2019, de la Orden 169/2018, de 26 de 
noviembre, de la Consejería de Hacienda y Administraciones Públicas, por la que se aprueba el 
Plan General de Contabilidad Pública de la JCCM, se extiende la vinculación automática 
inventario-contabilidad a la totalidad de las clases de activos  que deben integrarse en el 
Inventario General, lo que será objeto de comprobación en fiscalizaciones subsiguientes. 

5. Se debería dictar la norma oportuna que regulase la elaboración de un informe por las 
fundaciones, empresas y consorcios, a presentar junto con sus cuentas anuales, relativo al 
cumplimiento de las obligaciones de carácter económico-financiero asumidas como consecuencia 
de su pertenencia al sector público, de contenido similar al previsto en la LGP. No se ha dictado 
norma alguna para cubrir esta carencia. 

6. Debería modificarse el Texto Refundido de la Ley de Hacienda para incluir, tal como hace la 
LGS para el Estado, la obligación de remitir al Tribunal de Cuentas, de forma anual, un informe 
sobre el seguimiento de los expedientes de reintegro y sancionadores derivados del ejercicio del 
control financiero. No se ha producido modificación normativa en este sentido. 

7.  Dada la redacción del TRLH y la Ley 50/2002, de Fundaciones, la ruptura del vínculo entre 
la Administración pública y una fundación debería llevarse a cabo mediante las vías de extinción 
(con o sin liquidación) de esta última previstas en la propia Ley, en lugar de la utilización del 
mecanismo de renuncia a la posición de miembro del Patronato. Al no haberse producido nuevas 
operaciones en el sentido expuesto, la presente recomendación no puede verificarse, por lo que 
será contrastada si vuelve a generarse una situación como la expuesta.  

8. Debería modificarse el TRLH en materia de modificaciones de créditos incluyendo como 
requisito exigible para proceder a las ampliaciones de créditos, que estas se realicen con la 
oportuna financiación, con el fin de evitar desequilibrios que conducen a la generación de déficits 
presupuestarios. No se ha producido modificación normativa en este sentido. 

II.9.2. Resoluciones de la Comisión Mixta Congreso-Senado para las Relaciones con el Tribunal de 
Cuentas 

Mediante la Resolución de 27 de febrero de 2018 aprobada por la Comisión Mixta para las 
Relaciones con el Tribunal de Cuentas, en relación con el Informe anual de fiscalización de la CA 
de CLM, ejercicio 2015, se instaba a esta a asumir las conclusiones y seguir todas las 
recomendaciones del informe de fiscalización del Tribunal de Cuentas. 

Recientemente se ha aprobado la Resolución de 27 de febrero de 2019, en relación con el Informe 
de fiscalización de la CA de CLM, ejercicio 2016. En la misma se insta a realizar actuaciones 
coincidentes con las recomendaciones que viene formulando este Tribunal y que han sido 
analizadas en el epígrafe anterior.  

Adicionalmente, se insta a la CA a implantar los registros públicos de infractores que establecen 
las leyes autonómicas de Evaluación Ambiental y de Montes, además de promover la efectividad 
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de las sanciones impuestas por infracciones de la segunda (recomendación incluida en el Informe 
de fiscalización del ejercicio 2016 por primera vez), desprendiéndose, del análisis realizado en el 
subapartado II.7.8 que al igual que se advirtió en el ejercicio precedente, la CA seguía sin tener 
constituidos ambos registros públicos de infractores. 

 CONCLUSIONES III.

III.1. RENDICIÓN DE CUENTAS 

1. La Cuenta General de la Comunidad Autónoma (CA) de Castilla-La Mancha (CLM) del 
ejercicio 2017 y las cuentas anuales individuales integradas en la misma se han rendido 
respetando las normas que les son de aplicación respecto a plazo, estructura y contenido, salvo 
por: 

 Las cuentas de los Consorcios Parque Arqueológico de Carranque y Parque Arqueológico 
de Alarcos no se incluyen en la Cuenta General, si bien se trata de entidades en liquidación de 
escasa relevancia económica.  

 Las cuentas anuales del ejercicio 2017 de la Fundación Patronato de la Semana de Música 
Religiosa de Cuenca (PSMRC) inicialmente incluidas en la Cuenta General fueron reformuladas, 
siendo aprobadas por el Patronato con fecha 21 de mayo de 2019 y rendidas a este Tribunal el 18 
de junio de 2019, por lo tanto fuera del plazo previsto. 

 Las cuentas del Grupo Ente Público RTVCLM y de Infraestructuras del Agua de CLM 
deberían haberse presentado de acuerdo con los principios y normas de contabilidad pública, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 106.4 del Texto Refundido de la Ley de Hacienda de 
CLM (TRLH). 

 Si bien la [Orden de 15 de diciembre de 1997, de la Consejería de Economía y Hacienda por 
la que se aprueba el Plan General de Contabilidad Pública aplicable a la Junta de Comunidades 
de CLM (JCCM) y se determina la estructura y contenido de la Cuenta General (PGCP)], toma 
como base el derogado Plan General de Contabilidad Pública aprobado mediante Orden del 
Ministerio de Economía y Hacienda, de 6 de mayo de 1994, omite algunos apartados de la 
memoria de la citada Orden estatal, con la correspondiente pérdida de información. 

 La contabilidad de la Administración regional y organismos administrativos se adapta, con 
determinadas particularidades, a la ya derogada Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 
6 de mayo de 1994. No obstante, mediante la Orden 169/2018, de 26 de noviembre, se aprueba el 
Plan General de Contabilidad Pública de la JCCM, adaptado al Plan estatal de 2010. 
 

 La normativa autonómica no contiene previsión similar a la de la Orden HAP/801/2014, de 9 
de mayo, por la que se regula el procedimiento de rendición de cuentas anuales en los casos de 
modificaciones estructurales entre entidades del sector público que supongan la extinción de 
entidades públicas sin que exista un proceso de liquidación (epígrafe II.2.1). 

2. Tras la derogación desde 1 de enero de 2019 de la Orden de 15 de diciembre de 1997 por la 
Orden 169/2018, de 26 de noviembre, por la que  se aprueba el Plan General de Contabilidad 
Pública de la JCCM, no se ha dictado precepto alguno que regule el contenido y estructura de la 
Cuenta General (epígrafe II.2.1).  

3. Las demás cuentas de las entidades que pertenecen al sector público regional o están 
mayoritariamente participadas por la Comunidad se han rendido respetando las normas que les 
son de aplicación respecto a plazo, estructura y contenido, a excepción de las cuentas de la 
fundación Centro de Innovación de Infraestructuras Inteligentes que se han rendido fuera del plazo 
previsto (epígrafe II.2.2). 
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III.2. CONTROL INTERNO 

Por lo que se refiere al adecuado funcionamiento de los mecanismos de control interno y sistemas 
de planificación de gastos e ingresos con que contaba la Comunidad durante el ejercicio 
fiscalizado, cabe realizar las siguientes observaciones: 

4. Se produjeron actos de convalidación por el Consejo de Gobierno, conforme al artículo 100 
del TRLH, por omisión del trámite de fiscalización previa en actos de contenido económico, por 
valor de 7.909 miles de euros (subepígrafe II.3.1.A).  

5. De las 56 actuaciones previstas en los planes de control financiero aprobados que incidieron 
esencialmente sobre la actividad económico-financiera de dicho año (excluidas las relativas a 
fondos comunitarios), consta la finalización de 49. 

El TRLH no incluye una previsión similar a la de los artículos 161 y 166 de la Ley 47/2003, 
General Presupuestaria (LGP), sobre los planes de acción a elaborar por los órganos afectados 
por los controles de la Intervención General y su seguimiento, lo que debilita los efectos de las 
actuaciones de control (subepígrafe II.3.1.B). 

6. Pese a lo señalado por el artículo 43.2 del TRLH y el Decreto 82/2016, de 27 de diciembre, 
de prórroga de los presupuestos, se prorrogó la totalidad de los créditos iniciales del estado de 
gastos del presupuesto de 2016 (subepígrafe II.3.2.A). 

7. El TRLH establece escasas restricciones a la realización de transferencias de crédito, lo que 
debilita el valor del presupuesto inicialmente aprobado como instrumento de planificación de la 
actividad. Adicionalmente para el ejercicio fiscalizado, la Ley de Presupuestos de la CA (LP) deja 
sin efecto la práctica totalidad de las limitaciones contenidas en el precitado Texto.  

La información de seguimiento de los objetivos existentes en relación con los programas 
presupuestarios previstos en la LP se limita a aportar los datos cuantitativos, sin acompañarlos de 
la necesaria información cualitativa que permitiría su correcta comprensión (subepígrafe II.3.2.B).  

8.  En el ejercicio fiscalizado no se contaba con un plan de disposición de fondos, documento 
que, sin ser de elaboración imperativa según el TRLH, cobra especial relevancia a la vista de las 
obligaciones impuestas por la Ley Orgánica (LO) 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera (LOEPSF) (subepígrafe II.3.2.C). 

9. No se ha informado sobre la introducción de nuevos sistemas de control para la supervisión 
de las diferentes actuaciones financieras de la Comunidad, en virtud del artículo 59 del TRLH, por 
lo que perviven las carencias advertidas en los informes de fiscalización precedentes (subepígrafe 
II.3.2.D).  

10. En el ejercicio fiscalizado no existía aún vinculación entre la aplicación de inventario y la 
contabilidad para la totalidad de bienes, produciéndose además diferencias entre los registros de 
las rúbricas de inventario y los saldos contables de las cuentas de inmovilizado (subepígrafe 
II.3.2.E).  

11. La información sobre la gestión de la explotación del patrimonio público del suelo de la 
Comunidad no se incluye en la Cuenta General, pese a lo dispuesto en el Decreto Legislativo 
1/2010, de 18 de mayo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Ordenación del 
Territorio y de la Actividad Urbanística. Así mismo, tampoco se acredita la constitución del 
patrimonio público de suelo previsto en la citada regulación autonómica (subepígrafe II.3.2.F).  

12. No se ha acreditado la remisión a las Cortes Regionales de los convenios y subvenciones a 
los que se refiere la Disposición adicional (DA) tercera del TRLH (subepígrafe II.3.2.G). 
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13. No se ha elaborado el informe sobre el cumplimiento de la normativa en materia de 
morosidad, previsto en el artículo 12.2 de la Ley 25/2013, de 27 de diciembre, de impulso de la 
factura electrónica y creación del registro contable de facturas en el Sector Público (subepígrafe 
II.3.2.H). 

14.  Gran parte de la política de seguridad de la información de la Administración de la JCCM 
aprobada por el Decreto 57/2012, de 23 de febrero, permanecía pendiente de desarrollo en la 
forma prevista en el mismo. Además, a 31 de diciembre de 2017, el análisis de riesgos realizado y 
la auditoría de la seguridad sobre los sistemas de información a la que se refiere el artículo 34 del 
Real Decreto (RD) 3/2010, de 8 de enero, por el que se regula el Esquema Nacional de Seguridad 
en el ámbito de la Administración Electrónica, solo se había llevado a cabo sobre los servicios 
comunes y el Centro de Proceso de Datos de la Consejería de Fomento, sin que se extendieran a 
la verificación completa del resto de sistemas (subepígrafe II.3.2.I). 

15.  Al cierre del ejercicio fiscalizado no se había concluido la necesaria automatización e 

interoperabilidad de las infraestructuras de la JCCM en relación con los servicios del Directorio 
Común (DIR3) y el Sistema de Información Administrativa (SIA) de la Administración General del 
Estado. Además, a la citada fecha, la CA no contaba con un documento expresamente aprobado 
(y publicado), tal como exige el artículo 18 del RD 4/2010, de 8 de enero, regulador del Esquema 
Nacional de Interoperabilidad, donde figurase su política de firma electrónica y de certificados 
(subepígrafe II.3.2.J). 

16.  La CA no realizó actuaciones, ni durante el ejercicio fiscalizado ni con posterioridad, que 
dieran cumplimiento al sistema de supervisión continua de sus entidades dependientes previsto en 
el artículo 81.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público 
(LRJSP) que permita comprobar la subsistencia de los motivos que justificaron su creación y 
sostenibilidad financiera, y que incluya la formulación expresa de propuestas de mantenimiento, 
transformación o extinción (subepígrafe II.3.2.K). 

III.3. CUENTA GENERAL 

17.  Del análisis realizado se desprende que, con carácter general, las cuentas de la 
Administración General de la Junta y de los entes sujetos a contabilidad pública se presentaron de 
acuerdo con los principios y normas contables definidos en los planes de contabilidad, así como 
que la gestión presupuestaria se desarrolló según las normas que la rigen, si bien han de 
realizarse las salvedades y observaciones que se recogen a continuación (subapartado II.4). 

18.  En la normativa de CLM no existe una disposición equivalente a la del artículo 52.1.a) de la 
LGP, donde se establece, entre otras restricciones, para las transferencias de crédito, que no 
podrán realizarse desde créditos para operaciones financieras al resto de los créditos, ni desde 
créditos para operaciones de capital a créditos para operaciones corrientes, lo que afecta 
negativamente al principio de especialidad cualitativa de los créditos presupuestarios (subepígrafe 
II.4.2.A). 

19. Durante 2017 se reconocieron obligaciones en el presupuesto del citado ejercicio en una 
cuantía de 22.847 miles de euros por gastos derivados de adquisiciones, obras, servicios y demás 
prestaciones que se realizaron en años anteriores, de los que 690 miles de euros no contaban con 
crédito disponible en el ejercicio de procedencia y  9.351  miles de euros se habrían imputado al 
presupuesto de 2017 sin que se conozca el procedimiento utilizado para ello y su debido amparo 
en las excepciones del artículo 36 del TRLH (subepígrafe II.4.2.C).  

20. Ni las liquidaciones definitivas de los ejercicios 2008 y 2009, ambas negativas para la CA, ni 
los mecanismos posteriores previstos para su devolución fraccionada se han registrado en 
contabilidad financiera, ascendiendo la deuda a 718.717 miles de euros al cierre de 2017 
(subepígrafe II.4.2.D). 
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21. Numerosos valores contables del inmovilizado no son reflejo de los importes por los que 
aparecen en el inventario. Esta falta de conexión entre los sistemas se centra en todos aquellos 
bienes y derechos que no son inmuebles afectos al dominio público o elementos de transporte 
(subepígrafe II.4.3.A). 

22. Al cierre del ejercicio 2017, el importe de los deudores presupuestarios susceptibles de 
haber prescrito ascendía a 93.974 miles de euros. Además, la Junta no utiliza las cuentas 
previstas en el PGCP para registrar en balance el importe de las deudas aplazadas y fraccionadas 
pendientes de vencimiento, lo que incide sobre el total de deudores reflejados en balance 
(subepígrafe II.4.3.B). 

23. En al menos 16 cuentas bancarias se incumplía lo dispuesto en el artículo 86.2 del TRLH, 
donde se exigen dos firmas conjuntas (subepígrafe II.4.3.C). 

24. La representatividad de la cifra de fondos propios como magnitud obtenida por diferencia 
entre el activo y el pasivo exigible, se encuentra afectada, fundamentalmente, por las incidencias 
en el registro del inmovilizado (subepígrafe II.4.3.D). 

25. Gastos por 2.265  miles de euros derivados de adquisiciones, obras, servicios y demás 
prestaciones realizadas con anterioridad al año 2017 no estaban contabilizados en la cuenta de 
acreedores pendientes de aplicar a presupuesto al cierre de 2016  (subepígrafe II.4.3.E). 

26. La memoria no contiene el estado operativo previsto en PGCP donde se informe 
suficientemente de la comparación entre los gastos e ingresos presupuestarios (subepígrafe 
II.4.5.A). 

27. El presupuesto definitivo del Servicio de Salud de CLM (SESCAM) no está equilibrado 
debido a modificaciones por 1.644 miles de euros que no contaban con financiación. 

En los balances de los organismos autónomos (OOAA), no aparece la cuenta de “resultados del 
ejercicio anterior”, cargándose las pérdidas directamente contra la cuenta de “patrimonio”. 

Dos cuentas bancarias del SESCAM y una del Instituto Regional de Investigación y Desarrollo 
Agroalimentario y Forestal de CLM (IRIAF) no respetaban lo establecido en el artículo 86.2 del 
TRLH. Además, la rúbrica de inmovilizado de los Organismos presentaba deficiencias similares a 
las señaladas para la Administración General. 

Gastos realizados en 2017 por importe de 101.513 miles de euros no fueron objeto de imputación 
al presupuesto del SESCAM, mientras otros correspondientes a ejercicios anteriores por importe 
de 62.538 miles de euros fueron imputados al presupuesto de 2017, incumpliendo el principio de 
especialidad temporal recogido en el artículo 49 del TRLH, actuación que repercute, a su vez, en 
el resultado presupuestario y en el remanente de tesorería (subepígrafes II.4.6.B y II.4.6.C). 

III.4.  CUENTAS ANUALES DE OTRAS ENTIDADES PÚBLICAS 

28. Del análisis realizado sobre las cuentas individuales de empresas, fundaciones y consorcios 
de la Comunidad y de los informes de auditoría emitidos sobre ellas se desprende que, con 
carácter general, se presentaron de acuerdo con los principios y normas contables definidos en 
los planes de contabilidad, si bien se formulan determinadas observaciones ante las 
incorrecciones advertidas, que se recogen a continuación (subapartado II.5). 

29. A diferencia de lo previsto en la LGP, el TRLH no contaba con un precepto que obligara ni a 
las empresas ni a las fundaciones públicas autonómicas a la elaboración de un informe, a 
presentar junto con las cuentas anuales, relativo al cumplimiento de las obligaciones de carácter 
económico-financiero asumidas como consecuencia de su pertenencia al sector público, aspectos 
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que, en general, no son tratados con el detalle necesario en la información ordinaria incluida en 
las cuentas anuales (subepígrafes II.5.1.A y II.5.2.A). 

30. A 31 de diciembre de 2017, las cuentas anuales de Infraestructuras del Agua de CLM, de la 
Sociedad Mercantil Gestión de Infraestructuras de CLM, S.A. (GICAMAN), de las sociedades del 
Grupo Instituto de Finanzas de CLM, de Gestión Ambiental de CLM, S.A. (GEACAM) y de 
SODICAMAN presentaban diversas incorrecciones en la aplicación de criterios contables o 
ausencia de la información prevista en el plan contable de referencia. 

La situación patrimonial y financiera de Televisión Autonómica de CLM, S.A.U. (CMT) y de Radio 
CLM S.A.U. se veía afectada en 2017, al igual que en ejercicios anteriores, por una incertidumbre 
relevante de carácter fiscal, pese a lo cual ambas sociedades decidieron no reconocer el riesgo 
correspondiente. La resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central, de fecha 22 de 
septiembre de 2017 (posterior a la aprobación de las cuentas de 2017), no ha supuesto la 
resolución del litigio a favor de las sociedades, por lo que fue, a su vez, recurrida ante la 
jurisdicción contencioso-administrativa. El efecto económico muy significativo que llevaría 
aparejada la confirmación de la resolución del mencionado Tribunal en el caso de CMT, colocaría 
a esta sociedad en situación de disolución según lo dispuesto en el artículo 363 del TRLSC. Por 
otro lado, en sus cuentas anuales y a la vista de lo señalado en la norma de registro y valoración 
18.2 del PGC y normativa de desarrollo, no queda suficientemente documentado el soporte para 
la contabilización de las transferencias recibidas de la JCCM directamente en sus fondos propios 
(subepígrafe II.5.1.E). 

31. La LP para 2017, pese a lo dispuesto en su artículo 1.2, no incluyó los presupuestos de 
explotación y capital de dos fundaciones del sector público regional (subepígrafe II.5.2.A). 

32. Al cierre del ejercicio fiscalizado, la Fundación Hospital Nacional de Parapléjicos para la 
Investigación y la Integración presentaba patrimonio neto negativo, mientras que los fondos 
propios de la Fundación Centro Tecnológico del Metal de CLM eran casi inexistentes tras los 
constantes resultados negativos, y las fundaciones PSMRC y CLM Tierra de Viñedos, se 
encontraban incursas en una situación de persistente desequilibrio financiero. Por otro lado, 
durante el ejercicio se produjo la retirada de la JCCM del Patronato de la Fundación Centro 
Tecnológico Europeo del Asfalto (subepígrafes II.5.2.A y C). 

33. Las cuentas de las fundaciones Hospital Nacional de Parapléjicos para la Investigación y la 
Integración, CLM Tierra de Viñedos, Centro Tecnológico del Metal, Centro de Innovación de 
Infraestructuras Inteligentes y Sociosanitaria de CLM presentaban determinadas incorrecciones en 
la aplicación de los criterios y normas contables. Además, en el informe de auditoría de las 
cuentas anuales reformuladas de la Fundación PSMRC, se deniega la opinión (subepígrafe 
II.5.2.D). 

34. Las cuentas anuales de los consorcios Parque Arqueológico de Carranque y Parque 
Arqueológico de Alarcos, ambos en proceso de disolución, fueron rendidas fuera de plazo, no 
formulándose conforme al PGCP, como estipulan sus estatutos. En 2019, se constata la 
inactividad de ambas entidades, permaneciendo sin avance los citados procesos de disolución 
(epígrafe II.5.3). 

III.5.  ESTABILIDAD PRESUPUESTARIA 

De la comprobación sobre el seguimiento de los procedimientos establecidos para la 
determinación y cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria, deuda pública y regla 
de gasto, cabe destacar que: 

35. En el informe del Ministerio de Hacienda y Función Pública (MINHAFP) de octubre de 2018 
sobre el grado de cumplimiento de los objetivos del ejercicio 2017, se indica el incumplimiento del 
objetivo de déficit y de la regla de gasto. La CA sí cumplió el objetivo de deuda para el ejercicio 
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fiscalizado, situándose dicha deuda, al cierre del mismo, en 14.430 millones de euros (subepígrafe 
II.6.2.C). 

III.6.  ANÁLISIS DE LA GESTIÓN 

Al evaluar la sujeción a los principios de legalidad, eficiencia y economía de la gestión de los 
recursos públicos, se han apreciado los siguientes incumplimientos y deficiencias: 

36. La JCCM no utiliza la cuenta prevista por el PGCP para registrar en el balance las 
provisiones para riesgos y gastos, por lo que no se estarían contemplando los importes estimados 
para hacer frente a responsabilidades probables o ciertas, procedentes de litigios en curso, 
indemnizaciones u obligaciones pendientes de cuantía indeterminada, como sería el caso de 
avales u otras garantías similares a cargo de la entidad (subepígrafe II.7.1.C). 

37. El incremento global interanual de los gastos de personal del sector público de CLM ha sido 
de un 3,8 % (121.268 miles de euros). Así, junto al incremento del 1 % de las retribuciones 
íntegras de los empleados públicos, permitido por el artículo 18.Dos de la Ley 3/2017, de 27 de 
junio, de PGE para el año 2017, se produjo un incremento adicional del 1,5 que se corresponde 
con la eliminación en un 50 % de la reducción del complemento específico llevada a cabo por la 
Ley autonómica 1/2012. No obstante, la CA no cumplía el requisito establecido en la Disposición 
adicional 29ª de la Ley de PGE para 2017 para poder aprobar el restablecimiento de retribuciones.  

La devolución parcial de la paga extraordinaria (y otras adicionales, en los términos previstos en la 
normativa) suprimida por la Ley de PGE de 2012 (causa también del incremento de gastos de 
personal), no fue acompañada de la realización de los cálculos necesarios que acreditaran, en el 
momento de proceder a la efectiva devolución, la situación económico-financiera de la CA que 
posibilitaba tal devolución.  

Según se reconoció por la propia CA, entre los motivos del incumplimiento del objetivo de déficit 
se encontraba la realización de estos dos incrementos de las retribuciones que supusieron 75,5 
millones de euros en el 2017 (subepígrafes II.7.2.A y B). 

38. GEACAM, Infraestructuras del Agua de CLM, SODICAMAN, Instituto de Finanzas de CLM, 
ISFOC, el Ente Público RTVCLM y CMT superaron la cuantía prevista para los gastos de personal 
en los respectivos presupuestos aprobados en la LP para 2017 y por lo tanto incumplieron lo 
dispuesto en su artículo 21. 

Infraestructuras del Agua de CLM ha incrementado en 2017 sus gastos de personal en relación 
con los del ejercicio precedente un 11,8 %, GEACAM un 16,7 %, Instituto de Finanzas un 13,8 %, 
ISFOC un 2,9 %, el Ente Público RTVCLM UN 8,7 %, CMT un 4,2 % y RCM un 6,9 %.  

El Grupo Ente Público RTVCLM ha abonado a finales de marzo de 2018 atrasos de 2016 y 2017 
por 287 miles de euros amparados en el III Convenio Colectivo de CLM Media, el cual regula un 
incremento del salario base mediante la aplicación de la desviación del IPC real producido en el 
año anterior lo que contravendría el límite al que se someten los incrementos de las retribuciones 
en la Ley de Presupuestos. Por otro lado, se han apreciado incidencias en la aplicación de la 
normativa tributaria sobre determinadas retribuciones a su personal lo que ha supuesto que el 
Grupo haya dejado de practicar retenciones sobre una base aproximada de 18 miles de euros 
(subepígrafe II.7.2.D). 

39. Las fundaciones Hospital Nacional de Parapléjicos para la Investigación y la Integración, 
Centro de Innovación de Infraestructuras Inteligentes e Impulsa incrementaron sus gastos de 
personal en un 17,5 %, un 42,7 % y un 27,8 % respectivamente, con respecto al ejercicio anterior. 
Además Hospital Nacional de Parapléjicos para la Investigación y la Integración y Jurado Arbitral 
Laboral de CLM superaron la cuantía prevista para los gastos de personal en los respectivos 
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presupuestos aprobados en la LP para  2017, lo que contravendría lo dispuesto en su artículo 21 
(subepígrafe II.7.2.E). 

40. La información que ofrecía en abril de 2019 la CA en materia de publicidad activa en su 
Portal de Transparencia no cumplía con todas las premisas establecidas en la Ley 4/2016, de 15 
de diciembre de Transparencia y Buen Gobierno de CLM (LTBG) (epígrafe II.7.3). 

41. En 2017, el período medio de pago de la CA, calculado conforme al RD 635/2014, se 
adecuó al periodo de 30 días legalmente establecido, no obstante, debe señalarse que en el 
ejercicio, se pagaron obligaciones por importe de 1.907.973 miles de euros, de los que 470.562 
miles correspondieron a obligaciones que, encontrándose pendientes de pago, habían superado 
en más de 30 días el plazo máximo de la normativa de morosidad durante dos meses 
consecutivos. No se han llevado a cabo los controles previstos en la DA tercera de la LO 9/2013, 
de 20 de diciembre, de control de la deuda comercial en el sector público, sobre las 
Administraciones Públicas no sujetas a auditoría de cuentas, relativos a verificar la existencia de 
obligaciones derivadas de gastos realizados o bienes y servicios recibidos para los que no se ha 
producido su imputación presupuestaria (subepígrafe II.7.4.A). 

42. La CA no contaba con un Plan Estratégico para la Igualdad de Oportunidades entre mujeres 
y hombres en el ejercicio fiscalizado, dado que su vigencia finalizó en 2016, aprobándose el 
siguiente plan en octubre de 2018 (subepígrafe II.7.5.C).  

43. El TRLH no contiene ningún precepto similar al previsto para la Administración estatal por la 
DA primera de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones (LGS), sobre la 
remisión al Tribunal de Cuentas, de forma anual, de un informe sobre el seguimiento de los 
expedientes de reintegro y sancionadores derivados del ejercicio del control financiero, por lo que 
no se cuenta con un mecanismo donde se ponga de manifiesto una visión integradora de las 
actuaciones llevadas a cabo en este sentido(subepígrafe II.7.6.A). 

44. Pese a que la Orden de 4 de agosto de 2014, de la Consejería de Hacienda, establece que 
con el informe de seguimiento de la anualidad 2017 de cada plan estratégico de subvenciones, se 
evaluarán los resultados del plan estratégico de subvenciones 2015-2017 en su conjunto, este 
aspecto no ha sido recogido en ninguna memoria. Asimismo, la información que consta en la Base 
de Datos Regional de Subvenciones tanto sobre procedimientos de reintegro, como sobre 
prohibiciones para ser beneficiario de subvenciones, es muy limitada, no ajustándose a las 
previsiones reglamentarias (subepígrafe II.7.6.B). 

45. La Fundación PSMRC no atendió los requerimientos del órgano gestor de las transferencias 
nominativas de 2016 y 2017 concedidas por la JCCM para la 55 y 56 edición de la Semana de la 
Música Religiosa de Cuenca, relativos a la justificación de los fondos recibidos (subepígrafe 
II.7.6.C). 

46. Se han constatado deficiencias  en la gestión por el Instituto de la Mujer de CLM (IMUJ) en 
las ayudas para la gestión del funcionamiento de los centros de la mujer y recursos de acogida 
(compensación de cantidades pendientes de reintegro de dichas ayudas con los pagos de las 
siguientes concedidas), y en las ayudas para la disminución de desigualdades (cantidades sin 
justificar por importe de 19 miles de euros respecto a las que no se habría solicitado el reintegro). 
En las subvenciones directas de carácter excepcional otorgadas con cargo al programa 112A 
también se detectaron diversas deficiencias como la inclusión de gastos por importe de 872 euros 
que no guardan relación directa con los considerados subvencionables o la existencia de 
expedientes sin la memoria del órgano gestor exigida por el decreto de concesión justificativa del 
carácter singular de la ayuda y las razones que dificultan su convocatoria pública (subepígrafes 
II.7.6.D y E).  

47. Durante el ejercicio fiscalizado concluyó la aplicación del Plan Director de atención a la 
cronicidad 2014-2017, sin que se haya acreditado la evaluación ni parcial ni final de dicho plan, 
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cuyos resultados debían haberse tomado en cuenta para la elaboración de los nuevos 
instrumentos de planificación (subepígrafe II.7.7.B). 

48. Durante 2017 se generaron obligaciones pendientes de imputar al presupuesto del 
SESCAM, que quedaron contabilizadas en la cuenta 409, por un importe de 102.819 miles de 
euros. La suma de las obligaciones reconocidas y las pendientes de imputar al presupuesto 
excedieron en 78.469 miles los créditos disponibles del Organismo (subepígrafe II.7.7.C). 

49. El 24,1 % de las plazas cubiertas de la plantilla del SESCAM al cierre de 2017 lo estaba de 
forma interina y en el caso de 39 trabajadores eventuales, a la vista del período acumulado y de 
conformidad con el artículo 9 de la Ley 55/2003, del Estatuto Marco del personal estatutario de los 
servicios de salud, se hacía necesario valorar la creación de plazas estructurales en la plantilla. A 
lo anterior ha de añadirse la existencia de 636 plazas no ocupadas de la plantilla (subepígrafe 
II.7.7.D). 

50. Diversos controles realizados internamente por el SESCAM sobre sus Gerencias de 
Atención Integrada pusieron de manifiesto la necesidad de revisar el procedimiento de validación y 
abono de las facturas derivadas de la prestación de servicios de asistencia sanitaria a través de 
medios ajenos, sin que se haya acreditado la adopción de las medidas oportunas para ello. Así, 
en relación con la facturación a la Gerencia de Ciudad Real por un centro privado no es hasta el 3 
de junio de 2019, tras las actuaciones realizadas en la fiscalización, cuando el centro emite factura 
negativa donde se indica “abono de factura 16/6/17 de fecha 17/11/2016 facturado un marcapasos 
no puesto al paciente” y en relación con la Gerencia de Cuenca no se han realizado las oportunas 
adendas al convenio singular de vinculación o dictado las notas interpretativas necesarias para 
aclarar si las consultas externas facturadas estaban o no incluidas dentro de la tarifa del 
procedimiento de radioterapia completo. (subepígrafe II.7.7.E) 

51. El Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos de 2 de marzo 
de 2017 estableció condiciones adicionales a cumplir por las CCAA que quisieran adherirse al 
compartimento Fondo de Liquidez Autonómico (FLA) del Fondo de Financiación de las CCAA, sin 
que CLM cumpliera todas ellas en tiempo y forma, lo que no le impidió percibir los fondos 
(subepígrafe II.7.7.F). 

52. El conjunto del gasto sanitario y farmacéutico de CLM creció por encima de la tasa de 
referencia de crecimiento del Producto Interior Bruto (PIB) de medio plazo de la economía 
española para 2017 (subepígrafe II.7.7.F).  

53. La tasa de pacientes en espera quirúrgica por 1.000 habitantes y los tiempos medios de 
espera quirúrgica en CLM superaban los medios del conjunto de servicios de salud de las CCAA. 
Además, durante el ejercicio fiscalizado, se daba una heterogeneidad en la identificación de 
pacientes en los hospitales de la CA, al no existir aún un número de historia clínica 
homogeneizado (subepígrafe II.7.7.G). 

54. La CA no había constituido el registro público de infractores dependiente del órgano 
ambiental, previsto en el artículo 52 de la Ley 4/2007, de 8 de marzo, de Evaluación Ambiental en 
CLM (LEA). Además, los ingresos derivados de la imposición de sanciones establecidas no 
quedan afectados a la protección del medio ambiente, en contra de lo que prescribe el artículo 43 
del citado texto legal (subepígrafe II.7.8.A). 

55. Diversos registros y procedimientos previstos en la Ley 3/2008, de 12 de junio, por la que se 
regula los montes y la gestión forestal sostenible de CLM (LM), y su normativa de desarrollo no 
han llegado a ser puestos en marcha (subepígrafe II.7.8.B). 

56. En materia de gestión medioambiental, el II Plan de Depuración de Aguas Residuales 
Urbanas no concretaba las actuaciones a realizar dentro de su ámbito, a pesar de lo dispuesto en 
la Ley 12/2002, de 27 de junio, Reguladora del Ciclo Integral del Agua. Esta ausencia de 
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información supone una deficiencia también en la delimitación del canon de aducción y depuración 
previsto en la citada ley. Además, en el ámbito de la CA, en 2017, de las 125 estaciones 
depuradores de aguas residuales (EDARES) en las aglomeraciones urbanas de más de 2.000 
habitantes-equivalentes gestionadas por Infraestructuras del Agua de CLM, 39 se encontraban en 
situación de no conformidad con la normativa comunitaria (30 de ellas incursas en un 
procedimiento sancionador comunitario). Además, 27 municipios de la región de más de 2.000 
habitantes equivalentes no contaban con EDAR, pese a ser ello obligatorio por imposición de la 
Directiva 91/271/CEE.  

En el marco del Procedimiento de Infracción CE nº2015/2192 se ha identificado un total de 68 
depósitos ilegales de residuos de construcción y demolición en CLM, tanto de titularidad pública 
como privada. A 1 de marzo de 2019, quedaban actuaciones pendientes en relación con 30 de 
estos últimos, con un coste estimado para la Administración, en caso de realizarse por vía de 
ejecución subsidiaria, de dos millones de euros. 

Respecto a los depósitos ilegales de neumáticos identificados en territorio de la CA, a 1 de marzo 
de 2019, se habían concluido las actuaciones sobre cinco emplazamientos, con un coste de 5.258 
miles de euros, estando en curso las relativas a otros dos (subepígrafes II.7.8.D y E). 

57. La Dirección General de Centros Educativos y Formación Profesional de la Consejería de 
Educación no contaba con un plan de control propio ni con un manual aprobado para sistematizar 
las actuaciones verificadoras sobre los centros docentes públicos. 

La Cuenta de Gestión de 26 centros se aprobó fuera del plazo previsto en la Orden conjunta de 
las Consejerías de Economía y Hacienda y de Educación y Cultura de 9 de enero de 2003. 
Además, la cuenta consolidada de todas las Delegaciones Provinciales del ejercicio 2017 se 
elaboró fuera de plazo, sin que se haya acreditado su envío a la Consejería de Hacienda para su 
posterior control (subepígrafe II.7.9.B). 

58. La Consejería de Educación no ha acreditado las comprobaciones materiales realizadas 
sobre los procesos selectivos de contratación del personal de los centros concertados, para 
verificar el respeto al artículo 60 de la LO 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la 
Educación. Además, un total de siete centros concertados presentaron las certificaciones con la 
aprobación por el Consejo Escolar de las cuentas del ejercicio económico 2017 fuera del plazo 
establecido los (subepígrafe II.7.9.C). 

59. La Consejería de Educación no había aprobado formalmente ningún plan de acción derivado 
de las evaluaciones al alumnado (subepígrafe II.7.9.D). 

60. La unidad encargada de la gestión del registro y protectorado de fundaciones de la CLM 
acumula importantes retrasos en la formalización del depósito de cuentas anuales ya entregadas. 
Además, no cuenta con procedimientos o normas internas debidamente aprobadas para 
comprobar el efectivo cumplimiento de los fines fundacionales, así como tampoco para verificar si 
los recursos económicos de las fundaciones han sido aplicados a los fines fundacionales, 
procediendo las últimas verificaciones practicadas de las que hay constancia del ejercicio 2015 
(epígrafe II.7.10). 

III.7.  FONDO DE COMPENSACIÓN INTERTERRITORIAL 

61. El grado de ejecución de los proyectos vinculados a los Fondos de Compensación 
Interterritorial considerado por la CA no responde a su avance físico, dado que la falta de 
concreción de los mismos, al estar definidos en líneas generales de actuación, impide determinar 
dicho avance (subapartado II.8). 
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III.8.  SEGUIMIENTO DE RECOMENDACIONES 

62. En relación con las recomendaciones formuladas en el Informe Anual de Fiscalización del 
ejercicio 2015, reiteradas a su vez en el correspondiente al ejercicio 2016, se pone de manifiesto 
que no se han apreciado avances en su implantación, por lo que se recogen nuevamente en el 
presente Informe (epígrafe II.9.1). 

63. En la Resolución de la Comisión Mixta Congreso-Senado para las relaciones con el Tribunal 
de Cuentas, de 27 de febrero de 2018, en relación con el Informe anual de fiscalización de la CA 
de CLM, ejercicio 2015, se instaba a esta a asumir las conclusiones y seguir todas las 
recomendaciones del informe de fiscalización del Tribunal de Cuentas (epígrafe II.9.2). 

 RECOMENDACIONES IV.

1. Tal como señalan diversas Resoluciones aprobadas por la Comisión Mixta para las 
Relaciones con el Tribunal de Cuentas (entre otras de 8 de abril de 2014, de 28 de abril de 2015 y 
de 12 de junio de 2017), se deberían efectuar las modificaciones normativas oportunas a efectos 
de adelantar el plazo de rendición de las cuentas a 30 de junio del ejercicio siguiente a que se 
refieran, a fin de facilitar el acercamiento en el tiempo del control a efectuar por este Tribunal. 

2. La Cuenta General debería integrar las cuentas de todos los entes del sector público 
regional, no solo de los sujetos a contabilidad pública, ofreciendo una visión consolidada de la 
actividad económico-financiera de los entes de la Comunidad. Para ello deben tomarse en 
consideración normas contables tales como la Orden HAP/1489/2013, de 18 de julio, por la que se 
aprueban las normas para la formulación de cuentas anuales consolidadas en el ámbito del sector 
público. Además, debería valorarse el dictado de una norma similar a la contenida en la Orden 
HAP/801/2014, de 9 de mayo, por la que se regula el procedimiento de rendición de cuentas 
anuales en los casos de modificaciones estructurales entre entidades del sector público que 
supongan la extinción de entidades públicas sin que exista un proceso de liquidación. 

3. Conforme al marco contenido en los artículos 62.3 y 83 del Texto Refundido de la Ley de 
Hacienda, sería recomendable elaborar un plan de disposición de fondos, como instrumento de 
planificación y gestión de las disponibilidades líquidas tendente a promover la sostenibilidad 
financiera. 

4. Debería potenciarse la conexión automática entre el inventario y el sistema de información 
contable. 

5. Se debería dictar la norma oportuna que regulase la elaboración de un informe por las 
fundaciones, empresas y consorcios, a presentar junto con sus cuentas anuales, relativo al 
cumplimiento de las obligaciones de carácter económico-financiero asumidas como consecuencia 
de su pertenencia al sector público, de contenido similar al previsto en la Ley General 
Presupuestaria. 

6. Debería modificarse el Texto Refundido de la Ley de Hacienda para incluir, tal como hace la 
Ley General de Subvenciones para el Estado, la obligación de remitir al Tribunal de Cuentas, de 
forma anual, un informe sobre el seguimiento de los expedientes de reintegro y sancionadores 
derivados del ejercicio del control financiero. 

7. Debería modificarse el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de la Comunidad en materia 
de modificaciones de créditos incluyendo como requisito exigible para proceder a las ampliaciones 
de créditos, que estas se realicen con la oportuna financiación, con el fin de evitar desequilibrios 
que conducen a la generación de déficits presupuestarios. 
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Castilla-La Mancha

ALEGACIONES AL ANTEPROYECTO DE INFORME ANUAL DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE CASTILLA-LA MANCHA, EJERCICIO 2017, REMITIDO POR EL DEPARTAMENTO DE
COMUNIDADES Y CIUDADES AUTÓNOMAS DEL TRIBUNAL DE CUENTAS

APARTADO II.2.1 Cuenta general

Observación del anteproyecto de lev (página 14)

"Mediante Orden HAC/553/2019, de 24 de abril, por la que se modifica la Orden HAP/1724/2015,
de 31 de julio, por la que se regula la elaboración de la Cuenta General del Estado, se establece
que en la memoria de la Cuenta General del Estado se ha de incluir información relativa al
resultado obtenido en términos de contabilidad nacional. A 1 de mayo de 2019, la regulación de
la Cuenta General de la CA no preveía tal información, que se considera relevante"
Alegación que se formula

Si bien la inclusión de información sobre el resultado obtenido en términos de contabilidad nacional

no está prevista en la normativa autonómica de aplicación, lo cierto es que sí se incluye

información relativa al mismo en la memoria de la Cuenta General.

APARTADO II.3.2 Sistemas y procedimientos de control interno

Observación del anteproyecto de informe (páginas 23-25)

"I) SEGURIDAD DE LA INFORMACIÓN" (se da por reproducido)

Alegación que se formula

La observación referenciada está vinculada con el punto 14 de las conclusiones del anteproyecto

de informe (página 136), al que, en consecuencia, se extiende el alcance de estas alegaciones.

Tal y como se ha informado en ocasiones anteriores, la Administración de la JCCM tiene aprobada

una política de seguridad de la información única para todos los órganos superiores de esta

Comunidad Autónoma, ya que la competencia horizontal en materia de seguridad de la

información la tiene asignada un solo órgano gestor, actualmente la Dirección General de

Administración Digital, en base al Decreto 80/2019, de 16 de julio, por el que se establece la
estructura orgánica y competencias de la Consejería de Hacienda y Administraciones Públicas.

No obstante, dicha política de seguridad común se complementa en los manuales de los sistemas

de gestión de la seguridad de cada sistema de información (entre los que se encuentran los

correspondientes a los sistemas TAREA y GRECO).

Respecto a los diferentes niveles de riesgo, ha de tenerse en cuenta que, aunque cada órgano

superior tuviese una política particular, no todos los sistemas de información del órgano superior

tienen igual nivel de riesgos. Los riesgos específicos de cada sistema de información se identifican
en el análisis de riesgo correspondiente, tal y como se recoge en la política de seguridad de la
información de la Administración regional.

Página 1de 26
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En lo que hace al desarrollo de la política de seguridad por medio de normas y procedimientos

técnicos, actualmente estos se están elaborando y aprobando por los responsables de cada uno

de ellos y enmarcados dentro de los diferentes sistemas de gestión de seguridad de la información.
En relación con los sistemas de información para la gestión económica-financiera (TAREA) y

tributario (GRECO), existe una relación de documentos que desarrollan la política de seguridad.

Respecto a la constitución del Comité de Seguridad de la Información en el seno de la Comisión

de Administración Electrónica y Simplificación de Trámites Administrativos, CAESTA, ha de

indicarse que el Decreto 57/2012, de 23 de febrero, por el que se aprueba la política de seguridad

de la información en la Administración de la JCCM, llevó a cabo la creación de dicho órgano

colegiado.

La modificación de la política de seguridad de la Administración regional está prevista, a iniciativa

del Servicio de Seguridad y Protección de Datos, responsable de la supervisión de la seguridad de

la información de la Administración regional, en el Plan normativo 2019, accesible en el portal de

transparencia de la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha. Esta

modificación contempla aunar, en una única disposición, la política de protección de datos y la de

seguridad de la información.

Por otra parte, los planes en materia de seguridad de la información se reflejan en los acuerdos

de la CAESTA, a iniciativa del Servicio de Seguridad y Protección de Datos, responsable de la

supervisión de la seguridad.

Respecto al resto de aspectos analizados y en relación con los sistemas TAREA y GRECO, si bien

en el ejercicio 2017, objeto del anteproyecto de fiscalización, no se cumplían los requisitos exigidos

por el Esquema Nacional de Seguridad, es de advertir, como se indica en el propio anteproyecto

de informe, que al día de la fecha se cumplen Ja mayoría de estos requisitos, a saber:

• Informes de análisis de riesgos

• Procedimiento de gestión de incidencias

• Notificación de brechas de seguridad

• Declaraciones de aplicabilidad

En consecuencia, restarían por llevarse a cabo las correspondientes auditorías de certificación,

que la CAESTA acordó llevar acabo por parte del Servicio de Seguridad y Protección de Datos

(revisándose con periodicidad bianual).

APARTADO II.4.2 Contabilidad presupuestaria de la Administración regional

Observación del anteproyecto de informe (páginas 28-29 )

" En relación con los dos expedientes de ampliaciones de crédito tramitados durante el ejercicio
(...) Desde el punto de vista formal, ambos expedientes se encuentran incompletos, al indicarse
la Incidencia en los proyectos de gasto y, en particular, en uno de ellos, no se Incluye el estudio
económico a nivel de vinculación, Incumpliéndose la regla 7 de la Orden de 29 de enero de 2007,
por la que se aprueba la Instrucción de operatoria contable a seguir en la ejecución del presupuesto
de gastos de la JCCM".

Página 2 de 26



QJ
Castilla-La Mancha

Alegación que se formula

Contrariamente a lo indicado, los dos expedientes de ampliación de crédito referidos no se

encuentran incompletos desde el punto de vista formal, toda vez que incluyen el estudio

económico a nivel de vinculante. La ausencia del estudio de la incidencia de la modificación en los

proyectos de gasto deriva de la circunstancia de que las partidas del presupuesto de gasto

afectadas no figuran vinculadas a proyectos de gasto.

Observación del anteproyecto de informe (página 29)

"En la regulación de los créditos ampllables que realiza el artículo 52 del TRLH no se incluye una
disposición similar a la contenida en el artículo 54 de la LGP, donde se prevé que las ampliaciones
de crédito que afecten a operaciones del presupuesto del Estado se financiarán con cargo al Fondo
de Contingencia o con baja en otros créditos del presupuesto no financiero. El citado artículo del
TRLH no prevé la necesidad de que estas modificaciones presupuestarlas cuenten con
financiación."
Alegación que se formula

La observación referenciada está vinculada con el punto 18 de las conclusiones del anteproyecto

de informe (página 136), al que se extiende el alcance de estas alegaciones.

Si negar lo expuesto en la observación reproducida, hay que puntualizar que todas las

ampliaciones de crédito llevadas a cabo a lo largo del ejercicio 2017 han estado asociadas a una

fuente de financiación. Por lo tanto, no se han producido desequilibrios conducentes a la

generación de déficits presupuestarios como consecuencia de dichas modificaciones

presupuestarias.

Observación del anteproyecto de informe (página 29)

"...El artículo 11 de la LP para 2017 y el 4 de la Orden de 29 de abril de 2016 establecían los
requisitos que debían cumplir los expedientes de modificaciones de crédito en las diferentes
secciones de los Presupuestos Generales de la JCCM, que afectasen a las transferencias o
aportaciones de cualquier naturaleza a favor de las empresas, fundaciones y demás entidades
integradas en el sector público regional. De los expedientes analizados se deduce que: En general
los expedientes de transferencia de crédito no incluyen de manera completa el contenido mínimo
de la memoria económica señalado en el artículo 4 de la Orden de 29 de abril de 2016, de la
Consejería de Hacienda y Administraciones Públicas, sobre normas de ejecución de los
Presupuestos Generales de la JCCM para 2016, y que se concreta en tres puntos: repercusiones
de las modificaciones en el presupuesto de explotación o capital de los entes receptores, indicación
expresa del porcentaje en que se incremente o disminuya dicho presupuesto como consecuencia
de la modificación y repercusiones en el programa de actuaciones, inversión y financiación".
Alegación que se formula

En relación con los expedientes de transferencia de crédito a entidades del sector público regional,
no puede compartirse la aseveración contenida en la observación reproducida sobre el

incumplimiento, que además se dice generalizado (sin expresa identificación de los expedientes

• S
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concernidos por tal afirmación), de los artículos 11 de la LP y 4 de la Orden 29 de abril de 2016,

sobre normas de ejecución de los Presupuestos Generales de la JCCM para 2016. Por el contrario,

es constatable la existencia, en relación con tales transferencias, de los Informes y referencias

que se dice echar en falta.

APARTADO II.4.3 Situación patrimonial. Balance Administración General

Observación del anteproyecto de informe f página 38)

" ..la Junta seguía sin utilizar las cuentas previstas en el PGCP para registrar en balance el importe
de las deudas aplazas y fraccionadas pendientes de vencimiento, lo que Incide sobre el total de
deudores reflejados en balance".
Alegación que se formula

La observación referenclada está vinculada con el punto 22 de las conclusiones del anteproyecto

de informe (página 137), al que, por lo tanto, debe extenderse el alcance de estas alegaciones.

Conscientes de esta situación, durante el ejercicio 2018 se han analizado fórmulas tendentes a su

subsanaclón. Para ello, se ha tenido que ¡mplementar un nuevo desarrollo en el sistema de gestión

de recursos económicos (GRECO), relacionado con otro nuevo desarrollo en el sistema de gestión

económica financiera (TAREA).

Se decidió ponerlo en marcha en 2019, coincidiendo con la entrada en vigor del nuevo Plan General

de Contabilidad Pública de la Junta de Comunidades de Castilla-la Mancha, aprobado por Orden

169/2018, de 26 de noviembre, de la Consejería de Hacienda y Administraciones Públicas.

Así, en 2019 se ha Iniciado la ¡mplementaclón del nuevo desarrollo, Introduciéndolo de forma

gradual por centros gestores y tipos de deuda aplazada, con el objetivo de gestionar todas las

nuevas concesiones de aplazamientos al final del año y regularizar la situación del resto de

aplazamientos concedidos con anterioridad, a lo largo del ejercicio 2020.

APARTADO II.5.2 Fundaciones autonómicas

Observación de anteproyecto de informe f página 61)

"Finalmente, a 1 de abril de 2019, los planes de actuación correspondientes al ejercicio 2017 de
las fundaciones Jurado Arbitral Laboral de CLM y PSMRC, no habían sido presentados en el
Protectorado incumpliendo lo establecido por el artículo 26 de la Ley 50/2002. (...)"
Alegación que se formula

Se adjunta como documento 1 acreditación de la presentación del plan de actuación de la

fundación Jurado Arbitral Laborar de CLM en el Protectorado de fundaciones.

APARTADO II.7.2 Personal

Observación del anteproyecto de informe (páginas 71-73)
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"B) RECUPERACIÓN DE LA PAGA EXTRA Y OTROS COMPLEMENTOS SUPRIMIDOS POR LA LEY
1/2012 DE 21 DE FEBRERO, DE MEDIDAS COMPLEMENTARIAS PARA LA APLICACIÓN DEL PLAN
DE GARANTÍAS DE SERVICIOS SOCIALES" (se da por reproducido)

Alegación que se formula

La observación referenciada está vinculada con el punto 37 de las conclusiones del anteproyecto

de Informe (página 139), al que se extiende, en consecuencia, el alcance de estas alegaciones.

En el citado apartado se afirma, en relación con las disposiciones adicionales decimonovena y

vigésima de la Ley 2/20107, de 1 de septiembre, de Presupuestos Generales de la Junta de

Comunidades de Castilla-La Mancha para 2017, que en la norma estatal no se prevé "la posibilidad

de Incorporar Incrementos retributivos dirigidos a compensar anteriores reducciones salariales

operadas en otras normas autonómicas", por lo que, según criterio expresado en el anteproyecto,
dichas disposiciones adicionales contravienen "el artículo 18 de la Ley 3/2017, de 27 de junio, de

PGE para el año 2017".

Sin embargo, la precitada Ley 3/2017, de PGE para el año 2017, sí autorizaba a restablecer

retribuciones minoradas por normas autonómicas. En concreto, la disposición adicional

vlgesimonovena de dicho texto legal permitía que las Administraciones y el resto de entidades

que Integran el sector público que en ejercicios anteriores hubieran minorado las retribuciones de

sus empleados en cuantías no exigidas por las normas básicas del Estado o que no hayan aplicado

los incrementos retributivos máximos previstos en las leyes de presupuestos generales del Estado,
pudieran restablecer las cuantías vigentes antes de la minoración o las que correspondiesen hasta

alcanzar el Incremento permitido en las leyes de presupuestos. Además, conforme al apartado

dos de la mencionada disposición adicional, las cantidades que se devengasen en aplicación de

esta medida no tenían la consideración de Incrementos retributivos de los regulados en el artículo
18.2 de esa ley.

Mediante las disposiciones adicionales decimonovena y vigésima de la Ley 2/2017, de 1 de

septiembre, de PG de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha para el año 2017, se
restablecieron en parte las cuantías de las retribuciones de los empleados públicos que se
minoraron en virtud de lo dispuesto en el Ley 1/2012, de 21 de febrero, de Medidas

Complementarlas para la aplicación del Plan de Garantías de los Servicios Sociales Básicos de

Castilla-La Mancha.

La minoración de retribuciones llevada a cabo por la mencionada Ley 1/2012 no venía exigida por

ninguna norma básica de Estado, pues tanto el artículo 2.2 del Real Decreto-Ley 20/2011, de 30

de diciembre, de medidas urgentes en materia presupuestarla, tributarla y financiera para la

corrección del déficit público, como el artículo 22.2 de la Ley 2/2012, de 29 de junio, de PGE para

el año 2012, únicamente Imponían la prohibición de incrementar las retribuciones de los

empleados públicos.

En lo que se refiere a la falta de acreditación de los cálculos necesarios que demostraran, en el

momento de proceder a la efectiva devolución, el cumplimiento de los requisitos de estabilidad
presupuestaria y sostenlbllldad financiera, hay que aclarar que dadas las fechas de la elaboración

de la ley de presupuestos autonómica para dicho ejercicio -que no fueron las propias del
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calendarlo habitual de elaboración de los Presupuestos Generales- se partió de lo dispuesto en el

Informe sobre el grado de cumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestarla, y de deuda

pública y de la regla de gasto del ejercicio 2016, de fecha 15 de abril de 2017, al que se refiere el

artículo 17.3 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y

Sostenlbilidad Financiera.

En el citado Informe, elaborado desde el Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, se

señaló expresamente que la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, con un déficit del

0,72%, cumplía con el objetivo de estabilidad presupuestarla establecido para el ejercicio 2016

(página 8, último párrafo, y página 9 del citado informe). Lo mismo ocurría con la regla de gasto

que, con una tasa de variación de -2,5%, se constataba que Castilla-La Mancha cumplía con dicha

regla (página 13 y 14). Por último, respecto del objetivo de deuda pública, para el ejercicio 2016,

todas las Comunidades Autónomas cumplían al momento de la fecha del Indicado informe (página

21, 22 y 23).

Dicho lo anterior, hay que concluir que al momento de la elaboración de la Ley 2/2017, de 1 de

septiembre, de Presupuestos Generales de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha para

2017, así como durante la etapa inicial de su vigencia, sí se cumplió con la totalidad de los

requisitos previstos en la DA 29a.Tres de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2017

(objetivo de déficit, regla de gasto y objetivo de deuda pública). Sin embargo, tras algo más de

un mes de vigencia de la Ley de Presupuestos autonómica para 2017, a la vista de los datos del

segundo informe sobre el grado de cumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria, y de

deuda pública y de la regla de gasto del ejercicio 2016, de fecha 13 de octubre de 2017, devino

el Incumplimiento de una de las tres reglas fiscales cuyo cumplimiento era debido, como fue el

objetivo de déficit, que pasó del 0,72% constatado en el primer informe sobre grado de

cumplimiento, al 0,82% consignado en el segundo informe.

En resumen, la recuperación retributiva aquí referida se introdujo en la Ley 2/2017, de 1 de

septiembre, de Presupuestos Generales de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha para

2017 al amparo de lo dispuesto en la DA 29a de la Ley 3/2017, de 27 de junio, de Presupuestos

Generales del Estado para 2017, y cumpliendo todas las condiciones establecidas en dicho

precepto. Ello, con independencia de que, durante la vigencia de la ley de presupuestos

autonómica para 2017, decayera de forma sobrevenida el cumplimiento de uno de los requisitos

exigidos en la Ley de Presupuestos Generales del Estado.

APARTADO II.7.3 Transparencia

Las observaciones relativas a este apartado están vinculadas con el contenido el número 40 del

apartado de conclusiones del anteproyecto de informe (página 140), al que se extiende el alcance

de estas alegaciones.

Observación del anteproyecto de informe fpáalna 81)

"...hasta que entre en funcionamiento el Consejo Regional de Transparencia y Buen Gobierno de
CLM, previsto en la LTBG, hecho que se ha producido con la publicación del Reglamento de
Organización y Funcionamiento del Consejo Regional de Transparencia y Buen Gobierno de 29 de
junio de 2018."
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Alegación que se formula

Aunque el Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Regional de Transparencia

y Buen Gobierno fue aprobado por las Cortes de Castilla-La Mancha en sesión plenaria celebrada

el día 28 de junio de 2018, a fecha de hoy todavía está pendiente de su efectiva constitución y

puesta en funcionamiento, ya que no han sido nombrados los miembros de su Comisión Ejecutiva

(Presidente y adjuntías). En consecuencia, se mantiene prorrogado el Convenio suscrito con el

Consejo estatal de Transparencia y Buen Gobierno, atribuyéndose a éste la resolución de las

reclamaciones previstas en el artículo 24 de la Ley 19/2013 de 9 de diciembre, de transparencia,
acceso a la información pública y buen gobierno, hasta tanto se proceda a la efectiva constitución

del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno de Castilla-La Mancha.

Observación del anteproyecto de informe (página 81)

" Por su parte, las reclamaciones resueltas por el citado consejo en 2017 y 2018, en relación a
asuntos de competencia de la JCCM fueron:

CUADRO N° 37. RECLAMACIONES RESUELTAS POR El CONSEJO DE TRANSPARENCIA Y BUEN
GOBIERNO

(en número)

Resolución 20182017
4 4Archivadas

Desestimadas
Estimadas
Estimadas parcialmente
Estimadas por motivos
Inadmitidas a trámite
Retrotraer
Suspendido plazo resolución

15

110
03
04

6 3
00

0

Total 32 10

Alegación gue se formula

En el año 2017 se presentaron 166 solicitudes de acceso a la información pública de las cuales

tan sólo 13 fueron reclamadas ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, siendo el

sentido de la resolución el siguiente:

Archivadas 3

Desestimadas 1

Estimadas 1

Estimadas parcialmente 2
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Estimadas por motivos formales 4

2Inadmitidas

Por otro lado, ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno fueron presentadas un total de

108 reclamaciones siendo de competencia de la Comunidad Autónoma 49, resolviéndose 32 de

las mismas.

Observación del anteproyecto de informe (páginas 81-82)

"En el área de transparencia activa e información sobre la CA, en la información sobre cargos,
personal y retribuciones, no se publica determinada información que establece el artículo 10.2 de
la LTBG (contratos de alta dirección u otros instrumentos en los que se formaliza una relación
análoga y gastos de representación y protocolarios) respecto de todos los altos cargos y
asimilados. Asimismo, la desestimación de una solicitud de información en los aspectos
mencionados, derivó en reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, el cual,
en su Resolución 290/2018 de 4 de diciembre de 2018 ha instado a la Consejería de Presidencia
de la JCCM a facilitar la información solicitada por el particular.”
Alegación que se formula

La solicitud de información a la que se hace expresa referencia no fue desestimada, sino estimada.
Si bien, al no estar conforme la persona solicitante con la información que le fue remitida, presentó

reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno. De haber sido desestimada dicha

solicitud, la misma se habría publicado en el Portal de Transparencia en cumplimiento de lo

dispuesto en el artículo 14.3 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, como puede comprobarse en

el siguiente enlace:

https://transparencia.castillalamancha.es/derecho-de-acceso/estadisticas-sobre-solicitudes-de-

acceso.

Observación del anteproyecto de informe f página 82)

"Así mismo no todos los organismos de la administración institucional ni todos los entes
instrumentales contaban con sus propios portales o se integraban en el Portal de Transparencia
(en virtud de mecanismos de colaboración), como se detalla más adelante. Tampoco figuran en
todos los casos las relaciones de puestos de trabajo o plantillas de personal de los organismos,
tal y como establece el artículo 9 de la LTBG."
Alegación que se formula

El artículo 8.1 de la LTBG de Castilla-La Mancha regula el Portal de Transparencia en el ámbito de

la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, al objeto de dar

cumplimiento a las obligaciones de publicidad activa a que se refiere esta ley. Las obligaciones de

publicidad activa que incumben a los entes instrumentales que conforman el sector público

regional y que no tienen la consideración de Administración Pública (fundaciones públicas,
empresas públicas, etc.) deben garantizarse directamente por dichos entes a través de sus propias

páginas web. No obstante, puede constatarse que la mayoría de tales entes publican en sus
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respectivos portales de transparencia las referidas relaciones de puestos de trabajo o plantillas de

personal.

La publicación de los contratos de alta dirección u otros instrumentos en los que se formaliza una

relación análoga sí se ha publicado en los portales de transparencia de alguno de dichos entes

(Ente Público Radio Televisión de Castilla-La Mancha, Instituto de Finanzas de Castilla-La Mancha,
etc.).

Desde la Oficina de Transparencia, Buen Gobierno y Participación de la Administración regional se

recuerda periódicamente a las diferentes consejerías a las que se adscriben los respectivos entes

instrumentales la obligación de dar cumplimiento a la publicidad activa de los indicadores que la

LTBG establece para dichos entes.

La publicidad de los gastos de representación y protocolarios en el ámbito de la Administración de

la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha y sus organismos autónomos, se incluye en la

información desglosada a nivel de subconcepto contenido en los estados mensuales de ejecución

del presupuesto de gastos, como puede verificarse en el siguiente enlace:

http://intervencion.castillalamancha.es/documentos/Eiecuci%C3%B3n%20Presupuestaria

La información de los gastos de representación y protocolarios de los entes Instrumentales que

formando parte del sector público autonómico, se debe publicar por dichos entes en sus

respectivos portales de transparencia o páginas webs.

Observación del anteproyecto de informe (página 82)

"En el área de transparencia en las contrataciones, en el Portal de Contratación Pública de CLM

no se publican las actas de las mesas de contratación, ni la Información relativa a la desviación

del coste final de la prestación contratada en relación con el importe adjudicado, a pesar de lo

que establece el artículo 16 de la LTBG.2

Alegación que se formula

En el Portal de Contratación Pública de Castilla-La Mancha, en su apartado de "Transparencia" ,
subapartado "Información sobre la composición, forma de designación y convocatoria de las Mesas
de Contratación. Acceso a sus actas o acuerdos", se Indica expresamente que:

" En todos los casos, la composición de dicho órgano puede consultarse en los Pliegos de Cláusulas
Administrativas o el acuerdo al efecto publicado para cada licitación en el Perfil de Contratante
accesible en la Plataforma de Contratación del Sector Público. El órgano de contratación puede
nombrar una Mesa permanente para la adjudicación de todos o alguno de los contratos de su
competencia. En este caso, la composición de dicha mesa es publicada en el Diario Oficial de
Castilla-La Mancha. Las Mesas permanentes actuales pueden consultarse dentro de la pestaña
"Documentos", en el apartado denominado "Mesas de Contratación Permanente", dentro del Perfil
de Contratante alojado en la Plataforma de Contratación del Sector Público. Al margen de la
posibilidad de que cada Mesa de Contratación pueda hacer públicas sus actas o acuerdos, los
acuerdos adoptados se reflejan en la información que en cada momento se publica para cada
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licitación en el Perfil de Contratante con ocasión de la tramitación del procedimiento de admisión
y adjudicación del contrato."
En lo que concierne a la información relativa a la desviación del coste final de la prestación

contratada en relación con el importe adjudicado, el referido Portal de Contratación Pública de

Castilla-La Mancha, en su apartado "Información sobre incidencias en la ejecución de contratos y
resolución de contratos", se indica que "Toda la información relativa a las incidencias en la
ejecución de contratos será objeto de publicidad por parte de cada órgano de contratación en la
Plataforma de Contratación del Sector Público, y en todo caso las siguientes:

• las prórrogas y variaciones del plazo de duración
• la suspensión o demora en su ejecución
• ia cesión de contrato
• la subcontratación
• la información relativa a la revisión de precios, así como a la desviación del coste final de

la prestación contratada
• las penalidades impuestas por incumplimiento
• Importe y porcentaje de la liquidación practicada a la finalización del contrato"

Téngase asimismo en consideración que, de acuerdo con lo que dispone el artículo 8, apartado 3

de la Ley 4/2016, de 15 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información y Buen Gobierno

de Castilla-La Mancha, y al objeto de asegurar de la manera más amplia, sistemática y actualizada

posible, a través del Portal de Transparencia, la publicidad y difusión de la información objeto de

publicidad activa a que se refiere dicha ley, así como su puesta a disposición de la ciudadanía, los

diferentes órganos gestores y centros directivos de la Administración regional, especialmente

aquellos que dispongan de información centralizada, deberán facilitar, en coordinación con sus

unidades de transparencia, la que afecte a sus respectivos ámbitos y áreas de gestión".

Observación del anteproyecto de informe (página 82)

" En el apartado Transparencia institucional, organizativa y de planificación del Portal, la relación
de entes que forman parte del sector público de la CA no incluye ai ISFOC y a las fundaciones CLM
Tierra de Viñedos y Centro de Innovación de Infraestructuras Inteligentes."
Alegación que se formula

El Portal de Transparencia de la Administración regional recoge la relación de entes del sector

público de la Comunidad Autónoma que anualmente se incluyen en las respectivas leyes de

presupuestos generales de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha.

Observación de anteproyecto de informe (página 82J

"Respecto a los OOAA, el SESCAM y el IRIAF no ofrecen, en materia de publicidad activa,
información económico-presupuestaria."
Alegación que se formula
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La Información económico-financiera de los OOAA (secciones presupuestarlas diferenciadas) se

encuentra integrada en la correspondiente a la Administración regional, a través del siguiente

enlace:

http://transparencia.castillalamancha.es/publicidad actlva/informacion económica presupuesta

ría y financiera

Observación de anteproyecto de Informe (página 821

" El Portal incorpora un espacio de datos abiertos, en base al Acuerdo adoptado el 30 de mayo de
2017 por el Consejo de Gobierno, observándose que:

Cerca de un 50 % de los datos se encuentran en formato que no reúne los requisitos para
considerarse abiertos, en contra de lo que establece el artículo 27 de la LTBG."
Alegación que se formula

El catálogo de datos abiertos de Castilla-La Mancha publica "dataset" en formatos admitidos por

las plataformas a las que está federado, datos.gob.es, que clasifica según la "Escala de Cinco
Estrellas" que Incluye los formatos no estructurados dentro del primer nivel y el Portal Europeo

de Datos Abiertos, que mide, entre otros Indicadores de calidad, el porcentaje de conjuntos de

"datos legibles por máquina" según los estándares de la herramienta Open Data Monitor, en la

que España (datos.gob.es) aparece con un 49% de conjuntos de datos publicados en estos

formatos.

Observación del anteproyecto de informe (página 82 j

" No se encuentran evaluados y publicados los indicadores de uso y servicio de datos abiertos que
prevé el artículo 28.4.de la citada Ley."
Alegación gue se formula

Dada la configuración y arquitectura del Portal de Transparencia de Castilla-La Mancha, el espacio

de datos abiertos es una sección dentro del Portal, por lo tanto toda la información sobre los

Indicadores de uso y servicio se encuentra centralizada en las "Estadísticas del Portal de

Transparencia", que son elaboradas por la Oficina de Transparencia, Buen Gobierno y Participación

(con periodicidad mensual) con el objetivo de dar Información a la ciudadanía sobre los aspectos

más relevantes del funcionamiento del mismo (número de visitas, número de páginas visitadas,
número de páginas visitadas por áreas de publicidad activa, páginas más visitadas, así como la

evolución de las mismas). La Información está disponible en la siguiente dirección web:

https://transparencia.castillalamancha.es/transparencia/lnformes-v-estadisticas.

Observación del anteproyecto de informe (página 83 j

" El artículo 61 de la LTBG contempla al Consejo Regional de Transparencia y Buen Gobierno como
órgano adscrito a las Cortes de CLM, con plena capacidad, autonomía e independencia, cuyo
objeto es garantizar los derechos de acceso a la Información pública, velar por el cumplimiento de
las obligaciones de publicidad activa y garantizar y promover la observancia de las disposiciones
de buen gobierno en el ámbito de aplicación de la ley, siendo el órgano encargado de la resolución
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de las reclamaciones que se presenten. A pesar de que la DA sexta establecía un plazo de seis
meses desde la entrada en vigor de la Ley para adoptar las medidas precisas para la puesta en
funcionamiento de aquel, ello no se ha producido hasta la publicación en julio de 2018 del
Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Regional de Transparencia y Buen
Gobierno, por lo que la CA ha carecido de dichos controles, salvo en lo referente a la resolución
de las reclamaciones contra las resoluciones en materia de acceso a la información pública, tarea
encargada al Consejo de Transparencia y Buen Gobierno estatal."
Alegación que se formula

El Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Regional de Transparencia y Buen

Gobierno, órgano que se adscribe a las Cortes Regionales, fue aprobado ajustándose a los trámites

y plazos previstos al efecto por el Reglamento de dichas Cortes, aprobado en sesión plenarla de

16 de octubre de 1997 (BOCCLM núm. 133, de 16-10-1997).

Observación del anteproyecto de informe (página 83)

"Finalmente, aunque la LTBG daba un plazo de seis meses para la aprobación del código ético
para los altos cargos o asimilados, no ha sido hasta el 20 de febrero de 2018 cuando se ha llevado
a cabo dicha actuación, mediante el Decreto 7/2018, por el que se aprueba el "Código Ético para
los Altos Cargos o Asimilados de la Administración de la JCCLM".
Alegación que se formula

En el Plan anual normativo aprobado por el Consejo de Gobierno de la Junta de Comunidades de

Castilla-La Mancha para el ejercicio 2017 se Incluyó, entre los proyectos normativos para su

aprobación durante dicho ejercicio, el expediente correspondiente a la elaboración del Decreto por

el que se aprueba el "Código Ético para los Altos Cargos o Asimilados de la Administración de la

JCCLM".

Puede comprobarse este extremo en el siguiente enlace:

https://www.castillalamancha.es/sites/default/files/documentos/pdf/20161229/plan anual ñor

mativo iccm 2017.pdf

Aunque el expediente se inició dentro del plazo de los 6 meses previsto en la LTBG, como puede

comprobarse en el Portal de Transparencia de la Administración Regional (apartado de publicidad

activa referida a información de relevancia jurídica, en normativa en elaboración), los plazos

requeridos para evacuar sus diferentes trámites, tanto preceptivos, como no preceptivos (consulta

pública previa, información pública, memorias, informes jurídicos, de impacto de género, dictamen

del Consejo Consultivo de Castilla-La Mancha, etc.) han imposibilitado materialmente la

aprobación del referido Decreto en el plazo contemplado en la LTBG.

APARTADO II.7.4 Medidas contra la morosidad en el sector público

Observación del anteproyecto de informe (página 86)

"- Respecto a la condición 13 (e-factura), la CA seguía ultimando en octubre de 2018, <<los
desarrollos técnicos necesarios tanto en el sistema de gestión de la información económico
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financiera (TAREA), como en el Punto General de Entrada de Facturas Electrónicas de la CA
(PeCAM), para la implementación de un registro de cesiones de créditos documentados en
facturas, que permita el seguimiento de la tramitación de los procedimientos de toma de razón
de las cesiones y, al mismo tiempo, que los cesionarios puedan acceder, a través de PeCAM,
información sobre el estado de tramitación de las facturas en las que tenga dicha condición>>."
Alegación que se formula

El registro de cesiones de créditos documentados en facturas se encuentra operativo desde el día

7 de mayo del corriente. Desde dicha fecha, los cesionarios pueden conocer, a través de PeCAM,
el estado de tramitación de las facturas en las que tengan dicha condición, así como el estado de

tramitación del propio procedimiento de toda razón de la cesión.

APARTADO II.7.6 Transferencias y subvenciones

Observación del anteproyecto de informe (página 95)

"....la Fundación Sociosanitaria de CLM otorgó entregas dinerarías sin contraprestación en 2017
por importe de 6.891 miles de euros (...). Además, figuraban ayudas concedidas por la Fundación
Cultura y Deporte (Fundación Impulsa CLM desde 2016) por importe de 175 miles de euros (...).
No se ha acreditado, en ningún caso, contar con la autorización de la consejería de adscripción a
la que se refiere la DA decimosexta de la LGS."
Alegación gue se formula

La disposición adicional decimosexta de la LGS, alusiva a las fundaciones del sector público, en la

redacción dada a la misma por la disposición final séptima de la Ley 40/2015, de 1de octubre, de

Régimen Jurídico de Sector Público, sujeta la concesión de subvenciones por parte de estas

últimas, a autorización del Ministerio de adscripción u órgano equivalente de la Administración a

la que la fundación esté adscrita.

No obstante, dicho régimen de autorización previa para la concesión de subvenciones a cargo de

las fundaciones del sector público no se hace extensivo, en la referida disposición adicional, a las

entregas dinerarias sin contraprestación. Categoría jurídica, esta última, sujeta esencialmente al

derecho privado (con independencia de que su concesión quede sujeta a los "principios de gestión"

propios de las subvenciones, así como a las obligaciones de información previstas para estas

últimas, ex artículo 3.2, párrafo segundo, de la LGS), que no puede ser confundida con la de la

subvención, cuyo régimen jurídico se somete íntegramente al derecho público.

Debe significarse, a este respecto, que en ámbito de la Comunidad Autónoma de Castilla-La

Mancha, la exigencia de autorización previa para la concesión de entregas dinerarias sin
contraprestación a cargo de las fundaciones del sector público regional solo es exigible tras la

entrada en vigor del Decreto 49/2018, de 10 de julio, por el que se modifica el Reglamento de

Desarrollo del Texto Refundido de la Ley Hacienda de Castilla-La Mancha, en materia de

subvenciones, aprobado por Decreto 21/2008, de 5 de febrero. Dicha disposición reglamentaria,
además de introducir un nuevo artículo 4 bis, alusivo a las subvenciones a cargo de las fundaciones

del sector público regional (novedad Introducida en nuestro derecho administrativo por la

consabida disposición adicional decimosexta de la LGS), da nueva redacción al artículo 5 del
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reglamento que se modifica, relativo a las " entregas dinerarías sin contraprestación otorgadas por
las fundaciones del sector público y entes de derecho público dependientes de la Administración
regional que se rija por el derecho privado". Precepto, este último, que, por primera vez en el

ámbito del derecho autonómico, exige la autorización previa del Consejo de Gobierno, previo

Informe favorable de la Intervención General, en relación con la concesión de entregas dinerarías

sin contraprestación a cargo de las fundaciones del sector público regional.

Supuesto lo anterior, ha de concluirse que durante el año 2017 la concesión de entregas dinerarías

sin contraprestación a cargo de las fundaciones del sector público regional no requería de

autorización previa alguna de la consejería de adscripción, al estar limitada tal exigencia a las

subvenciones públicas, conforme a la consabida disposición adicional decimosexta de la LGS.

Observación del anteproyecto de informe (página 98J

"1. Subvención directa concedida a la Fundación +34 para la atención de ciudadanos de CLM que
se encuentran en una situación de especial necesidad fuera del territorio nacional (...)

se deduce que hay una población reclusa estable en el extranjero y que existen otras entidades
que tienen fines similares, no queda especialmente acreditada la necesidad de tramitar una ayuda
directa y extraordinaria".
Alegación que se formula

El art 5 de la Ley 40/2006, de 14 de diciembre, del Estatuto de la ciudadanía española en el

exterior, en su apartado segundo, establece el siguiente mandato: "La Administración General del

Estado y la de las Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus respectivas competencias,

prestarán especial atención a aquellos que se encuentren en situaciones de necesidad y a los

privados de libertad, fundamentalmente a los condenados a la pena capital o cadena perpetua,

así como a la ciudadanía española que haya sido víctima de delitos de lesa humanidad en procesos

de represión política".

El Gobierno regional, mediante Resolución de 26 de julio de 2017, de la Vlcepresidencla, otorga

una ayuda a una Fundación que colabora con la Institución del Defensor del Pueblo y con los

distintos Consulados del Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, en la

asistencia humanitaria a presos en cárceles extranjeras. El Gobierno de Castilla-La Mancha se

limita a cumplir el mandato del poder legislativo, adoptado por unanimidad de todos los grupos

parlamentarios en las Cortes Regionales. (Boletín Oficial de las Cortes de Castilla-La Mancha,

número 130, de 29 de mayo de 2017, página 5074).

Se adjunta como documento número 2, Informe emitido el 14 de marzo de 2017, por la Jefa de

Asuntos Internacionales del Defensor del Pueblo, Da. Carmen Comas-Mata Mira, en el que, en

relación con la Fundación +34, se hace constar textualmente: "Nuestro trabajo en la materia nos

permite afirmar que a nuestro juicio se trata de la única entidad asistenclal sin ánimo de lucro en

España, privada e Independiente que realiza esta tarea a través de voluntariado, constituido en

su mayoría por españoles residentes en el extranjero."

El Gobierno Regional, dando cumplimiento al mandato de las Cortes de Castilla-La Mancha, otorga

de forma excepcional y mediante el procedimiento legalmente establecido, una ayuda a la

• 0 •
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Fundación +34, por su experiencia en asistencia a ciudadanos privados de libertad en cárceles

extranjeras, teniendo presente la opinión de la alta Institución del Defensor del Pueblo, y la

experiencia de las acciones desarrolladas por dicha Fundación, en colaboración con los consulados

españoles en el extranjero.

Se adjunta como documento número 3, la comunicación remitida por el Ministerio de Asuntos

Exteriores y de Cooperación, de fecha 10 de julio de 2017, relativa a la actividad subvencionada.
En la página 11 de la Memoria de la Fundación +34, donde se describe la acción realizada por la

Fundación en las cárceles de Colombia, consta: "...nuestro equipo médico se desplazó a estos

centros penitenciarios, así como al de la Picota para realizar chequeos médicos a todos ellos...".

Esta Administración no puede asumir el reproche que realiza el órgano de control externo, en la

página 98 del Anteproyecto de Informe de fiscalización, relativa a "...se deduce que hay una

población reclusa estable en el extranjero...","no queda especialmente acreditada la necesidad...",
toda vez que, de acuerdo con los parágrafos 68.6 y 78 del punto 2 "Normas técnicas", de las

Normas de Fiscalización del Tribunal de Cuentas, aprobadas por el Pleno el 23 de diciembre de

2013: "La descripción de las comprobaciones efectuadas para la evaluación de la Información y

formación del juicio u opinión emitida, así como el alcance y extensión de las mismas, se limitará

a los casos en que resulte necesaria para facilitar la comprensión de los resultados expuestos".

Son contrarias al principio de claridad y concisión que preside la actividad flscalizadora las

expresiones "se deduce" y "no queda especialmente acreditada". Por ello, en términos de auditoría

pública, no se puede deducir la existencia de una población reclusa "estable", término de contenido

demográfico, que no guarda relación alguna con la obligación que Impone la Ley 40/2006, de 14

de diciembre, del Estatuto de la ciudadanía española en el exterior, a las Comunidades Autónomas,
de prestar especial atención a aquellos que se encuentren en situaciones de necesidad.

Como muy bien conoce ese Tribunal, según el párrafo 68 de sus normas técnicas de fiscalización,
en el contenido y presentación de los resultados de fiscalización, deberá ajustarse a los siguientes

principios: "d) Claridad y concisión: en la exposición de los resultados de la fiscalización se

distinguirán los hechos comprobados de las valoraciones que merezcan los mismos, evitándose

expresiones ambiguas que puedan dar a entender la existencia de deficiencias no comprobadas

adecuadamente."

Observación del anteproyecto de informe (página 98 j

"En la cuenta justificativa simplificada presentada por la beneficiarla consta un listado de gastos

en el que falta la identificación del acreedor, Incluyéndose además los fechados desde enero de

2017 hasta el 16 de noviembre de 2017..."

Alegación que se formula

En el listado de gastos que obra en la cuenta justificativa, presentado y firmado por la Fundación

+34, el 23 de noviembre de 2017, constan cinco columnas donde se referencia el número de

orden del gasto, la fecha, el Importe, el concepto, la forma de pago y la empresa, es decir el

acreedor, por lo que, a juicio de esta Administración, quedan identificados los acreedores de dicha

cuenta.
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Como claramente describe el apartado V de la Exposición de Motivos, del Real Decreto 887/2006,
de 21 de julio, por el que se aprueba el reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre,
General de Subvenciones, con la cuenta justificativa simplificada "el reglamento persigue reducir

las cargas innecesarias sobre los beneficiarlos, sin merma alguna de la debida garantía para los

intereses generales y para el control administrativo de la actividad subvencionada". "...Respecto

a la cuenta justificativa sin aportación de facturas u otros documentos de valor probatorio

equivalente, para subvenciones de Importe inferior a 60.000 euros, el contenido de la cuenta

podrá reducirse, bastando con presentar una memoria de actuación, una relación clasificada de

gastos y un detalle de Ingresos, sin necesidad de aportar como documentación complementaria

los justificantes de gasto."

Así pues, al tratarse de una subvención de 6.000 , que está muy por debajo del límite de 60.000

que marca el reglamento para el procedimiento simplificado de justificación, esta Administración

entiende que el soporte documental que configura la cuenta rendida cumple la normativa de

aplicación.

En relación con los conceptos del gasto incluidos en el listado, con fecha enero y febrero del año

2017, tienen directa relación con el gasto corriente de la Fundación +34, por lo que cumplen con

la finalidad para la que fue concedida la subvención y así consta tanto en el listado de gastos

expedido por la Fundación +34, como en la certificación sobre Informe final firmado por el director

general de Acción Social y Cooperación.

Observación del anteproyecto de informe (página 98)

"...no se aprecia relación directa con los gastos subvencionadles previstos por el Decreto 39/2017,
de 27 de junio...de facturas tales como las de combustible en estaciones de servicio españolas,
peajes en autopistas nacionales, un hotel en Toledo o alquileres en Valladolid, todo ello por Importe
de 872 ".
Alegación que se formula

Como consta en la página 55 del Diario de Sesiones, de las Cortes Regionales correspondiente al

Pleno celebrado el día 25 de mayo de 2017, a dicho acto asistieron representantes de la Fundación

+34, por lo que el gasto del Hotel del día 24 de mayo de 2017, tiene relación directa con la

actividad objeto de subvención. Igualmente, como consta en la página 9, relativa a las acciones

desarrolladas en Tailandia de la Memoria presentada por la Fundación +34, queda patente la visita

a una ciudadana de Castilla-La Mancha, condenada a cadena perpetua: "Para nosotros, el poder

haber estado con ella durante un par de días, no sólo para darla soporte humanitario, sino apoyo

emocional, es sin lugar a dudas uno de los momentos más importantes de este año 2017, y por

la que no dejaremos de batallar hasta que vuelva a su tierra albaceteña con los suyos".

Los justificantes de pago de combustible y peaje de autopistas, así como alquiler, constituyen

gastos corrientes de la Fundación +34, y que cumplen con la finalidad de desplazamientos y

actividades relacionadas con actuaciones para garantizar los derechos humanos y la asistencia a

las personas castellano-manchegas en situación de privación de libertad en centros penitenciarios

extranjeros durante el año 2017.
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Las autoridades de Tailandia autorizaron a visitar, el 22 de agosto de 2017, a la ciudadana de

Castilla-La Mancha reclusa en ese país, sus hijas acompañadas por voluntarios de la Fundación

+34 salieron de España el 20 de agosto y pudieron realizar la visita, como se indica en el listado

de gastos. Cumplida la finalidad de asistencia humanitaria en febrero de 2019 se ha conseguido,
con la intervención del Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación, la reducción de la pena a

25 años, en lugar de cadena perpetua y la repatriación para declarar ante la Audiencia Nacional y

cumplir la condena en España.

Observación del anteproyecto de informe (página 98)

"La cuenta justificativa además no incluye el detalle de otros ingresos o subvenciones que hayan
podido financiar la actividad subvencionada o la mención a su inexistencia"

Alegación que se formula

Se aporta como documento número 4, Informe de la Fundación +34 sobre la inexistencia de

otros Ingresos que hayan podido financiar la actividad desarrollada en la asistencia a las personas

castellano-manchegas en situación de privación de libertad en centros penitenciarios extranjeros

durante el año 2017, y como documento número 5, la Declaración responsable de la Fundación

+34, de fecha 6 de junio de 2017, que obra en la cuenta justificativa simplificada presentada.

Observación del anteproyecto de informe f página 99)

"...en el expediente no consta que el beneficiario haya informado en las actividades
subvencionadas déla financiación de la JCCM, incluyendo,en las posibles actuaciones de publicidad
o difusión que se realizaran, la imagen corporativa de la Junta".
Alegación que se formula

Consta la Imagen corporativa de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, en la página 21

de la Memoria presentada por la Fundación +34, en relación con las actividades del año 2017.
Además, se describe textualmente: "...Gobierno de Castilla-La Mancha por el apoyo y confianza

recibida hacia nuestra labor. Sin ellos, todo esto hubiera sido mucho más difícil".

Observación del anteproyecto de informe (página 99)

"2. Subvenciones concedidas por el Decreto 7/2016, de 15 de marzo de 2016, por el que se regula
la concesión directa de subvenciones de carácter excepcional de la Presidencia de la JCCM" (se da

por reproducido).
Alegación que se formula

• Observación sobre las declaraciones responsables y comprobación veracidad datos. Habida

cuenta que el límite cuantitativo es de 50.000 euros por beneficiario, se dan las condiciones

establecidas en el artículo 12 del Decreto 21/2008, de 05-02-2008, por el que se aprueba el

Reglamento de desarrollo del Texto Refundido de la Ley de Hacienda de CLM, relativas a la

simplificación y excepciones respecto a la acreditación del cumplimiento de obligaciones por

reintegro de subvenciones, tributarias y con la Seguridad Social. En consecuencia, en estos
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supuestos, la presentación de declaración responsable sustituirá a la presentación de las

certificaciones acreditativas.

• La memoria justificativa del carácter singular de las subvenciones que refiere el artículo 37.3

del Decreto 21/2008 está incluida en el expediente de tramitación del Decreto 7/2016, de 15

de marzo, que regula la concesión directa de estas subvenciones de carácter excepcional de la

Presidencia. Es un decreto que tiene una vigencia indefinida, publicándose anualmente las

resoluciones de declaración de los créditos presupuestarios disponibles para financiar las

ayudas.

• Subvención concedida al Banco de Alimentos de Toledo por 15.000 euros. Las compras de

alimentos que hace la entidad beneficiaría se realizan en función de las necesidades de las

personas necesitadas teniendo en cuenta las disponibilidades de alimentos recogidas en las

colectas, esto es, compensan los artículos no entregados o bien aquellos otros cuya cantidad

no es suficiente para una correcta atención. Éste ha sido el supuesto de 2016, las compras se

han dedicado a alimentos que componen la denominada cesta básica para cubrir la demanda

existente en los periodos de entrega.

La memoria de la solicitud de ayuda presentada por el Banco de Alimentos incluye además de

la compra de alimento, los gastos de personal y otros de gestión para la realización de las

actividades, acompañando un desglose de gastos, según su naturaleza económica, que se

corresponden con los gastos de la cuenta justificativa presentada.

APARTADO II.7.9 Sistema educativo de la Comunidad Autónoma

Observación del anteproyecto de informe (página 122)

" La CA ha indicado que su normativa reguladora de la gestión económica (Decreto y Orden), de
redacción anterior a la LO 8/2013, mantiene las competencias atribuidas inicialmente ai Consejo
Escolar, dado que las atribuciones realizadas a los directores de los centros por el artículo 132.j
de la LO 2/2006 no se han visto alteradas, señalándose que <<la aprobación del presupuesto y
de la cuenta de gestión de los centros docentes por parte de un órgano colegiado, añade un mayor
rigor y transparencia a la gestión económica de los centros docentes, y potencia la efectiva
participación de todos los sectores de la comunidad educativa en la gestión de los mismos",
argumento en el cual se coincide. No obstante, ello pone de manifiesto, por un lado, la posible
ilegalidad de las normas reglamentarias autonómicas, al no respetar lo dispuesto en una norma
de rango superior, y, por otro, la diferente interpretación (y aplicación) que están haciendo las
CCAA de estos preceptos."
Alegación que se formula

Debe tenerse en cuenta lo dispuesto en el artículo 57 de la vigente Ley Orgánica 8/1985, de 3 de

julio, reguladora del Derecho a la Educación, en la redacción dada al mismo por la disposición final

segunda de la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre, para la mejora de la calidad educativa,
en cuya letra d) se atribuye al Consejo Escolar la competencia para "aprobar el presupuesto del

centro en relación con los fondos provenientes de la Administración y con las cantidades
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autorizadas, así como la rendición anual de cuentas". Precepto que avala con claridad la

competencia del Consejo Escolar a este respecto.

Observación del anteproyecto de informe (página 122)

"Se mantiene Ia situación en el ejercicio fiscalizado de ausencia de verificaciones tendentes a
comprobar que los centros mantienen un inventario de bienes y derechos completos, valorado y
actualizado, ni se lleva a cabo una integración anual de estos en el Inventario General de Bienes
y Derechos de la CA. "
Alegación que se formula

La Intervención General viene verificando la gestión del inventarlo por parte de los centros

docentes públicos que son objeto de sus planes de control financiero. En tal sentido, se

materializaron informes sobre los centros docentes públicos el Centro Rural Agrupado "Elena

Fortún" de Villar de Olalla (Cuenca) y la Escuela Oficial de Idiomas de Guadalajara (Guadalajara),
y sobre las Direcciones Provinciales de Albacete, Ciudad Real y Toledo de la Consejería de

Educación, Cultura y Deportes. En el apartado "IV.2.4 Libros auxiliares" de dichos Informes se

analiza la gestión del inventario que incluye: existencia de libro Inventario en los centros, prueba

de inventario en los centros con Informe particular, comunicación de los centros de la adquisición

de bienes muebles inventariables a la Dirección Provincial y de ésta, en su caso, a la Consejería
de Hacienda y Administraciones Públicas. Adicionalmente, en el caso de los informes de centros

se comprueba el cumplimiento de la normativa en las adquisiciones de bienes Inventariables por

Importe superior a 2.000 .

APARTADO II.7.10 El Protectorado de Fundaciones de Castilla-La Mancha

Observación del anteproyecto de informe (páginas 127 a!29)

"II.7.10. El Protectorado de Fundaciones de Castilla-La Mancha" (se da por reproducido)

Alegación que se formula

La observación referenclada está vinculada con el punto 60 de las conclusiones del anteproyecto

de Informe (página 143), al que, por lo tanto, se extiende el alcance de estas alegaciones.

En el apartado que nos ocupa se realizan diversas observaciones en relación con la actividad de

control que se realiza por parte del Protectorado de Castilla-La Mancha sobre las fundaciones de

su competencia. En concreto, se advierte que:

a) No se cuenta con procedimientos o normas Internas debidamente aprobadas para comprobar

el efectivo cumplimiento de los fines fundacionales, así como tampoco para verificar si los recursos
económicos de las fundaciones han sido aplicados a los fines fundacionales. Las últimas
verificaciones practicadas de las que hay constancia proceden del ejercicio 2015.

b) La carencia de procedimientos de control dificulta la detección de Indicios racionales de falta de

actividad de las fundaciones, actividades ajenas a los fines fundacionales o supuestos de

autocontrataclón. Así mismo, la inexistencia de recientes actuaciones de control sobre los fines y
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las actividades fundacionales, imposibilita la constatación de evidencias para la emisión de

requerimientos a las entidades que presentaran Irregularidades, con la aplicación posterior, en su

caso, de las medidas previstas en la Ley.

c) En el caso de tratarse de fundaciones pertenecientes al sector público regional, no se ha

establecido un procedimiento formal entre la IGCA y el Protectorado de la CA para la comunicación

de las actuaciones realizadas por una u otro en relación, principalmente, con los supuestos de

reducción grave de los fondos propios o de falta de actividad.

d) No ha llegado a firmarse un convenio entre el Protectorado y los notarios que asegure los

flujos de Información sobre las fundaciones, tal como establece la DA quinta de la Ley de

Fundaciones.

Entrando en el análisis de a las observaciones realizadas, debe señalarse que:

A) No se comparten, en absoluto, las observaciones realizadas en el anteproyecto de Informe

sobre la labor desempeñada por el Protectorado de Fundaciones de Castilla-La Mancha en el

ejercicio de su función legal de velar por el cumplimiento de los fines de las fundaciones sometidas

a su control. En primer lugar, porque dicha labor de control debe ser analizada necesariamente a

la luz de lo dispuesto en la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones, y en los reglamentos

estatales de desarrollo dicha Ley (Reales Decretos 1337/2005 y 1611/2007), y en los

procedimientos administrativos que en estas normas se regulan, y no en normas o procedimientos

o protocolos Internos de actuación. Y, en segundo lugar, porque debe aclararse que en el ejercicio

de la función que tiene legalmente asignada el Protectorado de velar por el efectivo cumplimiento

de los fines fundacionales (art. 35 de la Ley 50/2002), no sólo se actúa cuando de forma

excepcional decide poner en marcha un plan o programa global de control de la actividad

fundacional en relación con las entidades sujetas a su función tutelar, sino, sobre todo y de manera

ordinaria, realiza tales funciones cuando examina las cuentas anuales y los planes de actuación

que anualmente han de rendirse ante el mismo, las solicitudes de autorización para la enajenación

de bienes o el gravamen de bienes de la dotación o las comunicaciones de actos de disposición

que no están sujetos a autorización, o las solicitudes de autocontrataclón con patronos.

Así, el siguiente cuadro-resumen recoge el número de actuaciones de comprobación que, durante

el ejercicio al que se refiere el anteproyecto de Informe (2017), se llevaron a cabo por el

Protectorado de Fundaciones de Castilla-La Mancha.

ACTUACION DE CONTROL (informes o requerimientos) NUMERO

En relación con las cuentas anuales. 61

En relación con los planes anuales. 87

En relación con los procedimientos de autorización y 12
• /

comunicación previa.
Actuaciones de oficio (informes de control).
Requerimientos por reducción grave de fondos propios durante

dos ejercicios consecutivos)

2

1
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Y en el siguiente cuadro se recoge el acumulado de actuaciones practicadas durante el periodo al

que se refiere la observación realizada (2016-2018), al afirmar que las últimas verificaciones

practicadas por el Protectorado de Fundaciones de Castilla-La Mancha de las que hay constancia

proceden del ejercicio 2015.

NUMEROACTUACION DE CONTROL (Acumulado 2016-2018)

En relación con las cuentas anuales. 211
En relación con los planes anuales. 230

En relación con los procedimientos de autorización y
50. /

comunicación previa.
Actuaciones de oficio (informes de control).
Requerimientos por reducción grave de fondos propios durante

dos ejercicios consecutivos)

5

3

Todo ello, sin contar los procedimientos de carácter reglstral que se tramitan, al aunar la

Vlceconsejería de Administración Local y Coordinación Administrativa las funciones de

Protectorado y de órgano encargado del Registro de Fundaciones de Castilla-La Mancha, en los

que también se viene controlando por parte de esta Administración si las fundaciones tienen

actividad, si son administradas por un patronato regular o si cumplen los fines para los que

constituyeron.

También se ha de dejar constancia que, durante los ejercicios 2014 y 2015, se puso en marcha

por el Protectorado de Fundaciones de Castilla-La Mancha un plan de control o Inspección con

respecto a las fundaciones Inscritas en el Registro de Fundaciones de Castilla-La Mancha. A través

de estos controles se logró que una buena parte de los patronos regularizaran su situación

registral, comenzaran a rendir de forma regular las cuentas anuales y los planes de actuación de

sus fundaciones y a aplicar los recursos a la realización de actividad o proyectos relacionados con

los fines fundacionales y que, con posterioridad a dichos años, el uso de este tipo de control se

haya efectuado por el Protectorado para Imponer medidas correctoras en casos muy puntuales.

En todo caso, debe señalarse que ni la Ley 50/2002 ni sus reglamentos estatales de desarrollo

prevén un procedimiento "ad hoc", denominado "procedimiento de control", para que los

protectorados de fundaciones ejerciten sus funciones de control, más allá, claro está, de los

procedimiento de intervención temporal, para cuando exista , y del requerimiento por reducción

grave de fondos propios, y de las actuaciones de comprobación que, a esos efectos, deben realizar

en el marco de sustanclación de los demás procedimientos que prevé en la normativa de

aplicación.

Por todo ello, las observaciones que se realizan en el anteproyecto de Informe sobre el ejercicio

por parte del Protectorado de Fundaciones de Castilla-La Mancha de su función legal de comprobar

el efectivo cumplimiento de los fines estatutarios por parte de las fundaciones sujetas a su control,
así como la de verificar si los recursos económicos de estas últimos han sido aplicados a los fines

fundacionales, exigen ser revisadas, puesto que, como lo revelan los datos aportados, las

actuaciones en este ámbito han ¡do mucho más allá de lo que exige la Ley de Fundaciones y la

reglamentación existente en esta materia.
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B) En segundo lugar, en cuanto a la observación de que no se ha establecido un procedimiento

formal entre la IGCA y el Protectorado de la CA para la comunicación de las actuaciones realizadas

por una u otro en relación con las fundaciones del sector público, no se ha considerado necesario

establecer un procedimiento de esta índole entre dos órganos que pertenecen a la misma

Consejería y que, por tanto, están en permanente comunicación sobre los asuntos que afectan a

las cuestiones de su competencia, como lo es en el caso del informe de control financiero que la

Intervención ha de elaborar cada año, en el que la Intervención suele solicitar Información al

Protectorado sobre la situación reglstral y los antecedentes de actividad de la función sometida a

dicho control.

C) En cuanto a la observación que se hace en el anteproyecto relativa a que no se ha llegado a

firmar un convenio entre el Protectorado y los notarlos que asegure los flujos de Información sobre

las fundaciones, tal como establece la disposición adicional quinta de la Ley de Fundaciones, cabe

hacer notar que en la referida disposición no se hace mención alguna a la obligación de suscribir

un convenio entre el Protectorado de Fundaciones y los notarios, sino a la obligación de los notarios

de "poner en conocimiento del Protectorado el contenido de las escrituras públicas en lo referente
a la constitución de las fundaciones y sus modificaciones posteriores", y a los términos en que

debe cumplirse dicha obligación, que es "mediante la remisión de copla simple de las citadas
escrituras" por parte de los notarlos y no de la suscripción de un convenio.

Finalmente, y en cuanto las cuestiones que se señalan en el anteproyecto de Informe sobre los

recursos de personal adscritos al Protectorado de Fundaciones de Castilla-La Mancha, indicar que

la plantilla del Servicio encargado de prestar dicha función se ha visto en fecha reciente reforzada

a través de una reciente modificación en el RPT de la Consejería, con la incorporación al mismo

de una nueva jefatura de servicio y de una de sección.

APARTADO III Conclusiones

Observación del anteproyecto de informe (página 135 j

"6. Pese a lo señalado por el artículo 43.2 del TRLH y el Decreto 82/2016, de 27 de diciembre, de
prórroga de los presupuestos, se prorrogó la totalidad de los créditos iniciales del estado de gastos
del presupuesto de 2016 (subepígrafe II.3.2.A)."
Alegación que se formula

A este propósito, cabe señalar que, una vez producida la prórroga del presupuesto, resulta

especialmente compleja la concreción de los créditos presupuestarlos a los que no afecta la

prórroga.

El artículo 43.2 del Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha, dispone que la

prórroga no afectará a los créditos para gastos correspondientes a actuaciones que deban terminar

en el ejercicio cuyos presupuestos se prorrogan o que estén financiados con créditos u otros

ingresos específicos o afectados y se adapten a la organización administrativa en vigor para el

ejercicio en el que tenga que ejecutarse el presupuesto prorrogado.
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Respecto de la dificultad de la concreción de los créditos no prorrogables, se hace eco la doctrina

dentro de la cual destaca la tesis de Alejandro Menéndez Moreno, Catedrático de Derecho

Financiero y Tributarlo de la Universidad de Valladolld, quien afirma lo siguiente:

<<La parquedad de este concepto hace difícil su Interpretación, urge una regulación mucho más

concreta, ya que en la práctica puede acarrear muchas dudas e inseguridad jurídica. No obstante,
parece claro que no se prorrogan los créditos para gastos que, por su singularidad, se acometen

en el año natural y de una sola vez, como podría ser la compra de un elemento de transporte, y

tampoco los destinados a gastos que una vez producidos no son susceptibles de renovación, como

podrían ser los destinados a gastos de una carretera ya terminada de construlr>> (Curso Derecho

Financiero y Tributario, edición 2008, página 486).

En lo que se refiere a la postura adoptada por las Administraciones que han prorrogado su

presupuesto a lo largo de los últimos años, tampoco queda demasiado claro el alcance de la

prórroga presupuestaria. Por ejemplo, en las alegaciones de la Administración General de Asturias

al Informe Provisional sobre la Cuenta General del Principado de Asturias, ejercicio 2014, se

sostiene la prórroga de algunas subvenciones nominativas en estos términos:

<<En relación a las subvenciones nominativas y la prórroga presupuestaria, deben realizarse una

serie de precisiones. Como ya hemos señalado en el apartado I de este escrito, la prórroga

presupuestaria opera en bloque ope legls, y únicamente quedarán excluidos aquellos créditos

destinados a programas o actuaciones que terminen en el ejercicio cuyos presupuestos se

prorrogan o para obligaciones que se extingan en el mismo. El concepto adolece de una gran

ambigüedad; de ahí que haya que acudir a la doctrina, quien Interpreta que únicamente no se

prorrogan aquellos créditos destinados a gastos para la realización de una muestra o una

exposición singular, o los que una vez consumados no son susceptibles de renovación. La doctrina,
en consecuencia, no distingue los créditos prorrogables o no en función de la naturaleza del gastos,
sino de su finalidad, y por ello lo que deberá ser objeto de análisis es si la actividad subvencionada

tiene vocación de permanencia o no. Y en este sentido nada cabe oponer a la prórroga de

subvenciones nominativas que tienen por objeto financiar la actividad de entidades que forman

parte del sector autonómico, o bien financian actividades de Interés público con vocación de

permanencia>>.

En sentido distinto al anteriormente expuesto, destaca el Informe de Intervención n° 2/2014,
sobre la prórroga del Presupuesto 2013 del Ayuntamiento de León, para 2014. Aquí se consideran

no prorrogables los créditos del capítulo 6 y 7, salvo aquellos correspondientes a proyectos de

gasto plurlanual en los términos que a continuación se Indican:

<<Los ajustes a la baja que deben efectuarse sobre los créditos Iniciales del Presupuesto anterior,
con fin de que no se prorroguen los créditos recogidos por el artículo 21.2 del Real Decreto

500/1990, de 20 de abril, son los destinados a servicios o programas que deban concluir en el

ejercicio 2013 o estén financiados con Ingresos afectados que se hayan de percibir únicamente en

el ejercicio 2013. En el presente caso los créditos que se han de considerar como NO

PRORROGABLES son los correspondientes a los capítulos 6 y 7 con la única excepción de los

créditos correspondientes a proyectos de gasto plurianual>>.
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De las posturas anteriormente expuestas en orden a concretar los créditos prorrogables y no

prorrogables, en unos casos, se atiende a la finalidad del gasto; en otros casos, como por ejemplo

en el Informe de Intervención n° 2/2014, sobre la prórroga del Presupuesto 2013 del

Ayuntamiento de León, para 2014, se atiende más bien a la naturaleza económica del gasto y,

por ello, se consideran no prorrogables los créditos del capítulo 6 y 7 (gastos de capital), excepto

los créditos correspondientes a proyectos de gasto plurianual.

En consecuencia, la difícil interpretación de los preceptos legales concernientes a los créditos no

prorrogables y las dudas e inseguridad jurídica que ello conllevaba dio lugar a asumir la posibilidad

de prorrogar en bloque de los créditos iniciales del estado de gastos del presupuesto de 2016.

Al margen de lo anterior, y, una vez asumida dicha posibilidad, hay que advertir que con ello no

se ponía en riesgo el cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria ya que, una vez

conocidas las entregas a cuenta que correspondían a Castilla-La Mancha para el ejercicio 2017,

procedentes del sistema de financiación autonómica, se corroboró que éstas últimas fueron

significativamente superiores a las del ejercicio anterior.

Por último, resta señalar que otra de las razones que coadyuvaron a adoptar la decisión de

prorrogar los créditos iniciales del presupuesto de 2016 en su totalidad fue la ya avanzada

tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos Generales de la Junta de Comunidades de

Castilla-La Mancha para 2017 que, en el mes de enero de ese año, ya había sido elevado a las

Cortes regionales para su aprobación, así como el convencimiento de que dicha aprobación sería

inminente, aunque, de forma inesperada, dichos presupuestos fueron desestimados por el Pleno

de las Cortes de Castilla-La Mancha en su sesión de 7 de abril de 2017, lo que hizo que su

aprobación definitiva se retrasase hasta septiembre de 2017.

En conclusión, la enorme complejidad para discernir los créditos que serían prorrogables de los

que no; el hecho de que con la prórroga en bloque de los créditos iniciales del presupuesto para

2016, previamente consideradas las entregas a cuenta para el ejercicio 2017, no se ponía en

riesgo el cumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria; y, por último, la convicción de

que los Presupuestos Generales de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha para 2017

serían aprobados de forma inminente, todas estas razones, en su conjunto, llevaron finalmente a

prorrogar en su totalidad los créditos iniciales del estado de gastos del presupuesto de 2016.

Observación del anteproyecto de informe (páginas 135 v 136J

"7. El TRLH establece escasas restricciones a la realización de transferencias de crédito, lo que
debilita el valor del presupuesto inicialmente aprobado como Instrumento de planificación de la
actividad. Adlclonalmente para el ejercicio fiscalizado, la Ley de Presupuestos de la CA (LP) deja
sin efecto la práctica totalidad de las limitaciones contenidas en el precitado Texto."

(...)

"18. En la normativa de CLM no existe una disposición equivalente a la del artículo 52.1.a) de la
LGP, donde se establece, entre otras restricciones, para las transferencias de crédito, que no
podrán realizarse desde créditos para operaciones financieras al resto de los créditos, ni desde
créditos para operaciones de capital a créditos para operaciones comentes [subepígrafe

II.4.2.A)]."
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Alegación que se formula

En relación con la cuestión aquí planteada, se considera que el establecimiento de un sistema de
restricciones a la realización de transferencias de crédito, de mayor o menor intensidad, por parte

de las Comunidades Autónomas, se encuentra amparado por el principio de autonomía financiera
previsto en el artículo 156.1 de la Constitución.

A propósito del principio de autonomía financiera, son muchas las notas que lo caracterizan a la

vista de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, y, entre ellas, pueden destacarse que la

"autonomía financiera supone la propia determinación y ordenación de los ingresos y gastos

necesarios para el ejercicio de sus funciones" [STC 179/1987, de 12 de noviembre (FJ 2°)].
Así mismo, la autonomía financiera implica capacidad de autoorganización para establecer y

desarrollar dicha autonomía, es decir, capacidad de crear y organizar una hacienda autónoma.
Esta nota se pone de relieve, entre otras, en la STC 14/1986, de 31 de enero, que señala en su
Fundamento Jurídico 2o que «... aun sin manifestación expresa incluida en el artículo 148 de la
CE, del espíritu de su conjunto normativo se desprende que la organización de su Hacienda es, no
tanto una competencia que se reconoce a las Comunidades Autónomas, cuanto una exigencia

previa o paralela a la propia organización autónoma».

Además, la autonomía financiera implica autonomía normativa, es decir, la capacidad de los entes

territoriales de dictar normas, que ordenan su actividad en el ámbito de sus competencias

reconocidas. No puede haber verdadera autonomía financiera sin una autonomía normativa que

permita legislar, y, por tanto, decidir sobre la sustancia de la actividad financiera que desarrollan
las Comunidades Autónomas. Así se desprende, entre otras, de la STC 13/1992, de 6 de febrero.

En definitiva, se considera que la regulación autonómica en materia de transferencias de crédito
es coherente con el principio constitucional de autonomía financiera, y respetuosa con sus límites.

Observación del anteproyecto de informe (página 138)

"31. La LP para 2017, pese a lo dispuesto en su artículo 1.2, no incluyó los presupuestos de
explotación y capital de dos fundaciones del sector público regional (subepígrafe II.5.2.A)"

Alegación gue se formula

En relación con las dos fundaciones citadas, que tenían y tienen actividad, finalmente se decidió
no incluirlas en los Presupuestos Generales para 2017 por las siguientes razones: en relación con

"CLM Tierra de Viñedos", si bien aparece en el Inventario de Entes integrantes de las Comunidades
Autónomas a 1 de enero de 2017, dicha fundación no se encontraba sectorizada en el subsector
Comunidades Autónomas para Castilla-La Mancha; por lo que respecta al "Centro de Innovación

de Infraestructuras Inteligentes", a 1de enero de 2017 aún se encontraba pendiente de calificar.

APARTADO IV Recomendaciones

Observación del anteproyecto de informe fpáoina 145]

"9. Debería promoverse el desarrollo reglamentario de los aspectos pendientes de la Ley 7/2010,
de 20 de julio, de Educación de Castilla-La Mancha. Además, debería potenciar el papel
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coordinador de la Consejería de Educación en los planes de acción a elaborar por los centros
educativos a la vista de los resultados obtenidos en las distintas pruebas de evaluación, así como
reforzarse la revisión y el control económico de los centros docentes, públicos y concertados, tanto
por la citada Consejería como por la Intervención General de la Comunidad."
Alegación que se formula

La Intervención General viene realizando el control económico de los centros docentes públicos a

través de sus planes anuales de control financiero. A este respecto, el plan de control financiero

y auditoría de empresas y entes públicos para el ejercicio 2018 (que fue trasladado al Tribunal de

Cuentas en el marco del procedimiento de fiscalización del ejercicio 2017), Incluye el control

financiero de la gestión económica de los centros docentes públicos no universitarios de Castilla-

La Mancha durante el ejercicio 2017.
Dichas actuaciones de control financiero comprendieron el control directo de dos centros docentes

públicos, el Centro Rural Agrupado "Elena Fortún" de Villar de Olalla (Cuenca) y la Escuela Oficial

de Idiomas de Guadalajara (Guadalajara), así como la gestión económica de los centros docentes

públicos no universitarios durante el ejercicio 2017 de las Direcciones Provinciales de Albacete,

Ciudad Real y Toledo de la Consejería de Educación, Cultura y Deportes.

En los controles realizados a las Direcciones Provinciales de la Consejería de Educación, Cultura y

Deportes se ha analizado el presupuesto y la cuenta de gestión de 2017 de un total de 83 centros,

lo que supone una muestra entre el 11% y el 14% del total de los centros docentes de cada

Dirección Provincial.

Se acompañan en soporte electrónico los documentos que se citan como adjuntos en el cuerpo

del presente escrito (debidamente numerados), así como los escritos de alegaciones remitidos por

las siguientes entidades del sector público regional:

• SESCAM (Direcciones Generales de Asistencia Sanitaria y de Recursos Humanos).
• Ente público RTCLM.
• Instituto de Finanzas.
• GICAMAN.
• Infraestructuras del Agua de Castilla-La Mancha
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